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INTRODUCCIÓN 

La creación o establecimiento de una Institución dentro del siste~na 

juridico de un Estado, se presenta generalmente como consecuencia de 

las exigencias sociales de un pueblo que obliga a sus legisladores a 

establecer esa figura. Tal es el caso del crecimiento inevitable y a veces 

desmesurado de la administración contemporánea. que si bien por un 

lado beneficia a los diversos sectores sociaies. en contrapartida también 

afecta a esos mismos grupos y a las personas ind1vidual?s. surgiendo la 

necesidad de crear Tribunales Administrativos que imparcan justicia al 

gobernado. 

Por lo que, el presente trabajo, surge a raíz de los diferentes cambios 

políticos, sociales y económicos que actualmente afronta el País. toda 

vez que desde que inicie mis b.borcs del scn·icio social dentro del 

Tribunal Fiscal de la Federación, he seguido de cerca la actividad y 

desempeño de esta noble tarea. de impartir justicia o mejor dicho 

ayudar a impartirla. 

En tal virtud. en la investigación se establece cuál es la proyección de la 

justicia administrativa impartida por el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa, tomando en cuenta la experiencia histórica. los 

requerimientos de la sociedad, asi como los retos que plantea una 

sociedad y una administración pública cada vez más moderna y 

compleja. 

Ahora bien, con la tendencia del cambio propuesta por el actual 

Presidente de la República Vicente Fox, en el sentido de que el Tribunal 

Fiscal de la Federación, ahora Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa. forme parte del Poder Judicial de la federación. me 



surge la inquietud y reflexión de analizar, si efectivamente dicho cambio 

resulta provechoso para los gobernados, partiendo del estudio del propio 

Tribunal acorde a su historia y función jurisdiccional, estableciendo si 

ésta ha respondido a las necesidades de impartición de justicia fiscal y 

administrativa federal, y por el otro lado, cual seria su perfil y beneficios 

al incorporarlo al Poder Judicial o la conveniencia de seguir 

perteneciendo dentro de la ubicación actual como parte integrante de la 

Administración Pública Federal. 

Ante esta perspectiva de principio de siglo, !tablaré sobre la evolución, 

efectividad y trascendencia lograda por el Tribunal Fiscal de la 

Federación ahora Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 

estableciendo un razonamiento del desempeño y eficacia que tiene éste 

cuerpo impartidor de justicia. 
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CAPÍTULO PRIMERO 

TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS EN MÉXICO 

1.1. Reseña histórica de loo; tribun11les administrativos en 
México. 

En el presente capitulo se relataran los hechos históricos ocurridos en 

México a lo largo de su histl1ria jur'dico-adrninistrativa; concerniente a 

la evoluciú11 ~ desan-ollo de los tribunales adrninistrati,·os. que 

propiamente no se puede hdblar de ellos sino hasta 1853: y 

posteriormente, en 1936 año en que se expidió la ley de Justicia Fiscal 

mediante la cual se creó el Tribunal Fiscal de la Federación; sin 

embargo, realizando una retrospección histórico-jurídica es asombroso 

señalar la existencia de instituciones irnpanidoras de justicia que desde 

la epoca prehispamca reahzaban dicha labor. 

Es oportuno señalar que en la época prehispanica no existió un sistema 

contencioso administrativo como el de la actualidad, no obstante, de los 

vestigios encontracl JS en todo el altiplano mexicano se conoce gracias a 

las pinturas jeroglíficas y otras fuentes, que los aztecas contaban con 

una organización político-administrativa, de las cuales surgieron 

instituciones sociales y jurídicas relativas a cuestiones corno la forma de 

gobierno, del ejercito. del sacerdocio. la administración de justicia, de 

policía. etc .. conforme a las cuales se regia el orden en la sociedad 

mexicana y en los ciernas territorios circunvecinos que tenían similitud 

en los usos y costumbres de vida. de gobierno, en la forma de irnpanir 

justicia y de desarrollo social. 

La cultura azteca tenia un gran desarrollo en cuanto a su organización 

social y acorde al tema que nos interesa, destaca su i'1cipiente pero bien 
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organizada, fonna de impartir justicia o podria llamarse la forma de 

mantener el orden dentro del imperio azteca. 

"Cabe afinnar que l". organfzación social entre los aztecas estaba 

caracterizada por una potestad ilimitada en poder de unos cuantos. es 

decir. las clases privilegiadas, el rey, la familia real, los sacerdotes y los 

guerreros, que eran las clases dominantes y, por otra parte, una 

sumisión absoluta de las grandes mayorias del pueblo. 

El poder se encontré'.°oa en señorios que gobernaban a los pueblos, y el 

Estado era gobernado por un jefe supremo. considerado rey de México. 

Los historiadores coinciden en ponderar Ja autoridad de aquel sobe:-ano 

y el sumo respeto que Je tenían sus vasallos, de manera que existía un 

orden regido por un personaje denominado el Colhuatecutli y el sumo 

Sac.,r<lotc.:. 

La vida de Jos aztecas dependía, ante todo, de un sentido místico 

religioso impreso en sus acr::.s. Para ellos, las guerras no eran otra cosa 

que unP. imagen. un eco de la guerra celeste: sus ceremonias y ritos 

religiosos llevaban un sentido mágico y necesariamente se debían 

realizar antes de llevar a efecto Jos actos más significativos de su vida, 

que impugnaban su ser individual y colectivo. Es indispensable 

entender ese mundo de magia y cumplimiento con todos los dioses para 

que éstos fuesen propicios en toda actividad, si se quiere conocer el 

pensamiento y razón aztecas, el porqué de sus instituciones. que hoy no 

se logra captar en toda su expresión. El pueblo mexicano se hallaba 

constituido en una monarquía o Estado teocrático-militar, cuyo gobierno 

tenía ya. en tiempos de la Conquista, visos de monarquía al estilo 

moderno. El monarca o rey. denominado Colhuatecutli, era el eje central 

de su sistema. A su lado aparecía como figi...:ra prominente el Cihuacóalt, 
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gran sacerdote del culto de la diosa del mismo nombre, madre de 

Huitzilopochtli, quien en unión del señor de los colhuas daba lugar a la 

simbólica dualidad hombre-mujer. 

El Cihuacóatl era toda una autoridad, especie de primer ministro 

moderno, dado que sus funciones de carácter sacerdotal de la diosa 

Cihuacotlicue (mujer serpiente) hubieron de aunarse a elevadas 

aaibuciones de indole administrativa, judicial y tributaria. El primero 

en go:c..::.r del cargo fue el valeroso guerrero Tlacaelel. a quien sin duda se 

debe er, mucho la grandeza de los aztecas, aunque cronistas no lo 

admitan. 

Las funciones del Cihuacóatl comprendian la administración hacendaría 

del Estado, el mando del gobierno cuando el Tlacatecuhtli marchaba a la 

guerra, la designación de jueces y el conocimiento y decisión de las 

causas penales en segunda instancia como órgano judicial unipersonal. 

El Cihuacóatl hablaba en el Tlatocan en nombre del rey, de quien era su 

consejero en t..>dos los casos importantes. pero no era miembro del 

Tlatocan, sino que asistía a él como persona inmediata al rey. También 

era no sólo el encargado de designar para los altos puestos a los 

miembros del Calmecac, sino también el instrumento del sacerdocio 

para que este tuviese en sus manos el poder público."! 

Ahora bien, la administración de justicia en Tenochtitlan y sus 

provincias se desarrolló de la siguiente manera: 

"El jefe del Estado o Colhuatecuhtli presidia todo el sistema de 

administración judicial, aunque sólo conocía de las cuestiones más 

graves o complicadas, las cuales se le turnaban para su resolución cada 

1 Martinez Lara Ramon. El si!-tema conter.:ícso en ~1cxico, editorial trillas. Mt!xico, 1CJQO, pp 70-71-i4 
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1 O o 12 días por los tribunales de Tenochtitlan, o cada cuatro meses de 

80 días cada uno. A esta audiencia suprema acudían en definitiva todos 

los asuntos que hubieran quedado pendientes por cualquier motivo, y se 

denominaba Napoallatoli. 

El Cihuacóatl, ministro de justicia, cono.cía en revisión de las causas 

penales y tenia potestad, que compartía con ·el Colhuatecuhtli, para 

aplicar la pena de muene. 

El Tlatocan, por medio de la sala .de los cuatro grandes jueces: el 

Tecoyahuacatl. el Ezhuahuáctl, el Acayacapanécalt y el 

Tequizquinánhuactl, conocia en segunda instancia de los asuntos 

civiles. 

El Tlacattécatl juzgabd e11 pri111era instancia en los asuntos civiles y 

criminales de los habitantes de Tenochtitlan. Era un cuerpo colegiado 

que presidia el propio Tlacatécatl, en cuyo nombre se pronunciaba la 

ser1tencia y del cual formaban parte otros dos jueces: El Tlayótlac y el 

Cuaunochtli, quien a su vez era juez ejecutor. 

Por otra pane. según Zorita. existían jueces por cada provincia o 

señorío, residentes en Tenochtitlan. Éstos juzgaban en primera 

instancia de los asuntos de los habitantes de su jurisdicción, 'conforme a 

sus propias y especiales leyes locales. 

En las provincias y pueblos había jueces ordinarios que tenían 

jurisdicción limitada para sentenciar pleitos de poca calidad. Podían 

aprehender a todos los delincuentes y examinar y.concluir los pleitos 

arduos. y guardaban la determinación para los ayuntamientos generales 

que hal.Jia con el señor, de cuatro meses, y cada mes era de 20 días. A 
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esta junta acudían de toda la tierra ante el señor y se determinaban 

todos los negocios arduos y criminales. Esta consulta duraba 1 O a 12 

días. Los jueces menores impanian justicia en el Tlaxilacalli. 

Los auxiliares de la administración de justicia eran numerosos, Así, se 

puede citar a los escribanos o Amatlacuilos, pintores o dibujantes. que 

relataban quienes litigaban, con qué objeto, los testigos, los jueces, etc.: 

al Tecpóyotl o pregonero; a los Centectlapixques, con funciones de 

policía. quienes daban cuenta a los jueces de la conducta de las familias 

bajo su cuidado; al Achcauhtzin. "que era como ahora alguacil, tenía 

vara gorda. prendía a los delincuentes y los ponian en la cárcel" 

(Sahagún, cita de Romero Vargas lturbide, op. cit.. pág. 254), así como 

los topilli, alguaciles ejecutores encargados del orden público."" 

En efecto. de lo antes narrado es importante resaltar que si bien no hay 

una institución contenciosa administrativa, es excepcional observar la 

forma en que se impania justicia en el imperio azteca. demarcando las 

reglas entre gobernantes y gobernados. entre los mismos gobernados y 

las relaciones con otros pueblos, teniendo cabida con ello, lo que ahora 

denominamos derecho civil, penal, agrario, público, privado, etc. 

1.1.1. Etapa Colonial. 

Los primero vestigios de organización del contencioso administrativo en 

México, se encuentran en la época colonial al respecto, Juan Solórzano 

Pereyra dice " ... de todas las cosas que los Virreyes y Gobernadores 

proveyeren a titulo de gobierno, ésta ordenado que si alguna parte se 

sintiere agraviada puede apelar o recurrir a las Audiencias Reales de las 

Indias. así como en España se apela y recurre al Consejo de Justicia de 

: t\rnmmta Calderón Gmu:alo. El procc!-o trihutaril1 en d Dl!rccho Mexicano. ~1cxiC<l ICJ77. p :o 
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Jo que se provee en el de la Cámara. Y allí son oídos judicialmente Jos 

interesados, y se confirman, revocan y moderan Jos autos y decretos de 

los Virreyes y Gobernadores. A quienes estrechamente está mandado 

que por ningún modo impidan o estorben este recurso."3 Toda vez que 

estaban encargadas "las Audiencias Reales de las Indias para oir 

judicialmente la apelación, recurso o reclamo presentados por las 

partes, agraviadas por un acto o Decreto del Virrey o del Gobernador, 

actos que podían ser confirmados o revocados. Permitiéndose que Jos 

virreyes o Gobernadores se inconformaran con las resoluciones de las 

audiencias, yendo Jos autos al Real Consejo de Indias. 

La Real ordenanza para el Establecimiento e Institución de Intendentes 

de Ejercito y Provincia en el Reino de Ja Nueva España, dada en Madrid 

en 1786, conservó el régimen anterior, aunque creó la Junta Superior de 

Hacienda que era un u·illunal Je apelación especial que resolvía Jos 

negocios contenciosos en que estuvieren implicadas las Rentas o 

interesado el Real Erario, tribunal que subsumió en uno Jos catorce 

existentes. A decir verdad, fue una etapa en que Ja confusión de poderes 

daba Jugar a que Ja justicia administrativa no encontrara aun plena 

autonomía; Jacinto Pallares, expresa la jurisdicción de esos tribunales 

era ejercida en nombre del Rey en quien por lo mismo residía Ja 

suprema jurisdicción y podía intervenir en los negocios judiciales, no 

teniendo por tanto Jos tribunales la independencia que forma uno de 

sus modernos caracteres.·~ 

Dado que las "funciones desempeñadas por esa autoridad no eran de 

naturaleza jurisdiccional, pues Ja justicia que impartía revestía Jos 

'Juan Solorzano Pereyra. Polnica Indiana Tomo \º. números ~9 y 30. citado por Antomo Carrillo Flores. 
La defensa jund1ca de los paniculares frente a la administración en \1e'\ico. rcedicion elabl1radn por el 
Tribunal Fi..,cal de Ja Fcdcracion. \1cx1co .:?.úOO. p 157 
.,. '.'\a\a :"eg.rctt.• Alfon~o. Derecho pruccsal adrninistrati\'o. editorial Porrua. S A de C \'. Mcxico. JQ59. p 
.:'.!ü~ 
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mismos caracteres que el régimen de los recursos administrativos en Ja 

actualidad. La tutela jurídica de los actos fiscales la ejerció la propia 

autoridad administrativa por medio de la junta superior de hacienda 

como tribunal de apelación lo cual impidió el nacimiento de un real y 

efectivo régimen contencioso fiscaJ."5 

En resumen. en la Nueva España existió un primitivo sistema de justicia 

administrativa, que en ocasiones retenida en la misma administración, 

como en Jos asuntos de naturaleza fiscal, y otras veces se delegaba a Jos 

tribunales judiciales, como en las audiencias reales y del Real Consejo 

de Indias. 

"En 1808 apareció un antecedente legislativo importante -aunque 

nunca vigente-; la Constitución de Bayona, que llevó a España el 

contencioso administrativo francés, "n virtud del cual Jos tribunales no 

podían intervenir en los asuntos del Poder Ejecutivo."6 

"El citado ordenamiento mandó la creación de un consejo de Estado que 

se encargaría de resolver las controversias contenciosas administrativas 

y Jos conflictos de jurisdicción entre Ja administración y los órganos del 

Poder JudiciaJ."7 

"Durante la época de emancipación de México ( 1808-1821) no se 

conoció el contencioso administrativo, los cuerpos legales vigentes o 

nacidos en ella impidieron su aplicación o Jo dejaron en olvido. La 

Constitución de Cádiz, jurada en Nueva España el 30 de septiembre de 

1812, cuya vigencia precaria y corta explica lturbide en su manifiesto de 

~ Manincz Lara Ramon. oh cit. p 81 
t. Carrillo Flores. Antonio. La justicia federal ,. la administracion pública. ~1exico. J 973. p J 71 
-r \"azaquez Alfara Jo~c l.UI!'>. EH>luc:ion y pc~spectiva de los or~anos de juri~diccion administrativa en el 
ordenamiento mexicano. Editorial l.;:"A\1. lnMituto de.: inve!"tigac1oncsjundicas. ~léxico 199:. p 1:7 
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Liorna " ... que mal obedecia ;.· truncada era preludio de su ,poca 

duración; otros pensaban en reformarla, porque en efecto, tal cual la 

dictaron las Cortes de Cádiz, era inadaptable en lo que se llamó Nueva 

España", admitia la separación de poderes. expresando estrictas 

prohibiciones: "Ni las Cortes ni el Rey podrán ejercer en ningún caso las 

funciones judiciales. causas pendientes. ni mandar abrir los juicios 

fenecidos" (art. 2-\3). asimismo: "Los tribunales no podrán ejercer otras 

funciones que las de juzgar y hacer que se ejecute lo juzgado" (art. 2-15) 

con las cuales bien podía fundarse Ja existencia di:' un juez rPsidPnciara 

los actos administrativos. empero, no era posible enjuiciar al poder 

ejecutivo o administrador depositado en la persona del Rey (en España) 

o el Virrey (en Nueva España): La persona del Rey es sagrada e 

inviolable y no sujeta a responsabilidad (articulo. 168) por el contrario 

se le encargaba de "Cuidar de que todo el reino se administre pronta y 

cumplidamente !ajusticia" (art. 171)."" 

Durante la guerra de independencia se elaboraron algunos documentos 

que ofrecian un bosquejo del proyecto de nación que se venia gestando. 

tomando las ideas francesas, por lo que. los hombres que encabezaron 

el movimiento emancipador como lgnacio López Rayón y José Maria 

Morelos y Pavón. en sus proyectos de Constitución llamados "Elementos 

Constitucionales" y "Sentimientos de la Nación" respectivamente. en los 

cuales acogen la idea sobre la división de poderes. 

Idea que durante la guerra de independencia. al surgir el Decreto 

Constitucional para la libertad de América Mexicana. mejor conocido por 

Constitución de Apatzingan de 22 de octubre de 1814. obra del 

Congreso convocado por José Maria Morelos y Pavón, documento que 

estableció el principio de la divfaión de poderes, creándose con ello un 

"' ~ª"ª Segn:tt~ Alfonso. ob cit. pp :óJ ~ :o-t 
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Estado rígidamente dividido en tres poderes: Legislativo, Ejecutivo y 

Judicial. Teniendo que "cada una de estas autoridades debía 

desempeñar una sola función, sin que por ningún motivo pudiera 

invadir la esfera de atribuciones de los otros poderes (articulo 12). En el 

articulo 167 se estableció por otra parte que en aquella época no existió 

un régimen fiscalizador de los autos de las autoridades administrativas 

que se hallara en la esfera del Poder Ejecutivo, pues por un lado estaba 

la tajante división de poderes del Estado y la prohibición expresa del 

articulo 167 que impedia a dicho poder conocer de cualquier función de 

naturaleza jurisdiccional. Igualmente es dable afirmar que tampoco 

existió un sistema contencioso administrativo del tipo judicialista o 

anglosajón. En efecto el supremo t:ribunal de justicia sólo tenia 

competencia para conocer de las causas civiles y penales, pero no de 

conflictos de naturaleza administrativa. Además. como se advierte, al 

tribunnl de residencia se le facultó pnrn conocer y decidir 

exclusivamente de los juicios de responsabilidad civil o criminal que se 

promoviese en contra de los miembros del congreso, del Supremo 

Gobierno y del Supremo Tribunal de Justicia conforme al articulo 224; 

de esta forma se desconoció la materia contenciosa administrativa. "9 

1.1.2. México Independiente. 

"Consumada la independencia de México ( 1821 ), se instaló una Junta 

Provisional de Gobierno encargada de gobernar interinamente al país y 

de elegir y organizar el Congreso Constituyente. El 24 de febrero de 

1822 quedó instaurado el Constituyente quien produjo como resultado 

de sus trabajos las Bases Constitucionales. en las cuales se expresó que 

"No conviniendo queden reunidos el poder legislativo. Ejecutivo y 

Judicial, declara el Congreso, que se reserva el ejercicio del poder 

.. !\1anmcz Lara Ramon. oti ciL p 8-l 
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Legislativo en toda su extensión, delegando interinamente el poder 

Ejecutivo en las personas que componen la actual regencia,. y el 

Judiciario en los tribunales que actualmente existen, o que nombraren, 

quedando unos y otros cuerpos responsables a la nación por el. tiemoo 

de su administración con arreglo a las leyes" (Sa. Base); se persiste en la 

separación de los tres poderes y se admite su responsabilidad legal. 

Teniendo el Congreso Constituyente un gran poder por cuanto que 

retuvo, además de su poder constituyente, el pnrlP.r legislativo, am¡.,~itud 

legislativa aumentada por la existencia de una sola cámara, pro.1to 

entró en desacuerdo con lturbide, quien asi de. las cosas, disolvió el 

Congreso y puso en su lugar un Junta Nacional Instituyente. En febrero 

de 1823, por la mayoria de votos de sus miembros la Junta aprobó el 

Reglamento Politico Provisional del lmpetio, mientras se expedia la 

Constitución que había de ser "la base fundamental de nuestra felicidad 

y la suma de nuestros derechos sociales". dado en sustitución de la 

Constitución española. "to 

Posteriormente se erige un nuevo Congreso el cual "inicio sus labores el 

5 de noviembre de 1823 y aprobó el 31 de enero de 1824 el "Acta 

Constitutiva de la Federación Mexicana", El 10 de abril del mismo año 

empezó a discutirse el Proyecto de Constitución Federativa de los 

Estados Unidos Mexicanos, aprobado con el titulo de "Constitución de 

los Estados Unidos Mexicanos" (4 de octubre), y que fue publicada por el 

Ejecutivo con el nombre de Constitución Federal de los Estados Unidos 

Mexicanos (5 de octubre). 

Un breve estudio de la estructura de .. dicha carta constitucional nos 

permite apreciar la influencia de la tradición judicialista, tanto de la 

"' !\:ava ~eg.relc Alfonso. ob cit. p. 265 
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anglosajona, como de Ja española. De acuerdo con el modelo de la 

Constitución de los Estados Unidos de América se estructuró el Poder 

Judicial de la Federación. El Constituyente de 1824 pretendió crea .. un 

sistema de tribunales similar al modelo norteamericano."'' 

No obstante. y "por desgracia el Constituyente no se limito a incorporar 

las disposiciones constitucionales norteamericanas, sino que adoptó la 

organización derivada de la ley secundaria de 1789. F.n efecto, en tanto 

que en Estados L'nidos la Consti~!.!dén sólo alude esp~cial'Tiente a la 

Suprema Corte dejando a las leyes secundarias estab:ecer tribunales 

federales inferiores y fijarles su jurisdicción dentro del marco general de 

casos ele competencia federal que ella considera, en 1824 se estabieció 

ya en el articulo 123 que el poder judicial de Ja federación residiria en 

una Suprema Corte de Justicia, en los Tribunales de Circuito y juzgados 

de Dislrilu.·:_ 

La Constitución de 1824 incluyó el princ1p10 de separación de poderes 

en su articulo sexto y continuo, sin aludir ya Ja prohibición última que 

expresa "el articulo 9 del Acta Constitu':.iva, antes mencionado. Al 

regular las atribuciones de la Corte Suprema de Justicia (sección tercera 

del titulo V) se le da competencia para "terminar las disputas que se 

susciten sobre contratos o negociaciones celebrados por el gobierno 

supremo o sus agentes" (art. 137, 11) asimismo de conocer- ... de las 

infracciones de la Constitución y las leyes generales, según se prevenga 

por Ja ley" (articulo. 137, V. Sexto), resolviendo que "Una ley 

determinará el modo y grados en que debe conocer Ja Suprema Corte de 

Justicia en los casos comprendidos en esta sección" (articulo. 138). 

11 V37quel Alfaro José Luis. ob cit. p t:'.?Q 
i: Carrillo Fh.Jr~!i> Ant<.)nio. La dcftmsa juridica de los paniculares frente a la adrninistracion en Mc,ico, 
n:L"dicion elaborada por el Tribunal Fi~cal de la Ft:deracion. México ~000. p l t>J 
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Tenemos así implícita la presencia del contencioso administrativo, 

solventado por los tribunales del Poder JudiciaJ."13 

Por consiguiente, del texto Constitucional antes comentado se deduce 

que la Suprema Corte de Justicia estaba facultada para intervenir en el 

control de la legalidad en la actuación de la administración pública, por 

sus órganos y funcionarios administrativos; advirtiéndose una incipiente 

existencia de un régimen de lo contendo'>o administrativo, toda vez. que 

el gobernado. al S'?~ ofendido en s..:« derechos por un ac-to 

administrativo. se encontraba en aptitud de utilizar el sistema de 

defensa establecido en el articulo 137. en cuyo caso debían dirigir a la 

Suprema Corte de Justicia para que conociera y resolviera sobre la 

reclamación conforme al procedimiento que las normas secundarias 

fijaran para el efecto. (artículos 110. fracción XXI; 137. fracciones 1, 11; 

V. incisos quinto y sexto de la Constitución de 1824). 

Ahora bien, en el año de 1835 el partido conservador sostenía 

ardientemente una reforma radical de la forma de g0biemo, proponiendo 

el establecimiento del centralisMo y la supresión del federalismo vigente 

en ese momento, convirtiéndose las cámaras legislativas del 24, en un 

Congreso Constituyente a efecto de realizar las bases constitucionales. 

proyecto que fue aprobado en octubre de 1835 transformándose dicho 

proyecto en las bases para la nueva constitución, situación que marca el 

fin del sistema federal que se había instaurado en la Constitución de 

1824. 

Por lo que. "el trabajo elaborado por el Constituyente fue una 

Constitución centralista, bien conocida con el nombre de Constitución 

de la Siete Leyes de 1836. apelativo que le viene de estar dividida o 
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integrada por 7 leyes constitucionales. Sin consignar un precepto. que 

contenga la división de poderes del Poder Central, las leyes 

constitucionales Tercera, Cuarta y Quinta nos hablan del poder 

Legislativo, Ejecutivo y el Judi-:ial, creándose un cuarto poder: El 

Supremo Poder Conservador (segunda ley constitucional), aquel poder 

convertido en pitonisa de Ja voluntad de la Nación Mexicana, con 

facultades de control constitucional sobre los actos de Jos tres poderes 

en las condiciones fijadas por el articulo 12. Es interesante hacer 

observar que esta Cor:stitucim. centralista r.o respalda el supuesto de 

instituir un tribunal administrr,tivo encuadrado en Ja esfera del Poder 

Ejecutivo. en cambio ofrece al proceso contencioso administrativo 

cordial hospedaje en el Poder Judicial instaurando el contencioso 

administrativo (strictu sensu) y el contencioso fiscal. Para el primero 

sirve de base la fracción VI del articulo 12 de la ley Quinta que surte la 

competencia de la Corte Suprema de Justicia pan• "Cunoc.:t:r <lt: las 

disputas judiciales que se muevan sobre contratas o negociaciones 

celebradas por el Supremo Gobierno o por su orden expresa." Para el 

segundo es suficiente la lectura del arLiculo primero de la Ley Quinta, 

que establece tribu•ales de Hacienda: "El Poder Judicial de la República 

se ejercerá por una Corte Suprema de Justicia, por los tribunales 

superiores de los departamentos, por los de hacienda que establecerá la 

ley de Ja materia y por los juzgadores de primera instancia. "l-" 

Es de advertirse que la misma "Ley Quinta hizo reaparecer los 

tribunales de hacienda, con competencia especifica por razón de la 

materia (dando un tratamiento especial al contencioso fiscal), como 

órganos del Poder Judicial de la República. Las sentencias dictadas por 

los tribunales de hacienda eran susceptibles de ser impugnadas ante 

tribunales superiores de los departamentos, a los cug_Jes correspondía 

14 Jbid. p :?ó9 
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conocer de Jos recursos y en última instancia ante la Suprema Corte de 

Justicia."15 

Estableciendo en su articulo primero de la Ley Quinta, (ley que se 

expidió el 20 de enero de 1837), la cual confirmó que las controversias 

en materia fiscal eran y debían ser resueltas por el poder judicial. 

señalando Ja competencia de las autoridades encargadas de Ja 

recaudación lle impuesto, sin inmiscuirse en la jurisdicción contenciosa 

reser\'ada a Jo;; Ju:o"ces; disponiendo también, que para efecto de que un 

particular se opusi.,,ra al proceso económico coactivo era necesario que 

éste presentase garantía de Ja prestación exigida. 

"Esta misma ley expedida por el presidente interino don José Justo 

Corro, estableció en las capitales de los departamentos y los demás 

lugares en c.¡ue el Gobierno lo juzgó con\'cnicntc, promotores fiscales, 

encargados de hacer valer las acciones del Fisco ante los Tribunales; y 

en Jos lugares donde no Jos habia cumplian con tal papel el funcionario 

o empleado que providenc;::. la ejecución, fijándose consecuentemente Ja 

nocióP de que el Fisco bien podía ser parte actora o demandada en el 

proceso contencioso fiscaJ."1 6 

Posteriormente, debido a las pugnas e inconformidades con la 

·Constitución de 36, manteniendo y avivado por los federalistas, y la 

serie de vicisitudes en que vivía el país en la época, orilló a Ja opinión 

pública a ver el mal en Ja ley suprema y buscar en su reforma el 

remedio. Los proyectos de reforma con tinte centralista o federalista o 

moderado hicieron acto de presencia. girando en ton10 de la idea de Ja 

forma de gobierno por conservar o adoptar. Con tales precedentes nació 

1 ~ Cfr an1culo 1:: fraccion XI de la l.e~· Quinta. CTR lteduan \"irne~. Dolore!-. ob cit. cuana 
dccada supra nota~ 1. p ~O. citado por \ºa¿qucz :...tforo Jose Luis. oh cit. p 13 l 
1
" !'\a\a Scgretc Alti.nbo. nti ctt. p ~71 



el proyecto de Reforma centralista, presentado el 31 de julio de 1840 por 

una comisión de diputados. Para nuestro objeto de estudio, basta decir 

que no traía varia·;ión alguna a lo manifestado por Ja Constitución de 

36, fuer'! de Ja consagración expresa de Ja división de poderes: "El 

ejercicio del Supremo Poder Nacional continuará dividido en Legislativo, 

. Ejecutivo y Judicial"" y Ja inclusión del contencioso tributario "en su 

articulo 157, en forma idéntica al articulo 14 de las "Bases para la 

Nueva Constitución" de 15 de diciembre de 1835."lB 

"El 28 ..te septiembre de 1841 se expidieron las Bases de Tacubaya que 

dejaron sin sustento Ja Constitución de las Siete Leyes."1 9 En el año de 

1842 hubo dos proyectos de Constitución de Jos cuales el primero no fue 

votado y regresado a la comisión, del segundo proyecto lo interesante es 

que el Constituyente no desconoce Ja materia contenciosa 

administrativa, ~ <listril>uye su conocimiento entre la Suprema Corte de 

Justicia y la Cámara de Senadores, sin haber mayores cambios 

relevantes. 

Dada 1&. inconformidad con Ja obra del Constituyente antes citada, "el 

presidente don Nicolás Bravo desconoció al Congreso Constituyente y en 

diciembre de 1842 designo a los ochenta notables que habían de 

integrar Ja Junta Nacional Legislativa, avocada a elaborar unas bases 

constitucionales, que término por ser un proyecto de Constitución. 

Instalada Ja junta el 6 de enero de 1843, empezó a discutir el proyecto 

en abril de ese año; proyecto, que aprobado por unanimidad en casi su 

totalidad, fue sancionado por Santa Anna (ya presidente) el 12 de junio 

de 1843 con el nombre de I3ases de organización política de la República 

Mexicana, mejor conocidas como Bases Orgánicas de 1843 y publicadas 

1 ~ Ibídem 
1

" lbid~m 
1
" \·azquc7 .-\ltdro Jo~l' Llll" llh Cit. p u·.: 
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y editadas con el titulo de Bases orgánicas de la República Mexicana 

acordadas por la Honorable Junta Legislativa."W 

Es interesante citar que en las bases orgánicas de 1843 en su articulo 5 

se establecía la división de poderes, por lo que respecta al contencioso 

tributario, en su articulo 1 1 5 se señaló que subsistirian los tribunales 

de Hacienda dentro de Ja esfera del Poder Judicial, "las atribuciones de 

Ja Suprema Corte de Justicia son señaladas en el articulo 118. y le es 

encomendado el conocimiento de la jurisdicción administrativa. •01 

Es importante señalar que en las bases orgánicas de 1843 se estableció 

por primera vez el Consejo de Estado, y se negó a la Suprema Corte de 

.Justicia tomar conocimiento sobre los asuntos gubernativos o 

económicos de la Nación o de los departamentos. (artículos 111 y 119 

fracciun 11) 

Como fácilmente se advierte, en estos brotes incipientes del denominado 

i:istema contencioso administrativo en México, se juzgaba de los actos, 

contratos y asuntos contenciosos en que los particulares estuvieren en 

aptitud de oponer resistencia y demandar al Supremo Gobierno o a sus 

funcionarios, en donde la Suprema Corte era a la que se encomendaba 

el conocimiento y resolución de tales conflictos; es decir, conforme a la 

doctrina se estaba dentro del sistema judicialista. 

En el año de 184 7 se realizaron varias reformas. mismas que 

restauraron el sistema federal al declarar en vigor Ja constitución de 

1824 con las reformas incluidas en ella. Conforme al texto de dicho 

ordenamiento es de recordar como anteriormente hemos relatado, que 

Zt• l'a\'a !'.:ccrc11.• Alfonso. ob cit. p ~75 
:i lfr lh.:d~an \·iruc:-.. Dolores. op cit. Cuana decada .. supra nota .i J. p. 31. citado por \"3..zquez .·\lfaro 
Jo!'e Luis. op cit. r 1 ~.~ 
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los tribunales del Poder Judicial eran los que conocían del contencioso 

tributario dentro del procedimiento establecido para la tramitación de 

todos los litigios que se suscitaran con motivo de la aplicación y 

cumplimiento de leyes federales. 

En ese mismo año, es inexcusable dejar de apuntar que el voto 

particular de don Mariano Otero, traza el origen de nuestro juicio de 

amparo. Este fue concebido en el articulo 19 del Acta de Reformas 

según el proyecto de reformas a la Constitución de 1824 de 5 de abril de 

1847 que presentó su autor. 

El 25 de mayo de 1853 se expide una Ley, mejor conocida como la Ley 

Lares, siendo esta "la primera ley, y su respectivo reglamento, para el 

arreglo de asuntos de lo contencioso administrativo en los cuales se 

declaró, en forma precisa. el principio de separación de las autoridades 

administrativas de lo judicial, al afirmar que nadie podría demandar al 

gobierno, estados o demarcaciones, ayuntamientos, etc., sin que se 

hubiere presentado previamente a la administración una minoria 

expositiva del objeto y motivo de la demanda, debiendo esperar la 

autoridad 40 días para la autorización del ministerio respectivo, pasado 

el cual haria nulo el procedimiento seguido. Así se iniciaba la formación 

de tribunales administrativos autónomos. con separación expresa del 

orden judicial. norma de singular importancia como antecedente directo 

del Tribunal Fiscal de la Federación ahora Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrati\·a. y los tribunales locales, dicho documento 

rompió con la tradición judicialista en el país, en el sentido de 

corresponder al Poder Judicial Federal el conocimiento y decisión sobre 

este tipo de negocios contenciosos, con lo cual se creó un régimen de 

tribunales administrativos de tipo continental europeo, y hizo recaer el 
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control de Ja legalidad de los actos administrativos en Consejp de 

Estado, situado en Ja esfera de competencia del Poder Ejecutivo. ·22 

El 7 de julio de 1853 entró en vigor una ley que. organizaba el 

procedimiento para Ja expropiación por utilidad pública, y el 20 de 

septiembre del mismo año, surge una ley mas que suprimía Jos juzgados 

de distrito y tribunales de circuito, y se establecieron los juzgados 

especiales de hacienda, para conocer de causas civiles y criminales en 

que estu\"Íere interesado el fisco. 

Para mayor objetividad se transcribe a continuación íntegramente la Ley 

Lares de 25 de mayo de 1853: 

"l.ey para el arreglo de lo cont.encioso administrativo (mayo 25 
de 1853). 

Art.. lº. No corresponde a la autoridad judicial el conocimiento de las 
cuestiones administrativas. 
Art. 2°. Son cut'stiones de adn1inistración las relativas: 
l. A las ohras públicas 
11. Alas ajustes pú Ulicos y contratos celebrados por la 
administn1ción. 
111. A las rentas n;icionalt·s. 
IV. t\ los actos ad1ninistrati\'OS en las materias de policia, 
agricultura. com!"rcio e industria que tcngn por objeto el interti"s 
general dt· la sodectacl. 
V. A la inteligcnc:ia. f'Xplicación y aplicación de los actos 
ad111inistrat ivo~. 
VJ. A su t•jecución ~· run-1plin'li('nto cuando no sen nen·saria la 
aplicación del derecho ci\·il. 
Art.. 3º. Lo tninistros de Estado, el consl'jo y los p,ohcrnadon·s de los 
estado~ :-.· distritos, ~· los .il'fr's dt· los tt•rritorios conocl'rH..n d<' las 
cuestionl's adn1inistrnti\·as, en la fonna y de la manera que se 
prC"Vl'nga en t•I rcglnmt·nto que se expt~dirú con esta ley. 
Art.. 4º. Habr{1 l'n t'1 const'JO de Estado una ~l'cnun qut" conoccrú dt• 
lo contC"ncioso adnlinistn:iti\"o, Esta st'cr:iún st• fonnará ck cinco 
consejPros, aboi.!ados qul' non1hrarú cft>sdr lUt"go t'1 Prt"sidt•ntt• ck la 
República. 
Art.. 5º. La sección tenctra un st•crctario. que- nmnbrará tarnbién el 
Presidente dt· In Rt'púhlica dt· entre los oficialt's dt· la Sccrt'taria del 
Consejo. 

::: Manincz Lara Ramon. oh cit. p ~q 
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Art. 6°. Las competencias de atribuciones entre la autoridad 
administrativa'.\" la autoride:td judicial se decidirún en la prin1era Sala 
de Ja Supren1a Corte, compuestfl para este caso de dos mag1strado5 
propietarios y dt• dos consf"jerus, designados unos _\. otros por t>l 
Presidente de la Rt•püblica. Serú presidente de este tribunal el que lo 
fuere de In misma SaJa, y sólo votara en caso de en1patt' pani 
decidirlo. 
Art. r. En los nt•gocios dt• IH cmnpctt·ncin dr la autoridad .iud1cial. 
nRd1e puede intentar ante los tribunale!'> una acción, de cualqui(•r 
naturalez..'1 que sea, contra <"l Gobierno, contra los estado:-. o 
tkrnan::adune!'> en qul' ~t· di\'itlan, t:untra lo~ ayunla1nil'nlo~. 

corporaciones o t•stnblecin11en10s púbhcos qut"' dependan cfr Ja 
ndn1inistración, sin antrs hnbrr prt•srnrndo a la misma un;i n1en1ori;1 
en que sr exponga el objeto '.\. motl\'O dP IH demanda. El reglantento 
determinará la manera en que dPbera st·r presentada la me1nonn _,. 
sus electo~. 
A:rt. 8°. En el caso de emlJaq.~o d<" biene~ para el p<-1gu ele cantidade~ 
debidas al Erario, la ele-manda ch' dominio o tercería tan1poco podrú 
st·r intentada antt' los tribunales sin h:-1bt'r prt'!-tentado anlt·~ un<1 
n1emoria a la autoridad adn1in1strativa. 
Art. 9°. Los tribunales Judiciales no pueden t>n ningún caso 
desprichnr mandmn1C'ntos de C'Jt'CUC"IOn, n1 dinar prondt·ncia~ d<' 
ctnbargo contra lo~ cauclale~ drl Erano o h1t"'ncs nadonale~. ni contra 
los fondos de Jos estados, d~1narcacioncs. avuntarnientos o 
establecimientos públicos qul' dept'ndan dt' la adnlinÍstranun. 
Art. 100. J.oo:;; trih11nnl1•o;; rn ln.., nrpn,-ino;; rk f'lllf' hrthh~ t•l ~1rtirulo 7º. 
sólo pueden dt'clarar en h-t sentt·nc1a rl derecho de las parte~ .v 
dctenninnr el pngo. 
A:rt. 11º. Dctcrrninado C'I pago por sentl'nc1a ejecutoria, Ja manera en 
qut• dcl>a \'t•riftcarse a la autorizacion ele la venta de al~unos lncnc~. 
si para ello furn· necl'sana, t·~ ckl resorte <"X.elusivo dt· la 
administración, t"n los térn1ino~ que expresara el reglamento 
rcspecti\'o. 
Art. 12º. Los agl'ntt's <ll' la administraciún en los casos qul' deben 
representnrln t•n ju1c10. los cstndos. clcmnrcncioncs. n:i-·untam1entos. 
c:orponffionc•s '.\. rst~hlrnm1rntos púhl1C'ns qut• t>sti·n hri.10 lr1 
protección y dt'pcnclcncia del (iobierno. no pUl'dcn entablar litigio 
alguno sin la prt•\'ia autonzación de la autoridad administrauva, de IH 
mant"n-1 que disponga el rcglanwnto. 
Art. 13º. Lo~ trihunalt-~ judiciale~ no pueden proceder contra los 
a,gC"ntt·s de la administración. ~·a sea u1di\'ld uos o corporaciones, por 
crimcnt·~ o delitos con1t•11dos <'n t'I t•jerc-icio ch' sus func10nes. sin la 
pre\'ia consignación de la autoridad administr<tti"ª· 
Art. 14°. Instalada qut> es la st'cción dr lo contencioso. se pasara a 
ella los c.xpcdientt•s que correspondan confon11c a esta ley ... ,¿3 

:\ ~1arg.ain Manatou. Emilio. De Jo contencioso admínistrati\'O de anulaciun o de la legitimidad. (Q6Q. 
pag~ 2s.:;~. citado por \fontne.l Larn Ramon. ob cit. pp Qfl.91 
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La ley transcrita y su reglamento de mayo de 1853 redactados por 

Lares, hicieron del consejo de Estado un tribunal administrativo de 

justicia retenida, parecido al consejo de Estado francés; 

Como comentario de la ley antes transcrita, se advierte que en su 

articulo primero se declaró que "no corresponde a la autoridad judicial 

el conocimiento de las cuestiones administrativas", por lo que, se· 

instauró un Consejo de Estado compuesta por cinco consejeros 

abogados nombrados por el Presidente de la República cuya función 

seria el conocer y resolver en primera instancia las controversias de 

carácter administrativo. 

El procedimiento previo y ante el Consejo fue regulado en el reglamento 

de la ley de Lares de 22 de mayo de 1853, instituyendo la tramitación de 

las controversias contenciosas administrativas. En la cual se dispuso 

que ·nadie podía demandar al Gobierno Central, Estado, 

ayuntamientos, etc., ante el Consejo. sin que previamente hubiera 

presentado ante la Administración Pública, mediante el Ministerio 

respectivo, una reclamación o memoria en que se expusiera el objeto o 

motivo de la demanda. Si dentro de un mes no hubiese arreglo entre los 

interesados, se pasaba a la sección de lo contencioso del Consejo, dando 

aviso al particular y al Procurador General, debiendo éste contestar la 

reclamación en un plazo de veinte dias. Corrido traslado de la 

contestación al reclamante, se recibían las pruebas y alegatos para. 

finalmente. dictarse resolución dentro de un término de quince días. 

notificándose ésta a las partes, así como a los demás ministros. De los 

recursos procedentes contra la sentencia sólo el de apelación era 
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tramitado en una segunda instancia y se resolvía por el Gobierno en 

Consejo de Ministros."2~ 

La vida de la Ley Lares y de su reglamento fue efimera, en primera 

porque dicha ley fue combatida ante los tribunales judiciales federales, y 

fue declarada inconstitucional, debido a la influencia que ejerció el 

entonces ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Don 

Ignacio Luis Vallarta, él cual sostuvo ante la Corte, el hecho de 

considerar a la Ley Lares como violatoria de la división de poderes que 

plasmaba nuestra constitución, pues argumentaba que la existencia de 

un tribunal administrativo implicaba Ja reunión de dos poderes en un 

sola persona; el otro problema surge con la revolución de Ayutla la cual 

desconoció los actos de gobierno del dictador Santa Anna. Por lo que, el 

21 de noviembre de 1855 quedaron abrogadas todas las leyes que desde 

1852 regian la administración de justicia. 

Los años pasaron, y estando como presidente don Ignacio Comonfort 

expidió el 15 de mayo de 1856 el "Estatuto Orgánico Provisional de la 

República Mexicana" que teóricamente estuvo en vigor hast? la 

promulgación de la Constitución.de 5 de febrero 1857. Constitución que 

restableció el sistema judicial de lo contencioso administrativo, 

interrumpido temporalmente por el sistema Lares, y en su artículo 97 se 

otorgó al Poder Judicial la atribución de conocer de los asuntos litigiosos 

en los que intet»iniera la Federación: 

"La Constitución de 1857 estatuyó en.swarticulo 97, fracción l. que.era 

facultad de los tribunales de Ja Federación "conocer de. todas las 

controversias que se susciten sobre. ei,cump!Ímiento -apÜcación·.de las 

=~ Lópet. Ríos Pedro. La justicia administrativa en el sistema federal. Editorial Universidad de Guanajuato, 
~tt'xico, l CJQ5. pp S.:-S3 
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leyes federales". 

seguimiento de 

Tal disposición aunque expresa con precisión el 

Ja doctrina anglosajona o judicialista. dio origen 

fundamentalmente a las dos contrapuestas tesis siguientes: 

a) La primera, sostenía por Ignacio L. Vallarta, de formación 

norteamericana, en el sentido de que. de acuerdo con el precepto 

antes mencionado. se podían tramitar en juicio ordinario las 

impugnaciones de los actos administrativos violatorios de leyes 

federales. sin necesidad de reglamentación alguna. El Li-:-enciado 

Vallarta. desde su sitial de Ja Presidencia r!P Ja Suprema i_..,:-re de 

Justicia de Ja Nación. sostuvo. además, que el prJder 

administrativo careceria de competencia para ejercer funciones 

jurisdiccionales y que un contencioso administrativo de tipo 

continental europeo constituirla violación de Ja Carta Suprema, 

ya que el sistema constitucional vigente prohibía la reunión de 

dos o más poderes en una misma personn o corporación. 

b) La segunda tesis. sustentada por Ignacio Mariscal, sostenía que 

pRra c¡ue pudierR llevRrse R conocimiento de los tribun1tles 

federales. una contienda de carácter administrativo, no era 

suficiente el texto constitucional c¡ue otorgabR una competencia 

genérica, sino que era necesario, además. que una ley otorgará 

competencia especifica y reglamentara el conocimiento de tales 

asuntos. -,5 

En definitiva, correspondió, de acuerdo con nuestra Constitución de 

1857 en sus fracciones 1 y 11 de su articulo 97. a los tribunales del Poder 

Judicial: Suprema Corte de Justicia, Tribunales de Circuito y Tribunales 

de Distrito. resolver la materia contenciosa administrativa. lo que 

conlleva a determinar que pese a las disputas políticas y doctrinales de 

'' Ihid. rr s•-s~ 
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Ja época no era propicio para creer en Ja existencia de un buena o 

efectiva justicia administrativa. 

-En el año de 1864, durante el Segundo Imperio, se presentó el segundo 

intento por introducir el contencioso administrativo según el modelo 

continental europeo. El decreto de 4 de diciembre del citado año creó un 

Consejo de Estado que, entre otras atribuciones, tenia Ja de crear un 

tribunal de !n contencioso administrativo. 

El primero de n<:>'iembre de 1865 se expidió Ja "Ley sobre Jo Contencioso 

Administrativo" y su reglamento, que establecieron un tribunal de 

jurisdicción retenida. 

El articulo primero de la ley prohibió al Poder judicial el conocimiento de 

las cuestiones administrativas. El articulo segundo determinó Ja materia 

de la jurisdicción contenciosa administrativa sobre Ja base de un 

contt>ncioso subjetivo.·2~ Intento que fracaso ya que a partir de la caída 

del segundo imperio, f1:c el juicio de amparo el medio de protección de 

los derechos de los particulares que más se utilizó, con apoyo en el 

principio de la legal aplicación de la norma consagrada por la 

Constitución de 1857. 

Má..xime. que de las disposiciones de -Los códigos de Procedimientos 

Civiles de 6 de octubre de 1857 y de 26 de diciembre de 1906, este 

último en vigm· a partir del 6 de febrero de 1909. regulaban Jos 

pr·ocedimientos seguidos por los particulares en contra de las 

autoridades administrativas ante Jos jueces federales en las materias de 

nacionalidad, extranjería, expropiación por causa de utilidad pública y 

; .. Cft .-\rmil!nta C:aldt.•r,_111, L1• .. m.~.a\~1. \,_)r ti.:1t. fl pro..:c:..o . ;Lopra nota 41. pp 7.1-74. citad1..'l p0r \'aLque7 
·\lfaro Jo~l· Lrn!>. l'~~ en rr 1 .~S-1 ~q 
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patente, y contra las decisiones dictadas en dichos procedimientos 

judiciales, procedía el juicio de amparo. Los asuntos contenciosos 

administt·ativos. entre ellos Jos tributario. eran ·:esueltos, en su 

totalidad, por el Poder Judicial hasta el año rle 1936.''::7 

1.1.3. Época moderna. 

"La Constitución de J 9 J ·~ es el fruto .:!~1 primer movimiento social que 

vio el mundo en el siglo xx.·2s 

"El articulo J 04 continuó con el sistema judicialista, pues su fracción 1, 

al igual que Ja fracción 1 del articulo 97 de la Constitución de 1857. 

omitió mencionar la materia administrativa. Tanto la doctrina como Ja 

jurisprudenciR interpretaron que el proceso administrativo se hallaba 

comprendido en las controversias civiles en sentido amplio."2Q 

El 8 de agosto de J 9 J 7 se promulgó Ja ley Reglamentaria de los Artículos 

103 y J 0-l de la Constitución Federal, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación de fecha 22 de r,ctubre de J 9 J 7, y que reglamento dos vias 

procesales para Ja solución de las controversias administrativas; el 

juicio y el recurso de súplica ante Ja Suprema Corte de Justicia de la 

Nación. con lo que se configuró una tercera instancia dentro del proceso 

administrativo 

"Recurso Suplica. El motivo que impulsó el establecimiento del recurso 

de súplica fue la insuficiencia del juicio de amparo "para fijar la 

:

4 

lbidcm 
=~ Cfr Carp1zo Jorge. La Consti1ucion mexicana de: 1917. ~1e:\ico. U1'A~1. 19~d. p :1. citado por 
\"azqucz Alfan.1Jose1-uis. op cit. p 140 
: .... ltiidl'ln 
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interpretación de las leyes federales en los casos en que éstas debían ser 

aplicadas por los Tribunales del orden Común, ya que la sentencia de 

amparo no podía modificar la dictada por dichos tribunales". Ello 

originaba que fueran "tantas interpretE.ciones de las leyes federales, 

como Tribunales Superiores habia en los diversos Estados de la 

República, lo cual redundaba en mengua de la administración de 

justicia y de los derechos de la federación, ya que ella es la única que, 

por medio de sus tribui;c.les, tiene facultad de interpretar sus propias 

leyes·. F.l remedio para el aii·.·io de esta situación se vio en el recurso de 

súplica, con el cual, la Suprr..na Corte de Justicia de la Nación de las 

leyes federales dictando "una sentencia que confirme, modifique o 

revoque la dictada por los Tribunales Locales." Era un recurso destinado 

a "desempeñar la importantísima función de fijar la interpretación de las 

leyes federales y de los tratados celebrados con las Potencias 

Extranjeras.· Tal se dijo en la exposición dC' moti\'os de la L<-y d<­

Amparo."3º Resumiendo que el recurso de súplica fue creado para 

comhatir en segunda instancia las sentencias dictadas por los 

tribunales federales, o por los de fuero común en los casos de 

jurisdicción conc•1rrente. 

Contencioso Fiscal. 

A partir de la Ley de Justicia fiscal de 27 de agosto de 1936. se abre una 

brecha jurídica, toda vez que dicha ley, se aparta de la tradición juridica 

de resolver las controversias administrativas a cargo de las autoridades 

judiciales, por lo que, mencionando algunos de los antecedentes a esta 

ley que sin serlo de la misma influyeron en gran parte en la impartición 

de justicia administrativa y fiscal. 
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Antecedentes. Ley para la calificación de las infracciones fiscales y 

la aplicación de las penas correspondientes: publicada el 16 de 

abril de 1924. la cual establecía un procedimiento para la 

calificación ,. castigo :le las infracciones a las leyes tributarias 

federales. siendo el órgano competente la secretaria de Hacienda. 

pero, ademas, se creó un jurado de penas fiscales que de acuerdo 

con el octavo articulo del citado ordenamiento, tenia la facultad de 

tramitar ,. resolver el recurso de revisión interpuesto por los 

paniculare::. contra las multas impuestas por las oficinas 

recaudador::..s de impuestos. dicho jurado estaba integrado por el 

secretario de Hacienda o su representante como presidente. por 

dos miembros nombrados por la Secretaria de Hacienda y poi dos 

más que son nombrados por los contribuyentes. El procedimiento 

ante el jurado era breve: recibido el expediente y sus anexos, el 

pn:sidenlc· del ju1 etdu lu lL!l"llctuct ct lct sección correspondiente 

(existían tres secciones: comercio e industria, alcoholes y 

capitales). la que recibían las pruebas ofrecidas y podía ordenar se 

desahogasen aque!ias que considerase convenientes. El jurado 

tenia las más amplias facultades para determinar penas dentro de 

los iimites legales. Debía emitir sus resoluciones en un plazo de 

sesenta días a partir de la fecha en que fuese recibido el 

expediente. "En contra de las resoluciones emitidas por el jurado. 

era procedente el recurso de revisión ante la Secretaria de 

Hacienda. El fallo recaído respecto de dicho recurso podía revocar. 

confirmar o modificar la resolución impugnada. Su plazo de 

interposición era de veinte dias a partir de aquel en el que el 

quejoso tuviera conocimiento de la resolución impugnada. Esta 

Ley dejó que el inconforme optara por ir ante el Jurado de Penas 

Fiscales o recurrir ante el Juez de Distrito. Las resoluciones del 
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Jurado, como órgano revisor eran actos administrativos y no 

jurisdiccionales. "31 

.,. El 12 de mayo de 1926 se expidió una Ley que cambio el nombre 

rle jurado de penas fiscales por el de infracciones fiscales. Pue 

ampliado "!I plazo para interponer el recurso de re\•isión, el que 

podía ser formulado de manera verbal en el momento de ser 

notificada la sanción . 

.,. En el año de 1929. la Secretaria de Hacienda formuló un proyecto 

de ródigo tributario que no alcanzó su aprobación legislativa. El 

Congreso de la Unión emitió un decreto de fecha 16 de enero de 

1929, con la intención de facultar al Ejecutivo Federal para 

expedir un Código riscal de Ja Pederación y al mismo tiempo ¡>ara 

realizar todas las reformas legales necesarias para lograr Ja 

armonía y coordinación de las leyes anteriores con el nuevo 

ordenamiento, este proyecto estableció un valioso precedente, 

pues establecía que el servicio de justicia fiscal tendría a su cargo 

la tramitación y resolución de las inconformidades que 

presentaren las personas que se considerasen afectadas por 

resoluciones emitidas por las autoridades fiscales. Para dar inicio 

al procedimiento debía interponerse el recurso de revisión el cual 

era optativo respecto del juicio ordinario ante los tribunales 

federales. 

"Ley orgánica de Ja Tesorería de Ja Pederación. En dicho 

ordenamiento de fecha 30 de diciembre de 1932, subsistieron los 

juicios sumarios de oposición. Según la citada ley orgánica. los 

créditos fiscales que no fueran pagados oportunamente se harían 

efectivos vía el procedimiento administrativo de ejecución 

establecido en la misma. Los contribuyentes podían impugnarlo 

ante las autoridades judiciales federales, y dicha oposición de Ja 

11 lhid. p :rn1 
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ley que comentamos se sustanciaba en juicio sumario coníonne 

al articulado de la ley que comentarnos y de acuerdo con los 

articulos correspondientes del Código Federal de Procedimientos 

Civiles."n 

Ley de Justicia Fiscat El Presidente de la República, Gral. Lázaro 

Cardenas, en ejercicio de las facultades extraordinarias concedidas al 

Ejecutivo de la Unión por Decreto de 30 de diciembre de 1935, para la 

Organización de los ser\'icios Públicos Hacendarios, expidió con fecha 27 

de agosto de 1936. publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 

31 del mismo mes y año. la Ley de Justicia Fiscal y Administrativa, Ja 

cual entró en vigor el 1 ºde enero de 1937. 

Con este ordenamiento. por primera vez en México, se pretende 

"slault-ct-r un 11t-rdadero proct-dimit-nlo contencioso administrativo para 

resolver las controversias entre los particulares y el Estado. dentro del 

marco del propio Poder Ejecutivo, a efecto de controlar la legalidad de 

ias resoluciones emitidas por las autoridades dependientes de este 

último, en materia fiscal, por medio de un organismo jurisdiccional 

especializado, independiente tanto de la Secretaria de Hacienda y 

Crédito Público e-orno de cualquier otra autoridad administrativa. 

"A este organismo se le denomino "Tribunal Fiscal de la Federación". el 

cual, confonne a Jos artículos tercero, cuarto, quinto y sexto transitorios 

de la indicada ley. vino a asumir el conocimiento de los asuntos 

pendientes de resolución ante el jurado de Infracciones Fiscales y Ja 

Junta Revisora del Impuesto Sobre la Renta, organismos estos que 

quedaron suprimidos y derogadas todas las disposiciones que otorgaban 

competencia a los mismos. De igual manera. se derogaron Jos preceptos 
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de Ja Ley Orgánica de Ja Tesorería de Ja Federación y del Código Federal 

de Procedimientos Civiles que establecian y regulaban el juicio sumario 

de oposición en materia fiscal ante Jos tribunales federales, al entrar en 

funciones el nuevo órgano jurisdiccional, señalándose que Jos juicios de 

oposición podrían pasar al conocimiento del Tribunal Fiscal, a solicitud 

de Jos actores. "33 

"Si quisiéramos resumir las características, tanto del órgano 

jurisdiccional creado como del procedimiento que ante él debia seguirse. 

podemos afirmar que: 

a) Se trataba de un tribunal situado en la esfera del Poder Ejecutivo 
encargado de resolver controversias administrativas, 
especialmente en materia fiscal; 

b) Debia considerarse como un tribunal administrativo de justicia 
delegAda. 

c) Fue, en principio, un tribunal de simple anulación, ya que 
inicialmente se limitó el efecto de sus fallos a Ja anulación del acto 
administrativo impugnado. 

Las características procesales del citado tribunal puede sintetizarse 

como sigue: 

a) Era un órgano de competencia especifica en materia fiscal. 
b) Fue diseñado como un órgano colegiado que actuaba en pleno y 

en salas organizadas de acuerdo con un criterio de división del 
trabajo. 

c) Las pretensiones deducidas ante el Tribunal Fiscal de Ja 
Federación se planteaban en juicio de anulación y se regularon de 
acuerdo con los lineamientos del recurso por exceso de poder que 
se tramita ante el Consejo de Estado francés. 

d) El procedimiento estabiecido era de tipo sumario y no requeria 
para su iniciación de Ja garantia del interés fiscal. 

·
1

·
1 

Cfr Garc1a Cacercs Jorge t\lbeno. Amculo evolucion de Ja justicia fi~cal y administrativa en el 
Tribunal fiscal de la f'cderacion. Re\'i!Ha de la academia mexicana de derecho fiscal. Año 11. enero·marLo 
1 ·197, I"o 3. pp 67.ttS 
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e) El procedimiento establecido era uniinstancial. No se contemplaba 
ningún recurso de alzada contra las sentencias que ponían fin al 
juicio fiscal. 

fl Contra las sentencias del Tribunal Fiscal procedía el juicio de 
amparo, si eran desfavorables a los particulares, pero las 
autoridades no podían impugnarlas en forma alguna, ya que el 
recurso de súplica fue suprimido por la reforma constitucional de 
1934. 

Cabe añadir que los creadores del Tribunal Fiscal tenían la intención de 

establecer un juicio en el cual predominara Ja oralidad, pero 

desafortunadamente en la práctica se siguió el procedimiento escrito. 

La constitucionalidad del naciente Tribunal Fiscal originó un fuerte 

debate doctrinal. pues algunos tratadistas estimaron que no existía 

precepto constitucional que, en su texto, autorizara la creación de 

tribunales administrativos, ni por el Congreso de la Unión ni por el 

Ejecutivo federal.""" 

Esta Ley tuvo corta vida, pues fue abrogada por Decreto de 30 de 

diciembre de 1938, en cambio su innovación perduró en el nuevo cuerpo 

legal que Ja abrogaba, ya que el Código Fiscal de la Federación 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 

1938. que entró en vigor el 1 de enero de 1939, ordenamiento que 

contenía normas sustantivas en materia tributaria así como adjetivas. 

dicha normas reprodujeron los principios de la Ley de Justicia. toda vez 

que se mantuvo la integración del tribunal prescrita por Ja Ley de 

Justicia Fiscal. 

Reforma de 1946. Ahora bien. durante los primeros años de existencia 

del Tribunal Fiscal, existía una fuerte discusión sobre la 

q Vazquc.•z Al faro Jo5l' Lui~. op cit. pp 145-14~ 

30 



constitucionalidad del tribunal y de la jurisdicción administrativa en 

nuestro país. Esta situación perdura hasta 1946, año en que se adicionó 

la fracción primera del articulo 104 de la Constitución actual, con Jo que 

se abrieron las puertas para crear en la ley, tribunales administrativos 

del tipo francés. Terminado asi con la estructura monopólica del poder 

judicial federal para conocer de los asuntos contenciosos 

administrativos, de manera que con dicha reforma se consigue 

constitucionalizar a los tribunales administrativos aunado de que todo 

tribunal administrativo debía poseer plena autonomía para dictar sus 

fallos, es decir, independencia total respecto del órgano de la 

administración. 

Observándose por primera vez que, en los juicios en que la Federación 

esté interesada, las leyes podrán establecer recursos ante la Suprema 

Corte de Justicia contra las sentencias de sC'gund¡¡ instanciR o contra 

las de los tribunales administrativos creados por la ley Federal, siempre 

que dichos tribunales administrntivos estén dotados de plena autonomía 

para dictar sus fallos. 

Reformas de 1967 y 1968. "En el mes de junio de 1967 fue 

promulgada una reforma al articulo 104 de la Constitución federal. 

Dicha reforma facultó de manera expresa al legislador para crear 

"tribunales de lo contencioso administrativo con plena autonomía" para 

dirimir las controversias que se susciten entre los particulares y la 

administración pública federal, del Distrito Federal o de los territorios 

federales. 

Esta reforma, en la que ya se aprecia un correcto uso de la terminología 

procesal por parte de sus autores. consiguió los objetivos siguientes: 
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Constitucionalizó en fonna 
administrativos, facultando 
expedir leyes reguladoras 
especializada y autónoma; 

directa la creac1on de tribunales 
para ello al legislador federal para 

de la jurisdicción administrativa 

Sentó las bases constitucionales para la creación de tribunales 
locales de lo contencioso administrativo, al menos en el ámbito del 
Distrito Federal. 
Conservo la facultad de revisión de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación. Confirmo con ello el sistema de jurisdicción 
administrativa. 

Las Sentencias de los tribunales administrativos sólo serian revisadas 

por el supremo órgano jurisdiccional mexicano cuando dicha revisión 

fuese interpuesta por las autoridades administrativas, de acuerdo con el 

párrafo segundo del citado articulo 104, fracción 1, de la carta 

fundamental. en el cual se dispuso: "Procederá el recurso de revisión 

ante la Suprema Corte de Justicia en contra de las resoluciones 

definitivas de dichos tribunales administrativos. sólo en los casos que 

señalen las leyes federales", y siempre que estas resoluciones hayan sido 

dictadas como consecuencia de un recurso interpuesto dentro de la 

jurisdicción contenciosa administrativa."3 5 

Otro paso muy importante, en la evolución histórica de la justicia 

administrativa en nuestro país es, "la refonna constitucional del articulo 

104. fracción J. de Ja Carta Federal. que entró en vigor en octubre de 

1968. Ja cual introdujo dos factores de gran importancia en esta 

materia: en primer término, constitucionalizó Ja jurisdicción 

administrativa especializada y autónoma ya que durante Jos primero 

años de actividad del Tribunal Fiscal de la Federación, que como hemos 

dicho se creó por Ja Ley de Justicia Fiscal de agosto de 1936, se discutió 

la constitucionalidad de este organismo, por considerar un sector la 

doctrina que invadía Ja esfera de atribuciones del poder judicial federal. 
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En efecto, la adición a la fracción 1 del artículo 104 constitucional 

dispone: •Las leyes federales podrán instituir tribunales de lo 

contencioso-administrativo dotados de plena autonomía para dictar sus 

fallos, que tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten 

entre la administración pública federal o del Distrito Federal y los 

particulares, estableciendo las normas para su organización, su 

.funcionamiento, el procedimiento y los recursos contra sus resoluciones ... " 

El segundo aspecto esencial de la refonna de 1968, qu" también 

modificó la parte conducente de las leyes Orgánicas del Poder Judicial, y 

la de Amparo, fue el establecimiento especificó, con apoyo en el articulo 

107, fracción V, inciso b) de la Constitución Federal, de amparo de una 

instancia contra sentencias definitivas pronunciadas por los tribunales 

administrativos, lo que significa el reconocimiento, para efectos del 

mismo derecho de amparo, de In naturnlc:-za judicial de dichos 

tribunales, como órganos dotados de plena autonomía, superando la 

situación anterior, de organismos de jurisdicción delegada, que tenia el 

Tribunal Fiscal de la Federación desde su creación en 1936 hasta la 

expedición de la Ley Orgánica que entró en vigor en abril de 1967. 

Respecto a esta última innovación debe recordarse con anterioridad a la 

refonna constitucional indicada que las sentencias del mismo Tribunal 

Fiscal de la Federación se impugnaban en amparo de doble instancia, en 

los términos del articulo 114, fracción 11, de la Ley Amparo, por 

considerarse como actos formalmente administrativos. "36 

Uno de los efectos inmediatos de la refonna constitucional de 1968, 

referente a la adición del articulo l 04, fracción 1, Cons.titucional, fue la 

creación del Tribunal de lo Contencioso;Administratii:o .del. Distrito 

'
1
' Fix Zamudio Jlector. Introducción a la justicia administrativa en el ordenamiento mexicano, Editorial 

Colegio 1'acional de México, 1 Q83. pp 84·8~ 
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Federal, por la ley promulgada el .. 28 de enero de 1971, reformada 

posteriormente en 1973 y 1979. 

Reformas de 1987 y 1988. "El 17 de marzo de 1987 se publicarcm en 

el Diario Oficial de la Federación, reformas a los artículos l 7, 46 y 116 

del texto constitucional. El articulo l 16 reformado en su fracción IV 

proporciona la base constitucional para que las Constituciones y leyes 

de los estados instituyan tribunales "de lo contencioso administrativo", 

dotados de plena autonomía para dictar sus fallos y que teng<! a su 

cargo dirimir las controversias que surjan entre la adminisnación 

pública estatal y los particulares. 

La reforma al texto del articulo 116 adaptó el régimen constitucional a 

una circunstancia real: la existencia de tribunales locales de 

jurisdicción administrativa, algunos de los cuales son innovadores en 

varios aspectos procesales. 

Otro elemento que seguramente influyó en la citada reforma es la 

necesidad de articular un siste.ma.de justicia adminii>~rativa sobre bases 

de uniformidad y coherencia."3• 

El 29 de julio de 1987 se promulgaron reformas al texto constitucional, 

publicadas el 1 O de agosto del mismo año. 

La primera reforma "consiste en el traslado del texto que faculta al 

Congreso de la Unión para crear órganos de jurisdicción administrativa 

en el ámbito federal y en el Distrito Federal. 

,- Cfr Lomch Cerezo ~1an.mrita ... Procedimiento contencioso en el nue,·o codico fi~cat de la federaciun. 
Estudios tiscall."!'. \k°'ico. jqg 1. TFF. pp 151-lt-:. citado pc.'r \'azquc.•z Alfan . ..,-Jo!'>é lm~. tlf! 1.·it. r 1 :" ~ 
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El comentario general de la doctrina es de que esta reforma, más que 

por otra razón, fue motivada por un afán de técnica legislativa pues con 

ella se traslado el fundamento constitucional de los trit-unales 

administrativos del capitulo dedicado al Poder Judicial (articulo 104, 

fracción primera), al capitulo relativo a las facultades legislativas del 

Congreso de la Unión (articulo 73, fracción XX!X-H). 

La segunda reforma constitucional que nos a!.é:.ñe es la efectuada al 

texto del articulo 104, pues se le ?.diciona la fraccio1. !-B, que atribuye a 

los tribunales colegiados de circuito el conocimien·.o del recurso de 

revisión interpuesto contra las resoluciones definitivas dictadas por los 

tribunales de lo contencioso administrativo a que se refiere la fracción 

XXIX-H del articulo 73 y en Jos casos en que lo señalen las leyes. 

La revisión (reclius apelación) de dichas sentencias se somete al trámite 

que para la revisión en amparo de doble instancia dispone la Ley 

reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales. La resolución 

que sobre dichos asuntos dicten los tribunales colegiad0s no son 

susceptibles de ulterior recurso, es decir. quedan firmes."3 8 

Finalmente, el 5 de enero de 1988 se publicaron en el Diario Oficial de la 

Federación, las modificaciones a la Ley de Amparo y a la Ley Orgánica 

del Poder Judicial, que entraron en vigor el 15 de enero de 1988, con 

objeto de establecer las bases legales para la aplicación de la reforma 

constitucional. 

En virtud de dicha reforma. la Sala Superior del Tribunal Fiscal de la 

Federación, posee un limitado sector de competencia para aquellos 

asuntos de importancia y trascendencia, ya que se suprimieron sus 

'" Vázquez Alfaro Jo~é Luis. op cit. pp t 5~· 15-l 
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facultades revisoras de las resoluciones emitidas por las salas regionales 

del Tribunal Fiscal de la Fede.ración. 

De lo anterior expuesto, se advierte que el contenc:ioso administrativo 

mexicano se ha organizado al amparo de doctrinas angloamericanas y 

francesas, por lo que, la evolución de la jurisdicción administrativa ha 

culminado con el establecimiento del "Tribunal Fiscal de la 

Federación" ahora Tribunal Federal rle Justicia Fiscal y Administrativa, 

cuestión que analiz,,remos en los capiru!"s subsecuentes. 

1.2. Sistema administrativista o judicialista. 

Es indudable que a través de nuestra historia de justicia administrativa, 

la misma ha sido influenciada básicamente por los modelos francés y 

angloamencano. 

El sistema francés se caracteriza por la creación de Tribunales 

Administrativos enclavados dentro del Poder Ej:::cutivo y son los que se 

encargan de dirimir las -ontroversias entre los particulares y la 

administración. Esta idea del contencioso administrativo, tiene como 

principal sustento el respeto a la independencia de los tres poderes del 

Estado y sustenta la división de poderes en el principio de que ninguna 

de ellos quede sometido al otro, debiendo entenderse que al Poder 

Judicial le compete juzgar los asuntos del orden común sin inmiscuirse 

en asuntos de la Administración, ya que si esta queda sometida a los 

Tribunales Judiciales. habría dependencia entre un poder y otro, por lo 

que a la luz del sistema francés o administrativista, el principio de 

división de poderes impide al Poder Judicial revisar los actos del Poder 

Ejecutivo. por lo que, esta facultad se ejerce por los tribunales 

administrativos. 
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Por su parte, el sistema angloamericano o judicialista con una 

interpretación diversa de la división de poderes. atribuye sólo a los 

órganos judiciales la facultad de resolver los conflictos de particulares 

entre si o de éstos con la autoridad administrativa, dejando el control 

del principio de legalidad en el Poder Judicial, ya que considera que 

únicamente este último debe ejercer las facultades jurisdiccionales, 

pues de lo contrario habría duplicidad de funciones, y lo que es peor, el 

Poder Ejecutivo est:iria :!1•~rhendo funciones de carácter jurisdiccional. 

de tal manera que dentro de! sistema angloamericano o judicialista, la 

impartición de justicia. incluyendo a la materia administrativa. ésta 

reservada a los tribunales del Poder Judicial. 

Ahora bien, La aparición del Tribunal Fiscal de la Federación vino a 

romper la tradición fonnal del sistema constitucional mexicano, ya que 

de acuerdo a la misma Ja estructura política del estado mexicano 

descansa en Ja división tripartita de poderes: Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial. 

Desde el punto de vista doctrinal como anteriormente hemos apuntado, 

el Poder Judicial es el encargado de dirimir las controversias derivadas 

de la aplicación de la ley y, por lo tanto, lo correcto era que el Tribunal 

Fiscal de la Federación quedase encuadrado dentro del Poder Judicial y 

no, como la ley lo establecía, dentro del Poder Ejecutivo. 

Ya que precisamente, dicha corriente doctrinal demandaba la violación 

al principio de división de poderes. y es también .la que tenazmente se 

opuso a la creación de este Tribunal, alegando que la facultad de 

impartir justicia y exponer el derecho al resolver controversias, única y 

exclusivamente correspondía al Poder Judicial. 
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Situación que no fue así. toda vez que Ja evolución contenciosa 

administrativa a través de la historia nos enseña, que la corriente que 

empero fue Ja de establecer un Tribunal dentro del marco ju1;dico del 

Poder Ejecutivo. Ja cual sostenia que para no incurrir en una posible 

violación al principio de división de poderes, se crea el Tribunal Fiscal de 

Ja Federación. esto se explicaba. en función de que a efecto de impedir 

que uno lle Jos Poderes de Ja Unión, el Poder Judicial, cuestionara Ja 

actuación d::- c•ro Poder. el Poder Ejecutivo. mediante el análisis de Ja 

legalidad de sus dCtos. 

Ciertamente en el caso de nuestro País. Ja historia de dicha Jnstitu-::ión 

ha tenido distintos matices, sin óbice de repeticiones es de señalarse 

que en México debido a Ja influencia espaiiola y estadounidense. hasta 

finales de J 936 predominó In tradición judicialista. con Ja sola excepdón 

de Jos años de 1853 a 1855. años en Jos que existió un organismo 

jurisdiccional administrativo. Asi tenemos que el antecedente mas 

remoto respecto a Ja advpción del sistema francés, ha sido en la Ley de 

LarPs para el arreglo contencioso administrativo de 25 de mayo de 1853. 

el cual como bien sabemos creó un Consejo de Estado dentro del marco 

del Poder Ejecutivo, con facultades para decidir los conflictos entre las 

autoridades administrativas y los gobernados. ley que fue suprimida en 

el año de 1855. 

Posteriormente se instauró. nuevamente la materia contenciosa 

administrativa. dentro del marco del Poder Judicial para que Jos 

tribunales de dicho Poder, resolvieran las controversias que se 

suscitaren entre Jos particulares y Ja administración. situación que 

perduró hasta el año de 1936. Año en que el sistema administrativista 

adquiere cana de naturalización en México. con sus propias 
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particularidades, al crearse el Tribunal Fiscal de la Federación, por la 

ley de Justicia Fiscal de 27 de agosto de 1936, aunque fue declarada 

anticonstitucior.al, posteriormente en diciembre de 1946 se lleva a cabo 

la reforma a la Carta Magna en su articulo 104, fracción l. 

contemplando ;a posibilidad de que se establecieran recursos en contra 

de sentencias de tribunales administrativos, cuestión que abre las 

puertas a la instauración constitucional del Tribunal Fiscal de la 

Federación. por lo que, mas adelante se realizó una diversa reforma a la 

,-,,-:,rción l. d,,.J articulo l 04 de la Constitución. con el propósito de incluir 

dentro de las facultades del Congreso de la Unión, ahora en fonna clara. 

el establecimiento de Tribunales de lo Contencioso Administrativo en la 

Federación y el Distrito Federal. 

Al respecto el maestro Nava Negrete describe al sistema francés de la 

siguiC'ntc mnnern: "El sist('ma frnnn""'· i<l<'ntific;Hlo con su máximo 

tribunal: el Consejo de Estado, ha interesado a casi todos los paises que 

o lo contemplan como hoy diA España o lo siguen, incluso aquellos de 

sistema jur!icialista, sea por hoy excepcionalmente, por dos razones 

fundamentales: porque representa un mundo de garantías efectivo para 

los derechos de los administrados y porque significa una fuente 

generadora de derecho administrativo que ha sabido obtener un 

progreso científico para éste y mantener vivas las instituciones 

administrativas de Francia. Por más detractores que tenga el sistema o 

que se quiera disminuir el tono de los panegíricos que le tributan los 

juristas franceses. la realidad es que las legislaciones que lo han imitado 

están satisfechas por los frutos alcanzados o las que lo han renunciado 

como la española han tenido que referirse a él nuevamente tratando de 

superar su técnica. México con la Ley de Justicia Fiscal tuvo el intento 

saludable de alcanzar esa fuente creadora de derecho administrativo 

que es la jurisprudt>ncia pretoriana francesa, pero el resultado ha sido 
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otro, se ha forjado un tribunal fiscal de los derechos de los 

administrados y. sobre todo una garantía eficaz como contralor de la 

leg·ilidad de la conducta de la Administración."3 9 

Dejando claro, que el cimiento legal que sirviera para construir al 

Tribunal Fiscal de la Federación, es un resultado de la mezcla de las dos 

corrientes anteriormente comentadas, predominando la experiencia 

continental europea sin que ello, signifique una copia fiel de dicho 

sistema continental europeo sino una adecuación bastante similar pero 

nunca igual al sistema francés, es por ello que comparto la opinión del 

Doctor Gonzalo M. Armienta Calderón cuando asevera "México, con un 

ingenio proverbial para hibridizar, haciendo mestizos sistemas e 

instituciones provenientes del extranjero, tuvo una asimilación de la 

experiencia continental europea bastante incompleta, pero un tanto a la 

manera que aconseja el jurista argentino RAfoPl Bielsa con este 

planteamiento: "Debemos regirnos por nuestras instituciones, en el 

sentido de que la legislación - y especialmente la de derecho público -

no sólo debe conformarse al sistema constitucional, sino también a 

nuestra mentalidad y a nuestra cultura. Por eso nuestras instituciones 

tendrán vitalidad y eficacia si son orgánicas y fundamentales (casi diaria 

elementales). aunque no sean técnicamente perfectas, cosa muy dificil 

de lograr, por otra parte ( ... ) Por eso pienso que el jurista, el legislador, el 

estadista. debe ser un politico del derecho en el mejor sentido y un 

sociólogo." Nuestro solar patrio no acoge la institución de lo contencioso 

administrativo como una panacea jurídica. pero en ella hace residir el 

remedio contra los efectos de la arbitrariedad y el abuso en la esfera 

administrativa: concediéndole como bondades o notas positivas los 
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criterios juspublicistas, la formulación especializada y el sentido de 

independencia. "40 

.it· Cfr. Annicnta Calderón Gonzalo M. Aniculo el sistema mexicano de justicia administrativa. Revista de 
la facultad de derecho de México, Nos. 169-170-171, enero-junio 1990, Tomo XL, México. D.F:, pp.70-
7i 
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CAPITULO 11 

MARCO CONSTITUCIONAL DE LOS TRIBUNAJ,ES 
ADMINISTRATIVOS EN MÉXICO. 

2.1. Ubicación constitucional actual de los tribunales 
de jurisdicción administrativa. 

"El nacimiento del Tribunal Fiscal de la Fede:-:;:odón a Ja luz de Ja Ley de 

Justicia Fiscal a que nos reierimos, trajo consigo fuertes polémicas 

sobre su constitucionalidad dentro del marco del Poder Ejecutivo, 

situación que se trata de despejar en la exposición de motivos de la Ley 

de Justicia Fiscal, al referir que tal colocación no implica un ataque al 

principio de Ja división de poderes, sino que para salvaguardarlo se crea 

con delegación de facultades del Ejecutivo para dictar sus fallos en los 

términos siguientes: 

El Tribunal Fiscal de la Federación estará colocado dentro del marco 
del Poder Ejecuti\'o (lo que no implica ataque al prmc1p10 
constitucional de la separación de Podere~;. supuesto que 
prccisa.n1ente pnra salvaguardar surgieron en Francia los Tribunales 
administrati\'os). pero no .:stara sujeto a dependencia dr ninguna 
autoridad de las qut• .ntcgran ese poder, sino que fallara en 
rcpr('scntación del propio Ejecutivo por delegación dC" facultades que 
la ley le hace. En otras palabras: será un tribunal administrativo de 
justicia deJ("gada, no dt~ .1usticia retenida. Ni el Presidentt' de lrt 
República ni ninguna otrH autoridad administrativa. tcndrú 
intcn:cnción algunn en los procedimientos o en las resoluciones del 
Tribunal. Se consagrará nsí. con toda precisión. la autonon1ía 
orgánica dt•I cuerpo que Sf' crea, pues el Ejt'cutivo piensa que cuando 
CS.-'l autonon1ia no se otorg;i de manera franco y amplia. no puede 
hablarse propiamente de una justicia adn1inistrativa. 

La delegación de Facultades del Poder Ejecutivo a un órgano distinto. 
()lit- Sf' rfrrllrn mt--cliantt· unrt lry. no r:r-; unrt novf'rlrtrl en nut"stro 
derecho. Asi. no se ha discutido la posibilidad constitucional de crear 
entre nosotros establecimientos públicos. servicio~ descentrali?..ados, 
en los que. sako para dictar las rrsolucioncs que restrictivamente 
e11uu1cra el estatuto dt• lo~ rt'spt·cti\'u~ estHlJlt'cinlientos, t~l Prc~idcntt' 
de la Repúblicn ~· los Secretarios de !::stado pierden todn facultad 
decisoria. No quiere dccir esto que el Tribunal Fiscal dl' la Fedcra..::ión 
vHyH n sc>r un cstah!Pcimiento público, un scn·icio c!t>sccntralizado o 
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personalizado, con la connotación que a esos términos seri.aJa la 
teoría del Derecho Administrativo ni, consecuentemente, que tenga la 
estructura de tales entidades. Si se menciona a dichos 
establecimientos, es sólo para mostrar que en el Derecho Mexicano 
no es desconocido que mediHnte unn }('"_,. se cree un órgano que por 
delegación ejercite, sin intervención ni Jel Presidente de la Repüblica 
ni de los Secretarios de Est~.do, facultades qu('" corresponden al Poder 

Ejecutivo. "41 

Situación que al momento de entrar en vigencia la Ley de Justicia Fiscal 

de 27 de agostv r1,,. 1937, surge la polémica respecto a la 

constitucionalidad del tribuno::! 4UP. :se creaLa, situación que fue 

abordada en el capitulo anterior, pem haciendo remembranza de dicha 

polémica, es de señalarse que los tratadistas que pugnaban la 

inconstitucionalidad del tribunal en comento en los años de 1936- 1946, 

estableciendo que dentro del marco juridico constitucional no existía 

fundamento constitucional para la creación de tribunales 

administrativos distintos de los del Poder Judicial, asi como también 

una clara transgresión a la división de poderes. situados en aquella 

época como ya hemos abordado en el capitulo anterior, una corriente 

rigida respecto a la división de poderes: Legislativo, Ejecutivo y Judicial, 

estableciendo en ese entonces la Tesis del ministro Vallarta que más de 

dos poderes no podía ·:ecaer en una sola persona, asi como el hecho de 

que ningún poder podía realizar las funciones de otro poder. 

La polémica en tomo a la constitucionalidad de nuestro Tribunal quedó 

despejada en 1946 ·a.no en que 'se expide la reforma a la fracción 1 del 

articulo 104, que facultó al Congreso de la Unión para establecer 

recursos ante la Suprema Corte de Justicia contra las sentencias de los 

tribunales administrativos ~creados por una ley federal y que tenga 

plena autonomía para dictar sus fallos", por lo que, los debates respecto 

°' 1 Magai'\a J lerrejón Rolando, Autonomia y competencia del Tribunal Fiscal de la Federacion. Editorial 
Tribunal Fiscal de la Ft:dl•ración. l~dición IQQS, Ml•xilo, pp 70-71 
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a la constitucionalidad. del .Tribunal Fiscal de la Federación, quedo 

despejada con dicha reforma. 

"Posteriormente, por refo-nla de 25 de octubre de 1967, el segundo 

párrafo de la fracción 1 del articulo i 04 Constitucional en forma precisa 

señaló, que: "Las leyes federales podrán instituir Tribunales de lo 

contencioso administrativo, dotados de plena autonomía para dictar sus 

fallos, que tengan a bU cargo_ dirimir las controversias que se suscitaren 

entre la Administrac;ió11 PúMica Federal o del Distrito y Territorios 

Federales y los particulares ... ", lo que trajo consigo que se perdiera 

cualquier punto de suspicacia sobre la constitucionalidad del órgano 

jurisdicente a que nos venimos refiriendo. "4 2 

Finalmente la reforma de 29 de julio de 1987 (publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 1 O de agosto de 1987), quedo establecida la 

constitucionalidad del Tribunal Fiscal de la Federación en el articulo 

1 04 de la Constitución cuando se derogo entre otros, el segundo párrafo 

de su fracción 1 •y así el apoye constitucional de este Tribunal, queda 

ubicado dP:1tro del Titulo Tercero, Capitulo Segundo, Sección 111 

correspondiente al Poder Legislativo, relativo a las facultades del 

Congreso, a.! agregarse el articulo 73 fracción XXIX-H."43 

2.1.1. Artículos 73 fracción XXIX-H Y 104 fracción 1-B 
Constitucionales. 

Ahora bien, desde 1946 hasta 1993 se han llevado a cabo cinco 

reformas a la fracción 1 del articulo 104 Constitucional. De ellas 

resultan de interés para Ja jurisdicción administrativa federal las 

publicadas en el Diario Oficial de la Federación los días 30 de diciembre 

"Jbid, p. n 
4

·' lbidem 
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de 1946, 25 de octubre de 1967 y 10 de agosto de 1987, lo referente a 

las refonnas de 8 de octubre de ,1974 se refiere sólo a la supresión de las 

referencias a los territo~.ios federales y la de 25 de octubre de 1993 tiene 

una implicac~ón para !EL jurisdicción administrativa del Distrito Federal. 

De lo trascendente y crucial que han sido estas reformas para el 

establecimiento de la jurisdicción administrativa en nuestro país, así 

como Ja Jmpartición de Justicia administrativa resulta relevante la 

situación c0nstitucional actual de los Tribunales administrativos, 

misma que .se encuentra consagrada en los artículos 73 fracción XXIX-H 

y 104 fracción 1-B, cuestiones que anteriormente hemos hablado de la 

evolución e influencias que han tenido los legisladores para el 

establecimiento de los tribunales administrativos, cuestión que no 

analizaremos, pero sin duda es significativo el señalar que Ja refonna a 

nuestra Carta Magna, de 29 de julio de 1987 (publicada en el Diario 

Oficial de Ja Federación el 1 O de agosto de 1987), constituye 

actualmente Ja base constitucional de los tribunales administrativos. 

En tal virtud, en la exposición de motivos de dicha refonna se estableció 

lo siguiente: 

"Decreto por el que se adiciona la fracción XXIX-H al articulo 73. la 
fracción 1-B al aniculo 1 Q.; y un parrafo final a la fracción V del 
articulo 107; se reforma el articulo 94. los párrafos primero y segundo 
del articulo 97, el articulo JO l. el inciso a) de la fracción 111, el primer 
parrafo y el inciso b) de la fracción V y las fracciones VI. VIII y XI del 
articulo 107; y se derogan los párrafos segundo. tercero y cuarto de la 
fracción 1 del articulo 104 y el segundo párrafo de la fracción IX dt'I 
articulo 107 de la Constitución Política dt' los Estados Unidos 
Mexicanos. 
ARTICULO PRIMERO.- St· adiciona la fracción XXIX-H al articulo 73, 
la fnu:dún 1-B al artículo 104 y un párrafu final a la fracdún V del 
articulo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
ARTICULG SEGUNDO.- Se reforma el articulo 94. los párrafos primero 
y segundo del artict>lo 97, el articulo 101, el inciso a) de la fracción 
111, el primer pariafo y el inciso b) de la fracción V y las fracciones VI. 
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VIII v XI del articulo 107, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
ARTICULO TERCr:RO.- Se derogan los parrafos segundo, tercero y 
cuarto de la fracción 1 del articulo 104 y el segundo pé.rrafo de In 
fmcción IX del articulo 107 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
TRANSITORIO: 
ARTICULO UNICO.- El prrscnte Decreto entrara en vigor el día 15 de 
enero de 1988, prr\'ia su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

CAMARA DE ORIGEN: Sl':NADORES 
EXPOSICION DE MOTIVOS 
MÉXICO D.F., A 21 DE ABRIL DE 1987 
INICIATIVA DEL E.JECUTIVO 

ce. SECRETARIOS DE l..A CAMARA DE SENADORES 
DEL 11. CONGRr:SO DE LA UNION 
PRESENTES 

La. reforrna judicial promovida por el Ejecutivo a mi cargo constituye 
uno de los nu·jores logros de la participación ciudadana en la solución 
de los problemas qut" confronta nuestra sociedad y de la colaboración 
respetuosa y comprometida entre tos Poderes de la unión para 
concretar un avance de trascendencia histórica, para asegurar al 
purhln dr !\1,,.,:irn ln n1rjnr impnrtiriñn rlf' _i11~tiriA. ci11r fnrt:1lrzrA In 
seguridad y confian7~ en sus institucionrs. 

En la exposición ele moti\'os n1anifestC- que había llegado el histórico 
momento. qu<· constituye una permanente aspiración de nuestra 
con1unidad juridica, de perfeccionar para la Suprema Corte de 
Justicia de hi NndOn la fundUn de suprcrnu interprctt· de la 
Constitución y de nsignnr a los tribunnlt"s colegiados dr circuito el 
control totRJ rlf" In lt-"gfl1idHcl t"n ~1 pnis. put"s con f"llo St-" a\•an7.n f"n rl 
fortalecimiento y \'igcncia del principio de división dr Poderes, sr 
consagra nurstro mús alto tribunal <i la salvaguarda dr las libertadt•s 
de los individuos~· dC' la Norrna Fundatncntal, se culmina el proceso 
de descentralización de la función jurisdiccional federal y se acaba en 
definitiva con el problema del rezago en asuntos de la competencia de 
la Suprema Corte de Justicia. 

La prcscntt· iniciativa propone que la Suprema Corte de Justkia Sl" 

dedique fundanwntaln1cntr a lH interprctRción definitiva de la 
Constitución. como debe corresponder ni mas alto tribunal del país. 

Impedir que, con afectación de los derechos de los individuos, las 
autoridades federales o locales rebasen el marco constitucional de sus 
rcspccth·p.s atribuciones. todo ello mediante la interpretación definitiva 
de lA propia Constitución, son las más altas funciones de un tribunAl 
de an1pa.r~. Funciones tales, de gran trascendencia política. en cuyo 
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ejercicio se impone el debido respeto a la soberania del pueblo, 
expresada en los dictados de la Ley Fundamental, deben corresponder 
preponderantemente al más alto Tribunal del país. 

La presente iniciativa propone que los tribunales colegiados de 
circuito conozcan de todos los problemas de legalidad, sin distingo de 
cuantía, pcnaliclnd o características especiales de las cuestiones 
judiciales involucradas, pues ello no varia la esencia de los problemas 
jurídicos planteados, ya que los órganos del Poder Judicial 
pronuncinn sus sentencias respecto a las cuestiones jurídicas que las 
pnrtcs sometf"n a su jurisdicción, y no respecto del interés rconómico 
del negocio, duración de la pena o características especiales en otras 
nunas. 

Asignar el control de la legalidad, en su integridad, a los tribunales 
coJcgiados de circuito, contribuye al logro de la dcmocrucia económica 
que es convicción de los gobiernos emanados de la Revolución, al 
suprimir la distinción que sólo se basa en el monto que subyace al 
problema juridico planteado. 

El sistema propuesto en esta iniciativa elimina, en definitiva, el 
prohlrmn rlf'l rr7~~n rlr asuntos dr la compctt"nciA de IA Suprema 
Corte de Justicia, pues el cumplimiento de las normas 
constitucionales se presenta normalmente en forma espontánea. por 
lo que sólo conoceré de aquellos casos de excepción en que se 
cuestiona la violación de un precepto constitucional o se requiere fijar 
su interpretación definitiva. 

En virtud de lo anterior. la presente iniciativa propone la adición de 
una frm:ción X.XIX-O al artículo 73; la adición de una fracción 1-[3 al 
articulo 104 y In derognción de sus pñrrnfos segundo, tercero y cuarto; 
la n~forma drl nrtkuto Q4; ck Jos p<lrrnfos. prinwro y srgundo drl 
articulo 97; del articulo 101; y del inciso H) de la fracción 111. del 
primer pñrrafo y el inciso b) de la fracción V y las fracciones VI; VIII y 
XI del articulo 107, de la Constitución Politica ele los Estados Unidos 
Mexicanos. a efecto de cun1plir con los in1portantcs e históricos 
objetivos de esta rcforn1a constitucional. 

Se propone la adición dt· una fracción X.XIX-O al artículo 73 
constitucional. para atribuir al Congreso de la Unión la facultad de 
expedir lt"yes que instituyan tribunales ctr los contencioso 
administrativo, para resol\·er controversias que se susciten entre la 
Administración Pública Federal o del Distrito Federal con los 
particulares. Esta facultad se encontraba impropiruncntc ubicada en 
el segundo parrafo ele la fracción 1 del articulo 104, por lo que la 
reforma propuesta le da su correcta ubicación. 

La justicia contencioso administrativa es un aporte de la ciencia 
juridica moderna. a la que MCxico no podía pennaneccr ajeno, por lo 
que desde la reforma constitucional dr 30 de diciembre de 1946 se le 
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otorga reconocimiento constitucional respecto de la adtninistración 
federal, \'desde la reforn1a de 25 de octubre de 1967 se reconoció para 
la Admiñistración Pública del Distrito Federal. 

Se propone lH Adición dr la fracción I-D al articulo 104, con similar 
contenido de los pé.rrafos tc-rcero y cuarto de la fracción 1 del articulo 
104 vigente, para quC" los trit..nJnalC"s de In Federación conozcan de los 
recursos de.• rt'visión que sr interpongan c.•n contrn de las resoluciones 
definitivas de los trihunalc.•s de los contencioso administrativo a que se 
refiere lH fracción X..XIX-G del artículo 73. Por ello, se propone la 
dcrogcu.:iün dt• los párrafo:-, st"gun<lo, tcn.:cru y cuarto dt' la fnu.:ciün I 
del citado artículo 104. 

Los recurso de rt'visión f'Il contra de resoluciones definitivas de los 
mencionados tribunales de lo contencioso administrativo. se ha 
otorgado para que los organos del estado put>dan propunt,·r a IH 

justicia federal las cuestiones que presentan proble111as de control de 
la legalidad de- los actos de dichos tribunales, dado que los órganos del 
Estado no disponen de la posibilidad de iniciar el juicio dr ampHro. 

Se propone que estos recursos sean de la competencia d~ los 
trihunalcs colegiados dr circuito, por plantear sien1prc prohlcmas de 
legalidad, modificando la competC"ncia que para conocer de los mismos 
tiene actualmentr la Suprema Corte de Justicia. propuestas que son 
congrucnt<'S con los propósitos centrales de esta iniciativa. 

Se propone la refom1a del articulo 94 para eliminar, en su primer 
párrafo, el calificativo de.• que.· los tribunales colc~iados lo son en 
materia de amparo y los tribunales unitarios lo son en materia de 
apelación, puesto que al asignar a los pritneros la competencia para 
conocer de los recursos de.• revisión de resoluciones definitivas de los 
tribunales de lo contencioso administrativo, ya no seran tribunales 
exclusivamente.• en mate-ria de amparo . 

• • ... .J.J 

La reforma judicial antes citada, provocó que se escindiera la fracción 1 

del articulo 104 de la Ley Suprema, para que se estableciera la fracción 

1-B de dicho precepto fundamental y la fracción XXIX-H del articulo 73 

constitucional donde quedó establecida la facultad del Congreso para 

establecer tribunales de jurisdicción administrativa federal y del Distrito 

Federal. 

.u Suprema Cone de Justicia de la !\'ación. Compila V, Constitución politica de los estado~ unidos 
me~icanos. 2001 
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En el texto vigente de nuestra Carta Magna Federal encontramo& dos 

preceptos explícitos sobre la jurisdicción administrativa federal el 

primero de ellos el articulo 73 fracción XXIX-H, ubicado en el Titulo 

Tercero, Capitulo 11, Sección 111, correspondiente a las facultades con 

que cuenta el Congreso, en la que se estableció la facultad de expedir 

leyes que instituyan Tribunales de lo Contencioso administrativo, 

precepto jurídico que actualmente señala lo siguiente: 

"CONSTJTUCJON POLITJCA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS 

Articulo. 73.- El Congreso tiene facultad: 

XXIX-H. Para expedir leyes que instituyan tribunales de lo 
contencioso-adn1inistrativo. dotados de plena autonomía para dictar 
sus fallos, y que tengan a su cargo dirimir las controversias que se 
susciten entre la administración pública federal y los particulares, 
éstaLlt:dcnc.lu li..t~ nor111d~ pard ~u orgc.U1ik.l<..:ión, ~u funciunt.unicntu. el 
procedimiento y los recursos contra sus rcsoluciones;"·1

:· 

Por cuanto hace al recurso de revisión que las autoridades pueden 

fonnular contra las sentencias emitidas por el Tribunal Fiscal de la 

Federación se adiciona la fracción 1-B del articulo 104 Constitucional 

ubicada en el Capitulo IV, articulo que actualmente dispone: 

"Articulo. 104. Corresponde a los Tribunales de la Federación 
conocer: 

1-B. De los recursos de revisión que se interpongan contra las 
resoluciones dellnitivas de los tribunales de lo contencioso­
administrativo a que se refieren la fracción XXIX-H del articulo 73 y 
fracción IV. inciso e) del articulo 122 de esta Constitución. sólo en los 
casos que señalen las leyes. Las revisiones. de las cuales conocerán 
los TribunaJcs Colegiados de Circuito. se sujetarán a los tramites que 
la ley reglamentaria de los articulas 103 y 107 de esta Constitución 
fije para la revisión en amparo indirecto, y en contra de las 

.a!t Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Editorial Mcl!ra\.\-·hill. México, :ooo. Art 7J fr 
XXIX-H -
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resoluciones que en ellas dicten los Tribunales Colegiados de Circuito 
no procederá juicio o recurso alguno;~% 

Cabe mencionar, que dicha adición como bien apuntamos -en la 

exposición de motivos, se realiza con el fin de eliminar el rezago que 

tenia la Suprema Corte de Justicia de la Nación, toda vez que la 

Suprema Corte se encargaría del control constitucional, dejando a los 

Tribunales Colegiados la tarea de revisar todas las cuestiones referentes 

al control de legalidad, es por ello que "felizmente se suprime el recurso 

ordinario de revisión y además administrativa para que, ya no la 

Suprema Corte sino los tribunales Colegiados de circuito, sean los que 

conozcan de dicha revisión, de manera paralela al juicio de amparo, 

tratándose de control de la legalidad. De esta manera se vuelve al 

principio constitucional de que se realice la justicia de manera pronta y 

expedita, acercándose además a los justiciables y al foro de las 

localidades tanto la protección constitucional del amparo directo como 

la revisión administrativa a favor de la autoridad."47 

En este caso, y de la lectura del articulo 73 fracción XXIX-H 

constitucional, se desprende, "que la Constitución proporciona unos 

cuantos principios de competencia y de organización al legislador 

ordinario de terminar el resto. Tal determinación se lleva a cabo en la 

actualidad por medio de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la 

Federación"48 (ahora Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa, cuestión que más adelante analizaremos), por lo 

que, es de reconocerse que desde 1936, cuando se expide la bien 

recordada Ley de justicia Fiscal, empieza a germinar la fructífera 

aparición de los tribunales administrativos de Derecho Público, 

"'lbidem 
41 López Ríos Pedro. op cit. p. 179 
411 l lector Fix Zamudio y Cosió Diaz José Ramón. El poder judicial en el ordenamiento mexicano, 
Editorial Fondo de cultura económica, México, O F. IQ96, p 14!\ 
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positivamente arraigada hoy en la conciencia juridica nacional y en 

nuestra Carta Magna. 

2.2. El derecho a la Justicia. 

El derecho a la justicia está consagrado en varios artículos de nuestra 

Carta Magna, uno de ellos es el articulo 17, el cual nos garantiza que si 

algún derecho nos es violado por la autoridad o por el particular, 

podemos recurrir a los tribunales para que ese derecho uú:. sea 

resarcido, y los tribunales deberán ejercer su facultad de deddir el 

derecho en forma ágil y gratuita. 

En efecto, el derecho a la justicia que tiene todo gobernado a obtener la 

prestación jurisdiccional para la resolución de los conflictos juridicos de 

los cuales sean parte (sean estos problemas entre los mismos 

gobernados o con el Estado gobernante), sigue siendo tema· e&em::ial 

dentro de la esfcrajuridica de todo pueblo, toda vez que en la medida en 

que evolucionen Jos pueblos en otorgar ese derecho a sus gobernantes, 

se crearan cimientos de confianza a toda institución que se·.e:rijEi p8.rl3. ~la 
impartición de esta noble tarea, esencial para la convivenda social y 

desarrollo de todo Estado. 

. . . . . 
Es de interés resaltar, que éste derecho a la ·"Jurisdicción~ ha 

evolucionado a partir de su configuración como. un;d~;~cho subjetivo 

público de carácter individual, hasta su transformación.en un verdadero . ·. ; ··.·:' '.' . ,' 

derecho de proyección social, el cual requiere como todos,los derechos el 

respeto por parte del Estado así como su activainterv~nC:ióri delrnismo 

para lograr su verdadera eficacia, en otras palabras: es ;Ün derecho que 

permite. a Jos gobernados obtener efectivamente la intervención de los 

tribunales para Ja resolución de los problemas juridicos en Jos que son 
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parte, derecho que no se limita exclusivamente a la intervención de los 

órganos jurisdiccionales, sino tiene que ir mas allá, ya que todas las 

resoluciones a las diversas controversias planteadas por los gobernados, 

deben estar de acuerdo con los principios axiológicos de la Justicia, 

asumiendo con ello el sentido propio de un verdadero derecho a la 

justicia. 

Teniendo entonces, que la garantía de acceso y prestación de la juslida 

por los tribunales, debe trascender en la posibilic:!:::.d real de cont::-oi 

jurisdiccional a todo conflicto jurídico, entendiéndose éste como toda 

vulneración o agravio de los derechos e intereses legítimos de los 

gobernados en la compleja sociedad contemporá.nea. En lo especifico de 

las instituciones jurisdiccionales debe avanzarse con firmeza, teniendo 

siempre como polo magnético a esa justicia que es valor universal, suma 

y compendio de todas las virtudes, en concordancia con el humanismo 

social que ésta inscrito en nuestra Carta Magna y da sentido a nuestros 

afanes de evolución y avance de nuestras instituciones. 

La Constitución mexicana nos hace saber, intuir, aun par.-. los que no 

son profesionales del Derecho, que nuestro País cuenta con un excelente 

instrumento cuyas fronteras no llegan al limite marcado por lo abstracto 

que pudiera llegar a ser la norma; es en rigor, el retrato mismo de los 

mexicanos. El México que hoy conocemos desde sus inicios como Estado 

de Derecho ha mostrado una acentuada preocupación en lo 

concerniente a la seguridad juridica de los gobernados, ya que dar a sus 

miembros una verdadera seguridad es uno de los pilares de todo 

gobierno; garantizar su libertad así como su patrimonio constituye una 

tarea por demás dificil; lograrlo es un trabajo conjunto tanto di. la 

ciudadanía como de los órganos en donde descansa el ejercicio de estas 

funciones. 
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La procuración de justicia en su aspecto más puro, es la protección del 

conjunto de intereses y reclamos de Ja sociedad, motivo por el cual t•1 

aparato juridico mexicano debe sumar fuerzas y avocarse aJ sentido de 

la premisa mayor, Justicia. 

2.2.1. Conceptos de Justicia y :..'l'uris~icción 

administrativa. 

JUSTICIA. 

"Justicia es un vocablo que procede del latin Iust:ltia, de tus y que 

significa derecho o cosa que se puede reclamar en derecho. Consiste en 

entregar a cada persona aquello a que _tenga derecho; por_ eso la 

administración de )ajusticia estriba a su vez en deterinir;ar JOsºderechos 

de los individuos de acuerdo con lo establecido pÓt la ley o Jos principios 

de equidad. 

Personifica a la justicia la diosa romana Themis, bajo el aspecto de una 

noble matrona que m'antiene·uria espada (ley), una balanza (equidad) o 

ambos atributos a Ja~ez;aparecierido con los ojos vendados ~n señal de 

imparcialidad. •49 

La Justicia es un concepto que tiene gran amplitud y profundidad, por 

lo que puede ser abordada desde diferentes puntos de vista. En el 

lenguaje usual es frecuente calificar un hecho de justo o injusto, 

generalmente la justicia se exige de los hombres, no de Ja- naturaleza, y 

4
"' González de la \'ega Rene, La justicia logros y retos. Editorial Fondo de cultura económica. ed. 

Primera. !\1éxico 1 QQJ. p 7 
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a menudo no existe un mismo criterio, es decir, Jos principios que nos 

rigen para calificar como justo o injusto un hecho o Ja solución de un 

problema no son los mismos para todos; desde este p•mto de vista 

podria pensarse que Ja justicia es sólo un sentimiento, una valoración 

subjetiva de imposible análisis racional; esto, trae como consecuencia, 

Ja imposibilidad de construir una idea de justicia común a todos Jos 

hombres; no faltan autores que defienden esta postura, pero a éstos se 

contrapone Jos que intentan superar el puro subjetivismo para 

encontrar un fundamento objeti\'o y \'altclo ¡;:u-a •odas de Ja idea de 

justicia, a la cual me adhiero y no pretendienr~o ser ambicioso, en este 

apartado señalare el sentido o uso de la premisa justicia, sin menoscabo 

de las diferentes ideologías que aceptan Ja idea de justicia como algo 

intangible e incierta. 

Ahora bien, generalmente "es aceptada la definición de justicia que da 

Ulpiano D 1, 1, 1 O, pr: Justicia es Ja constante y perpetua voluntad de 

dar a cada quien lo suyo. Esta definición contempla Ja justicia como una 

virtud moral, la cual, sin embargo, para ser reaJ!¿ada supone un 

discernimiento acerca de Jo o•ie es suyo de cada quien. Este 

discernimiento corresponde propiamente a Ja jurisprudencia o 

prudencia de Jo justo üusti atque iniusti scientia, D 1, 1, 10,2). que es 

una virtud propia del entendimiento. A veces sue.le llamarse justicia a Ja 

virtud intelectual de discernir entre Jo que es suyo de c.ada quien (así 

Preciado Hernández, pp. 217-218, quien trata a lajusticia como criterio 

ético. 

Preciado Hernández (pp. 217 y ss.) afirma que hay un fundamento 

ontológico, objetivo, del summ de cada persona. En efecto, puede 

afirmarse "que es suyo de cada persona humana su cuerpo y su 

espíritu, y todas sus potencias y facultades; y suyos también son !os 
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actos que realiza con conocimiento de causa y voluntad libre". De esta 

afirmación, pueden desprenderse otros dos criterios que ayudan a 

determinar lo suyo de cada quien: el principi•J de imputabilidad, según 

el cual el acto y sus consecuencia-:: deben iJnputarse a su autor, y el 

principio de responsabilidad que indica que el autor debe responder del 

acto y de sus consecuencias. 

Por su parte García Máynes sig11e la iriea aristotélica de que la justicia 

consiste en d:::.r un tratamiento igual a los iguales, y un tratamiento 

desigual a los desiguales. Reconoce que en todos los hombres hay una 

igualdad esencial, por lo que, por justicia, todos tendrían iguales 

derechos en tanto seres humanos. Pero admite que hay múltiples 

elementos que distinguen a unos hombres de otros, y desde el punto de 

vista, corresponden a los hombres tratamientos desiguales. 

Preciado Hernández señala una via deductiva para reconocer lo que es 

justo de conformidad con las exigencias objetivas de la naturaleza 

humana. García Máynez propone una vir.. inductiva (a partir de juicios 

de valor en casos par-:culares) para hacer posible la determinación de lo 

que es justo con relación al principio de igualdad aritmética y 

desigualdad proporcional. Ambas vías son posibles. Lo importante es 

constatar que la inteligencia humana es capaz de discernir entre lo justo 

e injusto de manera objetiva, con independencia de las influencias del 

poder público o de cualquier otra prepotencia. Negar esta capacidad es 

negar el - derecho como ciencia (como jurisprudencia), es negar la 

posibilidad de la convivencia racional y armónica, y es afirmar el 

predominio del más fuerte."so 

!>1.1 Instituto de investigaciones juridicas. Diccionano juridico mexicano, Editorial Pomia. S A. de C \' .. 
Univ~rsidad l'acional Arnonoma de MCxico, ed Octava. Mexico 1 CJQ5, pp 1 Qf'14. J .)O:' 
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Visto Jo anterior, es claro que Ja idea de justicia tiene distintas 

acepciones las cuales pueden agruparse en distintas ramas de Ja ciencia 

social, pero a efecto de avocar-.os a nuestro tema resulta necesario 

apuntar Jos distintos s'gnificados que surgen de Ja premisa Justicia: 

1) Se llama justo a lo que "es verdadero, exacto y preciso. Un 

conocimiento justo es un conocimiento adecuado a la realidad o 

que concuP.i·da con ella. 

2) Se le llama tan•hiéf! justo a lo que esta perfectamente adaptado a 

otra cosa, en este caso debería emplearse la palabra justeza y no 

justicia. 

3) Por justicia se entiende legalidad, riguroso apego a la ley, o sea 

una correcta e imparcial aplicación e interpretación del Derecho 

positivo. 

4) Se utiliza Ja palabra justicia como sinónimo para designar al 

Poder Judicial o él órgano jurisdiccional que conoce de un 

asunto. También se le llama justicia al método para terminar y 

resolver los conflicto:. jurídicos mediante la decisión de una 

a1•toridad. 

5) La justicia se equipara, en lenguaje bíblico, a santidad o conjunto 

de todas las virtudes; es justo el santo, la persona que realiza o 

encama íntegramente y en grado e.xcelso los valores éticos y 

religiosos. 

6) En el plano moral, de manera más estricta, la justicia no es la 

suma ni compendio de.'·roda~· las virtudes, sino una virtud 

especifica que recae, sobre la conducta del hombre en las 

relaciones de, éste con,sus semejan~es. Se le conoce también como 

justicia subjetiva o in tema. Subjetiva porque la justicia radica en 

el sujeto y emana de él e interna porque arranca del espíritu del 
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hombre independientemente de que Ja intención o el propósito se 

traduzca o no en resultados externos. 

7) En el plano ju.;dico, se llama justicia objetiva o externa a ciertas 

carP.::teristica~ de que están dotadas algunas relaciones que 

median entre diversos sujetos y además, entraña un criterio para 

enjuiciar; en el aspecto comunitario es el valor positivo o negativo 

de una organización social o de las normas que regulan el 

- ·comportamiento exterior de Jos hombres entre si. Se califica de 

obj~tiva porque implica una pauta para valorar, desde el punto de 

vi1Ha de Ja vida colectiva, Ja conducta del individuo, con 

independencia del pensamiento, el propósito y Ja finalidad de 

quien asume tal conducta. 

Asimismo, como un concepto positivo y axiológico dentro de nuestro 

Derecho, la justicia se nos presenta multifacética, ya que tiene diversas 

connotaciones conceptuales: 

;... Como una ga:antia individual, ya que se tratade uno de los derechos 

fundamentales de Jos mexicanos e~r'ahlecldo domo ~l en la ley 

fundamental de la República y p~r eilo,de~serrespetada por toda 

autoridad, llegando a. ser un desiderátu,m constitucional el que se 

cumpla y se haga justicia. 

-,. Como la representación orgánica·. del' .. EStado, -cuando se instaura 

como tribunales que imparten justicia, materialmente expresados en 

estructuras que dan vida jurídica 8.'1a.]í.isticia: 

,_ Como procesos y procedimientos éte.ca:racter jurídico, establecidos ~n 

leyes que regulan Ja actividad, de carácter procesal, Ja cual es la 

expresión tribunicia y forense de Ja justicia. 

,. Como procuración de la justicia, cuando se realizan todos los actos 

tendientes a comlmtir la impunidad y el delito y se trabaja en 
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beneficio de la comunidad, con el objeto de presetvar los valores de la 

misma y crear todo un sistema penal de procuración, además de 

otras .naterias en donde el fenómeno último tenga cabida. 

;... Como ejecución de las sentencias de los más diversos ámbitos, las 

cuales tienden a establecer la verdad real, en el caso penal, así como 

a rehabilitar a los delincuentes e incorporarlos a la sociedad; en los 

demás ámbitos, la ejecución de la sentencia es producto de la 

consecuencia de la verdad formal jurídica que debe prevalecer en 

todo orden normativo. y dar, como fin último, seguridad a los 

miembros de una comunidad socialmente organizada."5 1 

En efecto, de lo anterior apuntado en cuanto a las diferentes acepcicnes, 

conceptos y teorías de la palabra justicia en su sentido puro, así como 

sus diferentes interpretaciones, es necesario delimitar lo que la doctrina 

y los diferentes junstas opinan respecto a la justicia administrativa, 

concepto que ha ejercido una extraordinaria influencia en el desarrollo 

de la concepción jurídica del Estado y en la evolución del Derecho 

Adrr.inistrativo, por lo que, es obligatorio precisar tal concepto y 

delimitarlo de otros conceptos con los que se confunde frecuentemente. 

,JUSTICIA Al>MINISTRATIV A. 

Serra Rojas señala que "La justicia administrativa comprende el 

conjunto de princ1p1os y procedimientos que establecen recursos y 

garantías de que disponen los particulares para mantener sus 

derechos. •52 

~ 1 Gonzá.lcz. dt: la Vega Rene. op cit. pp.8-9-10 
~:: Serra Rojas Andrés. Dt."tecbo adminbirativo, Editorial PorriJa, Tomo 11, Mexico t 981. p 581 
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Por su parte, FLx Zamudio establece que: "El vocablo justicia 

administrativa se puede utilizar en sentido propio, entendiéndolo como 

el género que comprende a todos los instrumentos jurídicos que los 

diversos ordenamientos han establecido para la tutela de los derechos 

subjetivos y de los intereses legítimos de los administrados frente a la 

actividad administrativa, es decir y sólo en vía de ejemplo, la justicia 

administrativa; los recursos internos; el Ombusman; el Comisionado o 

las Comisiones sobre la vigilancia de los medios de la informática, asi 

como cualquier otro tipo de control jurídico sobre las autoridades 

administrativas."53 

De acuerdo con los tratadistas anteriores, la justicia administrativa 

puede ser definida como aquella rama de la justicia que comprende los 

principios y los mecanismos jurídicos que regulan el reencauzamiento 

de la función administrativa del Esla<.lu, cuando <!11 su ejt!rcicio resulta 

lesionado un derecho o un interés legitimo del particular. 

Hemos aseverado que el estado de derecho tiene como nota esencial la 

protección jurídica a los gobernados, particularmente cuando se trata de 

derechos básicos de la persona humana, y la actuación del poder 

público de acuerdo con una normatividad general y formalmente 

estatuida. "Es dable afirmar que en la marcha conformadora del estado 

de derecho contemporáneo, el poder público aspira en mayor medida a 

la juridicidad y pertinencia de sus propios actos. Ello significa, 

naturalmente, una tendencia de evolución en la amplitud y eficacia de la 

protección jurídica a disposición de los administrados. •s.; 

~-1 Fix Zamudio Hector. op cit. p 53 
'.i Amtienta Calderón Gon7.alo, Aniculo la garantía constitucional procesal de acceso a la justicia fiscal, 
conferencia sustentada en el X\' Congreso nacional f\.1és:ico~España. organizado por el Colegio Nacional 
de Profesor~s e Investigadores de Derecho Fiscal y Finanzas Públicas, A.C .. en México del 10 al 1:! de 
ocwhre de )QQO 
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Al lado del concepto de justicia administrativa, existen otros conceptos a 

los que se ha pretendido dar una connotación semejante, como son: a) el 

de jurisdicción administrativa, b) proceso administrativo, c) contencioso 

administrativo, por lo que es preciso referirnos brevemente a esas 

denominaciones. 

a) Jurisdicción administrativa. "Jurisdicción es la potestad 

(poder deber) conferida a los órganos legalmente facultados 

para conocer de conflictos y controversias"55 y declarar de 

manera vinculativa y supra partes, cuál de las pretensiones 

se ajusta al derecho objetivo. Esta potestad se califica corno 

administrativa por razón de la materia en que se resuelven 

conflictos entre partes, una de las cuales es siempre la 

Administración Pública. (respecto a este tema ahondaremos 

más adelante). 

b) Proceso Administrativo. Este concepto "hace referencia sólo 

a la serie de actos a través de los cuales se requiere y ejerce 

la función jurisdiccional, sin que comprenda, en estricto 

sentido, a los órganos que conocen de dicha serie."Só En 

este sentido el mismo José Ovalle Fabela considera que la 

Justicia administrativa comprende a la jurisdicción, al 

proceso administrativo, a los órganos encargados de ella, y 

en forma inercial incluye a los recursos administrativos. 

c) Finalmente, por lo que se refiere al contencioso 

administrativo, con él se ex-presa la contienda entre un 

particular y la administración pública, cuando ésta actúa 

con imperio, dejando excluido aquel ámbito de actividad en 

el que, con apariencias de particular, toma parte de una 

~~ Annienta Calderon Gonzalo. El proceso Tributario en el Derecho Mexicano. Editorial Te"tos 
L'.ni\'ersitarios. S . .-\. Mcs.ico 1977, p 117 
~,. Ovalle Fabela JoSl', Estudio~ de Dcn·cho procesal. Edi1orial UNAM. México IQ81. p ~42 
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serie de actos jurídicos que tienen trascendencia en el 

campo que se le ha encontrado, por lo que, aún cuando 

posea un significado muy preciso, ya no responde a las 

exigencias de la teoría moderna del Estado de Derecho, por 

no integrar todas las cuestiones jurisdiccionales en que la 

Administración Pública actúa como sujeto de derecho. 

Por lo anterior y siguiendo el pensamiento de Fix Zamudio, concluimos 

que el concepto de justicia administrativa es más amplio que los 

correspondientes a las anteriores denominaciones, ya que es 

comprensivo de todas las cuestiones jurisdiccionales en que la 

Administración Pública interviene, y, además, lo que, de acuerdo ccn la 

tradición francesa, se ha denominado como jurisdicción retenida, la cual 

se refiere a los recursos administrativos que los particulares pueden 

inlt!rponer a efeclo de que la misma autoridad pública realice una 

autotutela regulada y obligatoria. 

Esta autotutela denominada _recurso administrativo, que en muchas 

ocasiones es de carácter .Optativo para_ el-particular y no de agotamiento 

necesario, "constituye u~ paso pre;,j() )•adentro de Jos umbrales de la 

justicia, toda vez que, conforme_ a Ja expresión_ del maestro, italiano 

Puchetti, " ... los recursos admlnistrativos no nos lle~an al aula magna 

de la justicia administr~tiva; sino a su vestibulo~.s7 

Nuestro siguiente tema forma parte importarite de la - justicia 

administrativa, ya que esta va de la mano sitllación- que nos referiremos 

en lineas subsecuentes. al significado y trascendencia de la llamada 

jurisdicción administrativa, pero antes de entrar:de lleno, es necesario 

""' Cirndo por Ovallc Fabela Jase. op cit. supra cita 11. p. 344 
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definir en abstracto a Ja jurisdicción para después avocamos al estudio 

del concepto jurisdicción administrativa. 

JURISDICCIÓN. 

"Se afirma que su raigambre latina proviene de jurisdictio-onis, poder o 

autoridad que se tiene para gobernar o poner en ejecución las leyes, o 

para aplicarlas en juicio (Becerra Bautista). O bien si se entiende a las 

voces latinas jus, derecho, recto y diciere, proclamar, declarar, decir, 

significa proclamar el derecho. 

De manera vulgar se entiende por jurisdicción el campo o esfera de 

acción o de eficacia de Jos actos de una autoridad, y aun, con exagerada 

amplitud, de un particular. En un plano superior, en el sentido 

normativo juridico, la voz jurisdicción ha recibido muchas 

connotaciones y se han expuesto varias posturas doctrinales. 

En efecto, se ha sostenido que Ja jurisdicción es una facultad-deber de 

un órgano del Estado para administrar justicia, dentro del·pensamiento 

del procesalista italiano Carnelutti establece un panorama general de 

las funciones públicas que se presentan mayoritariamente en Ja 

organización constitucional del Estado de esquema occidental,donde el 

poder legislativo crea las normas legales, mientras que.el administrativo 

y el judicial las aplican o ejecutan. En .el último ~ecto~.'.el insigne 

procesalista establece esta importknt~ dlstln6.ión:c eri' ta.~t". que ~r acto 

administrativo, el órgano apli~ll.cl~r juz~a y riiandll.,. ~ié;:{do al· .. propio . ·. . .. ' . . . . ., .... ' . . .. . 
tiempo una de las partes en· 1a. controversia. de intereses 

0

plant~ada para 

su resolución; en el acto jurisdiccional• tjuien JÚ~g~~yc.ci~nda es. un 

tercero imparcial, que no · es parte . en el conflicto; Es 

heterocomponec!or público, laico y nacional agregarnos nosotros. 

un 
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La Jurisdicción puede concebirse corno una potestad-deber atribuida e 

impuesta a un órgano gubernamental para dirimir litigios de 

trascendencia juridica, aplicando normas sustantivas e instrumentales 

por un oficio objetivamente competente y un agente imparciaJ."58 

Se dice que la Jurisdicción es pública por razón de su causa eficiente, 

porque emana de la autoridad pública; por razón del sujeto, porque 

quien la ejerce es persona. pública; y por razón del fin, porque se dirige a 

la conservación del orden y del bien común. 

"La jurisdicción tiene cinco elementos: notio, uocatio, coertio, iudicium e 

imperium, Notio o conocimiento es la facultad de realizar las acciones 

necesarias tendientes a conocer de una cuestión y comprobar la verdad, 

esto es, disponer que se practiquen todas las pruebas necesarias para 

ilustrar el entendimiento y la inteligencia del órgano del Estado titular 

de la jurisdicción, sobre los puntos de hecho que Jos sujetos interesados 

presenten a su decisión: vocatio o llamamiento es la facultad de hacer 

que las partes comparezcan a juicio; coertio o coerción es la facultad ~e 

declarar el derecho (sic) de las partes a ejecutar los actos no realizados 

dentro de Jos plazos legales, la de realizar las acciones substitutivas de 

las que debieron llevar a cabo y omitieron, así como las de emplear la 

fuerza para el cumplimiento de las medidas ordenadas para el 

desenvolvimiento del proceso; iudicium o decisión es la facultad de 

pronunciar resolución con arreglo a las leyes, declarando el derecho que· 

corresponda a cada sujeto, lo que integra con la declaración de que los 

hechos comprobados coinciden con la hipótesis fáctica de la norma y 

con la aplicación de la consecuencia jurídica que en ella se prevé; la 

decisión está integrada, a su vez, por dos elementos: un juicio lógico y 

'" Instituto de investigaciones juridicas. Diccionario Juridko Mexicano, pp. 18J'i4· 18R" 
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un acto de volu.ntad; imperlum es la facultad de usar Ja fuerza pública 

para hacer efectivas las decisiones. "59 

Ahora bien, .una _vez.analizado el concepto de jurisdicción; pod_emoi> 

adentrarnos al ;C:~ncepto, que para el derecho mexicano ·y tratadistas 

signific~ JURISDiCCIÓN ADMINISTRATIVA componente importante de 

Ja justicia-~dfuii'iistrativa, siendo ésta una fusión fundamental dentro 

del orden~l~~to jl.lridico mexicano. 

"Para dar un concepto de Ja jurisdicción administrativa partiremos de !a 

noción descriptiva de la función jurisdiccional que formula Héctor FLx­

Zamudio. En este orden de ideas, la jurisdicción administrativa 

constituye un aspecto esencial de Ja jurisdicción in genere, por razón de 

Ja materia y con independencia del órgano público que ejercita Ja propia 

función. Por ello seria erróneo partir simplemente de un concepto formal 

de Ja función jurisdiccional, pues existen órganos formalmente 

administrativos que cumplen funciones jurisdiccionales y se encuentran 

estructurados como verdaderos tribunales. "6º 

Por Jo que, jurisdicción administrativa debe entenderse como la función 

pública a cargo de autoridades administrativas, (tribunales 

administrativos dentro de Ja esfera jurídica del poder ejecutivo) y 

autoridades judiciales (tribunales judiciales, a través del juicio de 

amparo), que tiene por objeto resolver las controversias que se planteen 

entre dos partes contrapuestas (particular y Estado), dentro de una 

esfera jurídica demarcada por el Estado, función que decidirá de manera 

obligatoria e imparcial Ja solución a las controversias que se planteen. 

~" García Domingucz Miguel Angel. Aniculo Naturaleza del juicio contencioso administrativo y su 
relación con la naturalez.a funcion v contenido de Ja demanda. Gaceta mexicana de administración pUblica 
estatal y municipal. No. 57, agosto: 1997. p. 88. 
Mi Hector Fh: ZRmudio. citado por Vázquez Alfaro Josc." Luis. op cit. pp. 27-28 
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Sin ser óbice, el hecho que Jos tribunales administrativos impartan 

justicia dentro de la jurisdicción administrativa en general ya que el 

Estado a designado una demarcación especifica para que resuelvan las 

controversias que se susciten entre el particular y el E!'!ado, sin que 

merme Ja garantía de Justicia que establece nuestra Constitución. 

2.2.2. Administración de Justicia y el debido 

cumplimiento del proceso legal, cc~~grs :10 en el 

articulo 1 7 Constitucional. 

El articulo 17 de Ja Carta Magna de Jos Estados Unidos Mexicanos 

consagra Ja garantia de justicia, dentro del principio de seguridad 

jurídica que establece nuestra Constitución, articulo que al desplegar 

un amplio espíritu protector, en cuyo contexto dispone "· • . Toda 

persona tiene derecho a que se le adrninist:re justicia por 

tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y 

términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera 

pronta, completa e imparciaL Su servicio será gratuito, quedando, 

en consecuencia, prohibidas las CO$ cas judiciales. Las leyes 

federales y locales establecerán los medios necesarios para que se 

garantice la independencia de los tribunales y la plena ejr.cución 

de sus resoluciones . .• "''• el postulado anterior establece el requisito 

sine qua rwm de eficacia en la impartición de justicia, rasgo 

característico de dicha garantía individual, la cual de manera clara 

establece una serie de principios procesales con los cuales se garantice 

a todo gobernado el acceso a Ja justicia, así como también el correcto y 

debido cumplimiento del proceso jurisdiccional en el que intervenga el 

particular como tal y como gobernado a su vez. 

1
" Constitución polnica d" Jos Estado Unidos Mexicanos. Editorial Mcgraw~J-li11. cd Quinta. 1 QQ7. p l :! 
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Este precepto de nuestra ley fundamental encierra tres garantías de 

justicia las que se traducen, respectivamente, en un derecho subjetivo 

público individual, aunque en el presente estudio sólo haremos 

referencia a Ja parte conducente que nos intP.esa (antes transcrita), en 

Ja que se señala la obligación establecida a las autoridades impartidoras 

de justicia llámense tribunales judiciales o administrativos, Jos cuales 

tiene la imperante tarea de garantizar la debida impartición de justicia 

en las diferentes esferas del derecho tantr. susta'1tivo como adjetivo, por 

Jo que, de esta norma cu11stitucional se desp1;!ndc a favor del gobernado 

el derecho sustantivo a la jurisdicción, mediante el cual puede exigir a 

Jos órganos jurisdiccionales del Estado, Ja tramitación y resolución de 

Jos conflictos juridicos en que sea parte. Es destacable mencionar que 

dentro de las diversas jurisprudencias que forman parte de nuestro 

derecho vigente, la garantía consagrada en el multicitado articulo 17 

Constitucional, comúnmente es denominada como derecho a la 

jurisdicción. 

En otras palabras, Ja facultad de todo gobernado para solicitar la 

prestación jurisdiccional, ~o df'Je apreciarse en forma aislada/sino en 
. - . . . . . . 

su conjunto con otros preceptos constitucionales, ya que en su conjunto 

estos preceptos se. ¡:iUeden -agrupar bajo el concepto de acceso .a Ja 

justicia no pur8mente r6~.J. sino también en Ja practica diaria de todo 

órgano impartidor de jÚsticia. 

En relatadas circunstancias, en Jos siguientes apartados hablaremos del 

significado y trascendencia de cada uno de Jos requisitos que consagra 

el articulo 17 Constitucional, a efecto de e"-"]Jlicar Ja obligación que tiene 

todo órgano impartidor de justicia de acatar dichos requisitos, sean 

éstos pertenecientes al poder judicial o al poder ejecutivo. 
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2.2.2.1. Justicia expedita. 

La palabra expedita proviene del iatin "expeditus que significa: Libre de 

todo estorbo. desembarazoso, pronto a obrar; Expeditivo, que tiene la 

facilidad en dar expediente o salida en un negocio;- sin- muchos 

miramientos, evitando trámites"6 2. 

Es por ello 4ue por justicia expe;:dita debemos entenderla como aquella 

que imparten los tribunales en forma fácil y desembarazada, 

traduciéndose en 

imposibilidad que 

indefinidamente la 

una obligación a favor del gobernado en la 

tienen los jueces de retardar o entorpecer 

función de administrar justicia, teniendo en 

consecuencia la obligación intrínseca de sustanciar y resolver los juicios 

de la manera más ágil y fácil posible. respecto de todos los trámít:es que 

tenga que realizar el gobernado, esto es, que los trámites y formalidades 

del proceso o procedimiento deberán efectuarse sin más trabas y 

formalismos que los que exige la propia ley, a efecto de impartir una 

justicia oportuna d _ntro de los términos señalados por la ley. 

Es por ello que la "obligación estatal que se deriva de esta garantía de 

seguridad jurídica es eminentemente positiva, puesto que las 

autoridades estatales judiciales o tribunales tienen el deber de actuar a 

favor del gobernado, en el sentido de despachar los negocios en que éste 

intervenga en forma expedita de conformidad con los plazos 

procesales. "63 

t-: f>alomar de ~1il!uel Juan. Diccionario para juristas, Editorial PomJa S A .• Méxic.:o :!000, p.l.t5 
''' Burgoa lgnaciO. Las garanuas individuales. Editorial PomJa. S.A, México l'iC)~ .. p 638 
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2.2.2.2. Plazos y términos que fija la ley para impartir 

justicia. 

Plazo del latín placitium convenido; término o tiempo convenido para 

una cosa. El plazo o término es definido en la practica, como un 

acontecimiento futuro de realización cierta al que esta sujeta la eficacia 

o extinción de una obligación. 

Comúnmente el legisiador al crear las diferentes leyes que rigen a través 

de nuestro sistema juridico, emplea los conceptos de plazo y término 

indistintamente como si estos fueran sinónimos, pero, sin embargo, la 

doctrina los distingue; "el Término es el momento en que ha de 

cumplirse o extinguirse una obligación y el Plazo es el lapso en el cual 

puede realizarse; en otras palabras, el. término es el fin del plazo. Se le 

clasifica en suspensivo o extintivo, convencional, legal o judicial, ·y 

determinado o indeterminado."64 

En tal virtud, y para efectos de nuestro estudio podemosseñalar que 

ambo,, conceptos, forman parte del periodo de tiempo en ef cÚal deben 

realizarse los actos procesales tanto del juez colTié:i de ·¡~s partes. 

Entendiéndose que como plazo es el lapso o periodo denh-o dé los ~uales 
es preciso efectuar los actos de carácter procesal; en tanto, que el 

término es la fecha en que concluye un determiri8.d()'J)1ai:o.· 

Ahora bien, situándonos dentro de la garantía deju~ticia a que alude el 

articulo 17 Constitucional. referente a la oblig~cÍóri de los.tribunales de 

impartir justicia en losplazos y términCJsq~~ fijanlas leye~, no es más 

que la obligación .dé t;;do órgano Ímpartidor i:le j~sticia. dé ~ubstanciar y 

1
'"' Instituto de investigaciones juridicns, op cit. p 24:?6 
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resolver los juicios dentro de los plazos y términos consignados por las 

leyes procesales respectivas, toda vez que dicho órganos tienen el deber 

de actuar en el F.entido de resolver los conflictos jurídicos en que 

intervenr,an de co·:ifonnidad con los plazos procesales; ya que de lo 

contrario si el juzgador no respeta dichos plazos procesales, se hará 

merecedor a una corrección disciplinaria o en todo caso cuando un juez 

se niegue a despachar un negocio pendiente ante él, bajo cualquier 

pre•tc::-:to, J.'Odrá constituirse el delito de abuso de autoridad. Tal 

situacion Ja corrobora el Pleno de la Suprema Corte de Justicia con la 

jurisprudencia número 32/ 1992, publicada en la Gaceta del Semanario 

Judicial de Ja Federación, misma que a continuación se transcribe: 

"TERMINOS PROCESALES. PARA DETERMINAR SI UN 
FUNCIONARIO JUDICIAL ACTUO INDEBIDAMENTE POR NO 
RESPETARLOS SE DEBE ATENDER AL PRESUPUESTO QUE 
CONSIDERO EL LEGISLADOR AL FIJARLOS Y LAS 
CARACTERISTICAS DEL CASO. El articulo 17 de la Constitución 
consagra la garantia denominada derecho a la jurisdicción que 
consiste, conforme al trxto literal del precepto, en que "toda persona 
tiene derecho a que se le aclministn· justicia por trihunalr.s qut· 
estarán expeditos para impartirla en los plazos y tCrminos que fijan 
~dS leyes, emitiendo sus resoluciont's de manera pronta, completa e 
imparcial .. lo que significa, por regla gc-nernl, que un funcionario 
judicial actúa indt.•biclmnrnrc cuando incurrP en dilaciont .. s que lo 
llevan a vulnerar esos dispositivos al no acordar las promociones de 
las partes o emitir las resoluciones dt"ntro de los términos especificas 
que para cada situación señalan las normas procesales aplicables. De 
cllu se sigue que si sr íonnuia una queja Hlhninbtrativa t.·on n1utivu 
de esas irrt"gularidacks y el funcionario admite que incurrió en ellas o 
las mismas se encuentran prohadas, en principio, debe considerarse 
fundada la queja e imponer las correcciones disciplinarü-is que 
correspondan o adoptar medidas que sr juzguen convenientes. Sin 
embargo, al examinar C'ada caso St" dt>he considerar que el legislador 
al fijar ténninos procesales en las leyes respectivas no pudo atender a 
la variada gama de cAsos que se somt•tc-n a los tribunalr's, tanto por 
la índole de las cuestiones juridicas que se controvierten como por la 
complejidad de- los hechos a los que se refi('rC'n, asi como al \'olumen 
del expediente y la extensión de los escritos aportados y pruebas 
desahogadas. Por la naturaleza. del problema resulta lógico inferir que 
el legislador, al hacer la determinación a que se aludt' ton1U en 
cuenta, por una partl', el tic1npo que prC"visiblt•mente, considerando 
la capacidad .v diligencia medias de un juzgador y de su personal 
profesional y cJdm;nistrati\."o de apoyo, se rcquicn.· para acordar o 
resolver la g~n(';: a lid ad df' los asuntos que ingresan a los órganos 

69 



jurisdiccionales y, por otra. a que este ingreso sea en número 
proporcionado a la potencialidad de trabajo del juzgado o tribunal 
que corresponda. Por todo ello cuando se trate de un asunto 
excepcional, por alguna o todas las caracteristicas mencionadas o 
bien cuando el ingreso de asuntos al ór~ano jurisdiccional respectivo 
supere notoriamente al que podria considerarse nonnal, debe 
concluirse que o bien se presentaron atenuantes o bien, excluyentes 
de responsabilidad en relación con la actuación del funcionario 
contra el que se formuló la queja administrativa y resolverla en 
consecuencia. 

Queja administrati,·a 24/90. Albeno Guilbot Serros. 7 de diciembre 
de 1990. Unanimidad de diccisietf' votos. Ponente: Mariano Azueln 
Güitrón. Secretario: Diógcnes Cruz Figueroa. 

Queja administrativa 40/90. Mana E.lena Villegas viuda de Sfillchez. 
7 de diciembre de 1990. Unanimidad de dieciocho votos. Ponente: 
Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Diógcnes Cruz Figueroa. 

Queja administrativa 12/91. Alejandro Sotelo Cruz. 7 de mayo de 
1991. Unanimidad de veinte votos. Ponente: Mariano Azuela Qü;trón. 
Secretario: Diógcncs Cruz Figueroa. 

Queja administrativa 10/91. Fernando Jimenez Castilla. 6 de agosto 
de 1991. UnanimidHd dí' veinte votos. Ponente: Mariano Azuela 
Güitrón. Srcrr::-irio: !'.~!guC'! .l'\ng!"l C:i.~1=-iñrd:i Nkhln. 

Expediente varios 73/92. Maria del Carmen Carreón Rojas. 4 de 

agosto de 1992. Unanimidad de diecinueve votos. Ponente: Mariano 

Azuela Güitrón. Secretario: Manuel Armando Juárez Morales." 

Por Jo que, Ja obligación inttinscca de cumplir con Jos plazos y términos 

que establecen los distintos ordenamientos procesales, es de gran 

importancia, ya que la falta de cumplimiento de los plazos fijados para 

el juzgadoren este caso, produce el rezago y retrasa considerablemente 

la duración ~de los procesos en los que interviene, es por ello que el 

legislador al imponer Ja obligación de cumplir con Jos plazos y términos 

que fijen las leyes, contribuye al acceso pronto de Ja justicia que 

consagra el articulo 1 7 de nuestra Carta Magna. 
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2.2.2.3. Prontitud. 

Este requisito de justicia pronta significa que deberá tramitarse de 

manera ágil todas las controversias de las cuales tenga que emitir su 

fallo un tribunal, esto es, Jos procedimientos establecidos en Ja ley, 

deberán de ser estrictamente cumplidos en el menor tiempo posible, lo 

que da como resultado que los gobernados tengan la seguridad jurídica 

que se pretende y a la vez permite a las autoridades jurisdiccionales 

proporcionar un servicio adecuado en los términos señalados por las 

leyes, es por ello que todo proceso y procedimiento deberá efectuarse de 

manera rápida como lo ordena el citado numeral 17 de la Constitución 

General de la Republica Mexicana, a fin de que se concluyan en el 

menor tiempo posible los conflictos jurídicos que se ventilan en los 

tribunales judiciales o administrativos, evitando asi Ja incertidumbre.en 

los gobernados. 

Este requisito toma en cuenta la realidad e idea de que "justicia 

retardada es justicia denegada", teniendo que por ello se ha 

instituido en nuestro Sistema Jurídico Mexicano el proceso sumario, 

que es el juicio seguido por un procedimiento caracterizado por su 

brevedad y economia, considerando a este juicio como aquél que ha sido 

reducido a las reglas más elementales en Jos términos y formas simples 

de abreviarlo. Por lo que, este requisito se traduce en la obligación que 

tienen los tribunales sean estos administrativos o judiciales, en 

substanciar y resolver los juicios de la manera más rápida, atendiendo 

así las exigencias de los gobernados que claman por una justicia pronta. 

De esta manera se puede afirmar que la adecuada impartición de 

justida, se obtiene, cuando las resoluciones en general, se dicten dentro 

de los plazos y términos legales, que son elementos, que se introducen 
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en la secuela procedimental, para determinar con precisión el avance de 

una etapa a otra, al tiempo de brindar seguridad jurídica a los 

gobernados, carga que se impone al juzgador, para que pronuncie su 

resolución dentro del espacio temporal respectivo y con ello cumplir con 

la prontitud que se le exige en la resolución de los juicios. 

2.2.2.4. Completa. 

COMPLETA. Partiendo del significado de la premisa antes citada, 

tenemos que completa es integrar o hacer cabal una cosa. es por ello 

que me atrevo a señalar que la impartición de justicia debe ser integral, 

esto es, que el juzgador para el caso que nos ocupa nuestro estudio, 

debe atender a todas las cuestiones planteadas por las partes, a efecto 

de no dejar cabos sueltos; y que el gobernado tenga Ja certeza jurídica 

de que el juzgador atendió todas y cada una de sus pretensiones, 

colmando con ello la exigencia del articulo 17 Constitucional, al 

disponer que todas las resoluciones deberán ser emitidas de manera 

pronta, completa e imparcial. 

2.2.2.5. Imparcialidad. 

Imparcialidad es "desinterés frente a las partes. Trato sin favoritismos. 

Las partes en litigio necesitan concordar Jos intereses en discordia y esto 

no puede obtenerse mediante la preponderancia de Jos puntos de vista 

de ellas. La imparcialidad incardina la seguridad, concordancia y 

justicia. La imparcialidad garantiza la plena vivencia de los valores 

juridicosociales. El princ1p10 de imparcialidad, es previo a otro 

cualquiera en el proceso judicial. Está en el fundamento del 

procedimiento garantizando todos los otros razonamientos rectores que 

regulan el proceso judicial. 
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El procedimiento judicial como meta, tiende al resplandecimiento del 

valor justicia en la armonización y equilibrio de los valores ius­

mundiales, ius-societarios y ius-personales. El proceso judicial, encausa 

lo litigioso asegurando la re.alización de los valores juridicosociales. En 

este engarzamiento intervienen múltiples funcionarios y auxiliares de 

aquellos. En la medida en' que cada uno esté ligado a las partes 

intervinientes, peligrará la condición de imparcial. "65 

Por tal razón, la imparcialidad es una obligación por parte del 'ju.zgador 

de avocarse única y exclusivamente a lo expuesto por las partes siri 

tener ninguna inclinación o tentación proveniente de motivos ajenos a lo 

discutido y probado por las partes, es por ello, que la imparcialidad es 

principio básico de todo proceso o procedimiento. 

2.2.2.6. Gratuidad. 

La consagración de la justicia gratuita a que hace álusión, .nuestro 
-----,- -----

articulo 17 Constitucional, principio que establece lo' siguiente: "su 

servicio será gratuito quedando, en consecuencia, pn:Jhlbidas, l,as : costas 

judiciales. Se establece plenamente que las funciones 'qu'e desempeñe el 

órgano jurisdiccional, serán de manera gratuita; , 'prohibiendo 

definitivamente las costas judiciales; por tanto,, es ·obligación del Estado 

prestar un servicio jurisdiccional. 

A través del debate de los Constituyentes, se pugnó porque no se 

vendiera la justicia y que su administración fuese enteramente gratuita;· 

consagrándose este principio en la Constitución, porque afectaba 

principalmente a los derechos del hombre y a las garantías individuales; 

t:>~ Enciclopediajuridica Omeba. Tomo XIV, Argentina JQ61. p 970. 
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y como era un setvicio público el impartir justicia, Ja Hacienda Pública 

deberá pagar a losjueces y magistrados. 

Triste es el pueblo a quien se llama soberano contribuyendo a todos los 

cargos públicos, tenga que comprar la justicia, como compra la gracia, 

los sacramentos y la sepultura. Ya que el Congreso en el Acta de 

Derechos deja al pueblo Ja horca porque no hay hacienda, el grillete 

porque no hay hacienda, liberenla, al menos, de las cosas judiciales; y 

haga el derecho y Ja justicia dejen de ser mercancía. Así clama Zarco en 

el Constituyente de 1857."66 

Así tenemos que en la última parte del articulo 1 7 Constitucional actual, 

consagra la GRATUIDAD de desempeñar Ja función jurisdiccional. "En 

vista de esta declaración, ninguna autoridad judicial puede cobrar a las 

partes remuneración alguna por el servicio que presta, lo que traduce en 

la prohibición constitucional de las costas judiciales. Esta manera 

gratuita de prestar el servicio público jurisdiccional no siempre ha 

existido como garantía de las partes en juicio. Antiguamente los jueces 

tenían el derecho de percibir honorarios por la función que 

desempeñaban, tal como en la actualidad sucede con Jos con los 

árbitros, Jo cu.al propiciaba la mercantilización de la justicia, 

desnaturalizándola."67 Tal como lo e"-ponían los legisladores del 

Constituyente de 1857 antes citado respecto a la compra de la justicia. 

Entendiéndose, que lo que prohibe el articulo 1 7 Constitucional es que 

el gobernado pague a quienes intervienen en la administración de 

justicia por parte del Estado, una determinada cantidad de dinero por la 

actividad que realiza· el órgano jurisdiccional, pues dicho setvicio debe 

'"'Cámara de diputados Congreso de la Unión. Los derechos sociales del pueblo mexicano, Tomo J, 
Editorial Porrua. S.A .• México 1978. p. 365 
(,'1 Burgoa Ignacio, op cit. p 638 
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ser gratuito, de modo que este principio se traduce en no pagar 

honorarios a Jos funcionarios públicos respectivos, por parte del 

gobernado, cuando éste active o acuda ante el órgano jurisdiccional 

correspondiente para reclamar un derecho transgredido. 

2.2.2.7. Independencia de los Tribunales. 

Ahora bien, una condición esencial de la legitimidad y la eficacia de Ja 

justicia moderna reside en Ja independencia de Jos órganos <le justicia, 

de sus integrantes y, en consecuencia, de las resoluciones que dicten. 

"La división de poderes es una primera garantía de Ja independencia del 

poder judicial, que debe ser capaz de cumplir sus funciones sin 

injerencias indebidas de otros poderes. El Poder Legislativo y el Poder 

Ejecutivo intervienen, por ejemplo, en la aprobación de las leyes 

orgánicas de los tribunales o en el nombramiento de los magistrados de 

mayor jerarquía, pero no pueden inmiscuirse en la elaboración o 

revisión de sus fallos. El Poder Judicial goza también de otras garantías 

funcionales, como el manejo autónomo de su presupuesto. 

Los jueces disfrutan de una serie de condiciones, conocidas como 

garantias judiciales, que tiene por finalidad Ja independencia e 

imparcialidad de sus fallos. Pueden dividirse en cuatro sectores: 

selección y designación; estabilidad; y remuneración. 

Por Jo que se refiere al primer sector nuestro ordenamiento juridico­

constitucional no prevé mecanismos obligatorios de preparación y 

selección de Jos jueces, como las escuelas judiciales o los concursos de 

oposición. La designación de los jueces y magistrado es hecha, Ja 

mayoría de las veces, por el Poder Ejecutivo (Presidente de la República; 
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gobernadores de los estados), con la aprobación de un órgano de 

representación popular (por ejemplo, el Senado· de la República en el 

caso de los ministros de la Suprema Corte). Los jueces inferiores son 

nombrados por el órgano superior. 

La estabilidad tiene gran importancia como instrumento de 

independencia de los jueces. Su forma más perfeccionada es la 

inamovilidad, que significa que el juez o magistrado no pueden ser 

destituidos salvo causas graves de respc~=bilidad. En nu~'ltro 

Derecho, Sólo los ministros de la Suprema Corte gozan de inamoviHdad 

inicial (hubo periodos en que no fue así), mientras que los demas jueces 

federales y los magistrados de los tribunales de los estados y del Distrito 

Federal la adquieren después de un periodo de prueba, que 

habitualmente es de seis años. 

Una adecuada remuneración también· es una -·garantía de- la 

independencia de los jueces, porque. no sólo dismi~uy~ ~¡ riesgo de 

corrupción, sino que estimula la continuidad, lá ~~pe¿lálÍZB.~ión y la 

profesionalización de la función judicial-(cárrera judiciPl). Á
0

sii el pári·afo 

octavo del articulo 94 de la Constit~~fón establece que.l~:;;~Uneración 
que perciban por sus servicios los ministros, jueces y· magistrados del 

Poder Judicial de la .. Federación no podra ser disminuida durante su 

encargo; .el articulo 127, por su_ parte dispone que la remuneración de 

los ministros ·(al igual que los ciernas servidores públicos) sera adecuada 

e irrenundable, según lo determinado anual y equitativamente en el 

presupuesto público. "6B 

68 Cilmara de Diputados. Derechos del pueblo mexicano, Tomo 111. Serie VI, Volumen l. ed. Cuarta. 
México 1'l'l4. p 584-585-58~ 
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Los tribunales de justicia deben ser independientes, para fortalecer en Ja 

realidad social el desempeño jurisdiccional rápido y oportuno de la 

justicia que claman Jos gobernados, ya que la independencia com·.:ituye 

uno de los requisitos de la llamada garantia a :a jurisdicción, 

estableciendo justicia de manera completa y estricta del juez 

jerárquicamente libre, dependiente solo de la Ley. 

2.2.2.8. Ejecución de sus resoluciones. 

En este apartado se hará un análisis respecto de la plena ejecución de 

las resoluciones dictadas por los tribunales, haciendo hincapié en la 

significación de la premisa ejecución, más no así, las diferentes 

resoluciones o sentencias, toda vez que el requisito imperante del 

articulo 17 Constitucional, se avoca a Japlena·:eJ·.;cución de lo dictado o 

resuelto por los tribunales sin hacer· distinción' si estos pertenecen al 

Poder Judicial o al Ejecutivo. 

Ejecución proviene de la voz e~ecudo del l~tín clásico; que en el bajo 

latín corresponde a executio, ··del?:~~~¿:¿. : exsequtor, que significa 

cumplimiento, ejecución, ad~inistraci6TI o ~i~osÍ~iCin. "En el lenguaje 

jurídico se entiende por ejecución el cuhipli;;;ient() o Satisfacción de una 

obligación, cualquiera qúe sea la ftiente. de que . proceda, ya sea 

contractual, legal o judicial. En materia civil la ·ejecución puede ser 

realizada en forma voluntaria o forzosa. Es voluntaria cuando el 

obligado cumple espontáneamente; es, en cambio forzosa cuando el 

cumplimiento se alcanza por medio legales con independencia o en 

contra de la voluntad del obligado."6 9 

tN Instituto de Investigaciones juridicas, op cit. p 1233 
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Por otra parte, durante el "desarrollo .dialéctico de la controversia hasta 

llegar a Ja decisión compositiva del litigio, lo que constituye Ja fase de 

conocimiento o de juicio propiamente dicha, y, por o•ra parte, Ja etapa 

de ejecución de Jo dispuesto en la senter.cia de condena cuando el 

mandato no ha sido espontáneamente cumplido por el obligado, según 

hemos dicho al principio, Carnelutti llama a la primera fase, de 

formación del mandato y a la segunda de efectuación del mismo. En 

esta última se trata de dar efectividfl.ri rnateriRJ al acto de voluntad del 

juzgador, expresado en ia sentencia ) po.;a e!lo se hace necesario la 

realización de una serie de actos procesales que aunque pudieran prima 

fase, dar Ja impresión de ser actos ya no jurisdiccionales sino de índole 

administrativa, como parece serlo Jos realizados en la ejecución de la 

sentencia, son de verdad, a no dudarlo actos propios de la jurisdicción 

estatal, sin los cuales ésta no podria en tales caso alcanzar sus fines."70 

En tal virtud, podemos concluir que la plena ejecución de las 

resoluciones a que alude el multicitado articulo 17 Constitucional, es en 

el sentido de proporcionar al gobernado mecar.ismos eficientes para 

hacer cumplir las resoluciones o sentencias dictadas por los diversos 

tribunales, siendo ello la garantía que resguarda el articulo antes 

mencionado, dado que son esa serie de mecanismos o actos con que 

cuenta tanto el gobernado como el juzgador dentro de la misma ley o 

proceso legal para hacer cumplir sus resoluciones, tal es el caso de la 

vía de apremio, amonestaciones públicas, las sanciones pecuniarias y 

hasta el uso de Ja fuerza pública para acatar con Jo ordenado en la 

sentencia o resolución y así cumplir con el ejercicio de sus funciones 

encargadas a los órganos impartidores de justicia. Señala Carnelutti que 

cuando se usa la fuerMt como proceso de ejecución se manifiesta 

abiertamente el uso de Ja fuerza al servicio de la razón reconocida en 
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una sentencia, dado que Ja garantía que resguarda el articulo 1 7 

Constitucional, se traduce en que el Estado debe proporcionar y vigilar 

que se cumplan con Jos mecanismos o a.::tos previamente establecidos 

en Ja ley para ejercer la facultacl de imperio, como el de prestar el auxilio 

necesario para efecto de hacer cumplir cabalmente con lo resuelto por 

los distintos órganos jurisdiccionales, sentido que es corroborado por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación al establecer la jurisprudencia 

que a continuación se transcribe: 

wFUERZA PUBLl-::A, AUXILIO DE LA, PARA QUE SE 
CUMPLIMENTEN LAS DECISIONES JUDICIALES. El articulo 17 
constitucional establece como garantía individual, que los tribunales 
deben estar expeditos para administrar justicia, en los plazc~ y 
términos que fije la ley; lo que quiere decir que las autoriaades 
judiciales deben tener a su alcance. los mC"dios adecuados para 
cumplimentar eficaz y prontamente sus determinaciones. A eso Sl' 

debe que las constituciones locales estatuyan como obligación de los 
Poderes Ejecutivos, prestar todos los auxilios que necesite el Podt•r 
Judicial pard e! l'jt':-cil. iu :.!e :..;u:. fu::.;,_iunc •. pu; c:.,u lu. Cuiói..~tut..i0;; 
Politica del Estado de Yuca.tan. en la fracción IX de su articulo 55, 
establece que es obligación del gobc•mador del Estado. facilitar al 
Poder Judicial los auxilios que necesite para el ejercicio cxpt""dito de 
sus funciones. Ahora bien, si el mencionado gobernador manifiesta 
que el auxilio de la fuerza pi"iblicn que se" Ir pidió por un ._Juez, para 
dar posesión material de un inmueble n una persona, le sera 
prestado tan pronto. como el cuerpo de seguridad pública del Estado 
tcr~a elementos disponibles para ello, pues los qu<" lo intt•gran, están 
destinados a diversos scn·idos d<" h-1 pulida nu es tomttrsl' en cuentH 
este motivo que sr aduce para no auxiliar inmcdiatamcntt• a dichn 
autoridAd judidrtl, pnrn qur cumpla inmediatamente su 
detcnninación, en atención a que, como ya se dijo, la fuerza pública 
debe estar al sen·icio inmediato de la autoridad judicial, cuando ésta 
lo solicite, pues en caso contrario, las resoluciones judiciales no 
tendrian la respetabilidad que n1crecen. 

Amparo administrati\·o en rc\·isión 1917 /4 l. Peón de Molina lsela. 28 
de julio de 1941. Unanimidad de cuatro votos. El Ministro Gabino 
Fraga estuvo ausente durante la lectura de esta votación. La 
publicación no menciona eJ nombre del ponente." 

...... ' 
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CAPITULO 111 

TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN SU CREACIÓN 
DESARROLLO Y SU AC': UALIDAD A 65 AÑOS DE SU INICIO. 

3.1. Tribunal Fiscal de la Federación. 

En nuestro país, el Tribunal Fiscal de la Federación es el órgano 

competente :>an.;. co.:ocer del procedimiento por virtud del cual se 

resuelve la legalid&d o ilegalidad de los Actos de la Administración 

Pública en matena fiscal federal y administrativa, este procedimiento es 

la esencia de lo que se conoce como: juicio contencioso administrativo o 

juicio de nulidad. 

La Doctora Dolores Hedúan Virués, sostiene, que: "El contencioso 

administrativo implica atribuir a un tribunal situado fuera del Poder 

Judicial verdadera jurisdicción para dirimir conflictos surgidos entre los 

particulares y los órganos del Poder Ejecutivo, a fin de que los actos de 

éste queden sometidos al juzgamiento de ese tribunal; implica también 

la i•,dependencia de éste frente a los demás órganos del propio Poder 

Ejecutivo y requieren los juzgadores el conocimiento especializado de la 

actuación de esos órganos ... Constituye así una de las dos vías de 

autocontrol de la legalidad de los actos administrativos, que por la 

delegación absoluta de una porción de la soberanía interior del Poder 

Público, en ejercicio de la cual el Tribunal Fiscal de la Federación puede 

sentenciar libremente."•1 

71 1 lcduiln Virués Dolores. Cuarta dCcada del Tribunal Fisca: de la Federación. Academia mexicana de 
derecho fisc~I. Mt"xico 1 Q7 I. p 13 
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3.1.1. Su origen. 

La aspiración por instaurar en México una jurisdicción administrativa, 

tan ardienteme•.te defendida por un sector de la doctrina, culminó con 

la pr(Jmulgación de la ley de justicia fiscal de 27 de agosto de 1936, 

fecha en que como ya hemos dicho anteriormente se inicia en México la 

instauración de tribunales no integrados en el Poder Judicial para 

conocer de los litigios con la administración pública en materia 

trihutari.1.. 

Ahora bien, a manera de recuento comentaremos bre~e~ente ei origen 

del Tribunal Fiscal de la Federación, aunque. ·estli\é:Ü~stió~ ya fue 

abordada ampliamente en el capitulo primero de é~ti;. iri~~~tiiaC:iém. 

En tal virtud, señalaremos que el organismo que por primera vez en 

Méidco, pretend_e establecer un verdadero procedimiento contencioso 

para resolver las controversias entre los particulares y el Estado, dentro 

del marco del propio Poder Ejecutivo, a efecto de controlar la legalidad 

de las resoiuciones emitidas por las autoridades dependientes de éste 

último, en materia fiscal, por medio de un organismo jurisdiccional 

especializado, independiente tanto de la Secretaria de Hacienda y 

Crédito Público como de cualquier otra autoridad administrativa. 

A este organismo se le denomino "Tribunal Fiscal de la Federación", el 

cual, conforme a los articulas tercero, cuarto quinto y sexto transitorios 

de la citada ley, vino a asumir el conocimiento de los asuntos pendientes 

de resolución ante el jurado de Infracciones Fiscales y la Junta Revisora 

del Impuesto sobre la Renta, organismos estos que :·quedaron 

suprimidos. De igual manera se derogaron los preceptos' cie· la· Ley 

Orgánica de la Tesorería de la Federación y del Código Federal de 

Procedimientos Civiles qu~ establecían y regulaban el juicio sumario de 
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oposición en materia -fiscal ante los tribunales federales, al entrar en 
- - -

funciones el _nuevo órgano jurisdiccional. 

La ley de Justicia Fiscal era un ordenamiento que contenía normas de 

procedimiento y disposiciones que estructuraban el Tribunal Fiscal de la 

Federación, así como regulaban sus facultades, aunque éste 

surgimiento del tribunal antes citado, trajo polémicas respecto a la 

constitucionalidad de dicho tribunal administrativo, polémicas y dudas 

que desaparecieron con las reformas al articulo 104 constitucional del 

16 de diciembre de 1946 y de 19 de junio de 1967 que entró en vigor el 

28 de octubre de 1968, reformas con las que no quedó duda de la 

constitucionalidad del Tribunal Fiscal de la Federación. 

3.1.2. Naturaleza jurídica. 

Para determinar la naturaleza jurídica del Tribunal Fiscal de la 

Federación se hará referencia te,.."tual del estudio formulado por el 

Doctor Andrés Serra Rojas en su obra Derecho Administrativo, en la 

cual analiza las principales características jurídicas que descubren la 

verdadera naturaleza del Tribunal Fiscal de la Federación. 

a) "Formalmente es una institución administrativa y materialmente 

realiza una función jurisdiccional; su fundamento debe apoyarse 

en el articulo 104, fracción I, párrafo segundo; de la Constitución. 

Al constituir un tribunal admi~istratlv~ é:;eado por una ley 

federal; con plena autonomía' para., dictar i -. sus fallos, la 

independencia del tribunal débe ser ~ál~ga: a la del Poder 
Judicial~- ' -

b) El tribunal está colocado en el marco. del poder· Ejecutivo y actúa 

por delegación de éste. Su establecimiento se debió precisamente 
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para mantener el princ1p10 de Ja división de poderes y el respeto 

del Poder a Ja acción del Poder Ejecutivo Federal. Es esto Jo que 

consagra el articulo l º de Ja nueva ley Orgánica del Tribunal 

Fiscal de Ja Federación. El Tribunal Fiscal de Ja Federación es un 

tribunal administrativo, dotado de plena autonomia para dictar 

sus fallos, con Ja organización y atribuciones que esta ley 

establece. 

c) El Tribunal Fiscal es un tribunal de derecho. La Suprema Corte 

ha resuelto que para decidir una cuestión que se someta a su 

conocimiento, no precisa que se invoque en Ja demanda respectiva 

el precepto legal que se estima aplicable, si de Jos hechos 

aducidos en dicha demanda se infiere cuál es el dispositivo legal 

que rige tales hechos, pues en tal evento tiene la obligación de 

decidir aquella cuestión conforme al derecho aplicable. (Boletín de 

información judicial de enero de 1959, pag. 29). 

d) La competencia del tribunal es limitada y, salvo Jos casos 

señalados en Ja ley, su competencia no debe extenderse. Como 

organismo estatal una competencia restringida y que deriva 

principalmente de Ja ley, sin que sea admisible que ejerza 

competencia alguna no provista por Ja única fuente de la que 

pueda derivarse y que es la legislación positiva. (Revista del 

Tribunal Fiscal de Ja Federación, nums. 37 a 48, pag. 129). 

e) El Tribunal es un tribunal de justicia delegada, no de justicia 

retenida. La exposición de motivos de la Ley de justicia fiscal 

insistió en que: "Ni el Presidente de la República ni ninguna otra 

autoridad administrativa tendrán intervención alguna en Jos 

procedimientos o en las resoluciones del tribunal." Se consagrará 

así con toda precisión Ja autonomía orgánica del cuerpo que se 

crea, pues el ejecutivo piensa que cuando esa autonomía no se 
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otorga de una manera franca y amplia, no puede ha'blarse 

propiamente de una justicia administrativa. 

l) El tribunal no tiene facultad para decidir sobre la 

inconstitucionalidad de una ley o acto de autoridad, "pues debe 

limitarse a declarar la nulidad de los actos combatidos en los 

juicios contenciosos que se le planteen o reconocer la validez de 

tales actos o procedimientos, pues no hay forma legal en la que 

aparezca que dicho tribunal ésta investido de la facultad de 

examinar decidir sobre la constitucionalidad o 

inconstitucionalidad de una ley o acto de autoridad, ya que estas 

cuestiones están reservadas a los tribunales judiciales de la 

federación, de acuerdo con lo dispuesto en los articulas 103 y 107 

de la Constitución Federal, (Semanario judicial de la Federación, 

tomo 1 1 9, pag. 1 18 1). 

g) El tribunal corresponde al contencioso de anulación. Será a lo 

sumo el órgano el sometido a la jurisdicción del tribunal, y no el 

Estado, como persona juridica. 

El tribunal no tendrá otra función que la de reconocer la legalidad o 

la de reclamar la nulidad de actos o procedimientos y agrega: fuera de 
- - . - - ' ~ - ' ' - - _- -·· ~--

esa orbita, la administración pública conserva sus facultac!es propias 

y los tribunales federales y concretamente la. Suprema Corte de 

Justicia su competencia para intervenir en todosl()~jJi~ios en que la 

federación sea parte. (Exposición de moti~o~ de Ía ~)'. d~ Justicia 

Fiscal.)"7 2 
·--~~---=" ._. ·._· 

En tal virtud. es menester precisar que ~L r~·spe~t~· teri~~os como 

control de la lega!ida'd de los actos de l~>administra'cÍó~> ~Ú;de s~r por 

tres vias: el cont;()l. ~~i~t"no.p6r medio detnbunalesjurisdiccionales 

dentro del podeOJciÍcial (a trav-é~ d~I julclo d~ll'l.lll~arÓ) ;; eÍ co~~ol 

" Serra Rojas Andres. op cit, pp 1148-1150. 
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interno o autocontrol; éste a su vez puede ser de justicia retenida, esto 

es, en manos de los mismos órganos administrativos a través de la 

revisión de sus actos, por ello-s mismos o por uso de los recursos 

administrativos. La otra alternaÚvá es la justicia delegada constituida 

por el contencioso adrr;inisfrativo,cque precisa de la delegación absoluta 

de una porción de la sober~Ía int~rior d~I poder público, en ejercicio de 

la cual un triburiB.1,- que ÍC>~rúi'. p~rte del poder ejecutivo, que integra la 

administración pública, puede juzgar y sentenciar libremente. 

Ya que la existencia de un tribunal de lo contencioso administrativo 

significa que el orden juridico atribuya a un tribunal situado fuera del 

Poder Judicial verdadera jurisdicción para dirimir conflictos surgidos 

entre los particulares y los órganos de la administración pública a fin de 

que los actos de éstos queden sometidos al juzgamiento de tal tribunal. 

Por lo que, en dicha tesitura es creado el Tribunal Fiscal de la 

Federación como un tribunal de justicia delegada; ya que por justicia 

retenida debe entenderse como aquella que se imparte cuando se actúa 

por mandato y bajo los lineamientos por el superior jerárquico al que se 

representa; en tanto que la justicia delegada implica independencia en 

la actuación, ya que el superior jerarquice delega sus atribuciones en el 

inferior, el cual las ejerce conforme a su criterio, es decir, con mayor 

autonomía que la figura anterior para dictar sus resoluciones, aunque 

formalmente dichos organismos siguen perteneciendo a la esfera de Ja 

propia administración pública activa, situación que continuó Vigente 

hasta el año de 1966, año en que se realizan reformas al Tribunal Fiscal 

de la Federación y se expide su ley orgánica en la cual se erige como un 

tribunal de plena autonomía, ya que esta figura dispone que cuando el 

órgano que resuelve las controversias administrativas, pertenezca o no 

formalmente al poder judicial, dicta sus fallos de acuerdo a su libre 
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albedrio; es decir, con plena autonomía sin vinculación ni siquiera 

formal con la administración activa, transformación que sufrió el 

Tribunal Fiscal de- la Federación, a partir de la expedición de su ley 

orgánica de 1967 y que se reiteró en la ley de 1978; así como en la 

vigente, el principio de plena autonomía se elevó a rango constitucional 

en las reformas al articulo 104, fracción 1, de la Carta Magna, que 

entraron en vigor en septiembre de 1968. 

Ahora bien, el tribunál respecto a los efectos de los fallos que pronuncia, 

es importante destacar que se conciben en dos niveles de imperio: uno 

el llamado de mera anulación, que no permite al tribunal una nueva 

resolución que substituya a la emitida por el órgano actuante qu<; fue 

impugnada, ni faculta a conminarlo a cumplir el fallo ni autoriza 

ejecutarlo; y el de plena jurisdicción que permite tanto la emisión de la 

resolución substitutiva como la conminación y la ejecución del fallo 

emitido. Asi de las cosas, este Tribunal nace y se desarrolla con 

autonomía decisoria respecto del Poder Ejecutivo, tribunal que en sus 

primeras etapas sólo ejercitaba funciones estrictamente de anulación, 

pero posteriormente se le atribuyeron facultades de plena jurisdicción 

respecto de distintas materias administrativas, cuestión que 

analizaremos más adelante. 

3.1.3. Autonomía del Tribunal Fiscal de la 

Federación. 

Autonomía. El diccionario de la Real Academia Española señala que por 

autonomía debe entenderse: "Potestad que dentro del Estado pueden 

gozar municipios, provincias, regiones u otras entidades de él, para regir 
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intereses peculiares de su vida interior, mediante normas y órganos de 

gobierno propios. •73 

El Tribunal Fiscal de la Federación como sabemos, está domiciliado en 

el Poder Ejecutivo. lo que hace pensar de inmediato que no es un 

tribunal autónomo si su función consiste precisamente en juzgar los 

actos de ese poder, resultando necesario y enfatice establecer que dicho 

tribunal goza de plena autonomía a efecto de inspirar confianza y no 

caer en las discusiones que con años anteriores, venían h::.ciendo mella 

en la confianza de impartir justicia por este órgano. Discusiones 

relevantes que calificaban al tribunal como órgano de la administración 

publica y que éste a su vez cumplía con funciones delegadas por el 

Poder Ejecutivo, cuestiones que el maestro Alfonso Nava Negrete rebate 

de la siguiente manera: 

a) "Que se califique arbitrariamente al Tribunal Fiscal de "órgano de 

la Administración Pública", pues todo órgano de la Administración 

Pública esta sujeto a la jerarquía administrativa y ésta impone por 

si la revisión de los actos de los órganos administrativos T'".>r sus 

superiores y, en tratandose del Tribunal Fiscal, ni esta sometido a 

jerarquía administrativa alguna, ni sus fallos son revisables por 

autoridad administrativa ninguna ni tiene "superior" 

administrativo a cuya aprobación someta sus dictados. Otra es la 

falta de autonomía que suele imputarse a todo nuestro Poder 

Judicial y en general a los órganos jurisdiccionales. 

b) Que el Tribunal Fiscal de la Federación cumpla con funciones 

delegadas por el Poder Ejecutivo, como pensaron los expositores, 

basandose en el antecedente de "que en el derecho mexicano no es 

n Diccionario de la Real Academia Española. citado por el Diccionario Juridico ~1exicano~ del Instituto 
de Investigaciones Juridicas. op cit. p :!75 
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desconocido que mediante una ley se cree un órgano que por 

delegación ejercite, sin intervención del presidente de la 

República, ni de los Secretarios de Estado, facl..lltitdes que 

corresponden al Poder Ejecutivo" (párrafo 14º). Las facul<;ades 

jurisdiccionales del. tribunal fiscal (tribunal administrativo) le 

viene -como correspondía-. no· de la ley sino de la Constitución. 

Esas facultades s6ri d~i~gadas po~ la Cónstitueión ·(a partir de la 

Reforma de 1946).; ,•74 

"Un tribunal por esencia debe ser autónomo, si no es aut0nomo 

entonces ya no es un tribunal. Y que se entiende en general por un 

tribunal por esencia autónomo, bueno pues que sus jueces, sus 

magistrados y sus ministros pueden dictar sus sentencias con 

independencia de otro criterio que no sea la ley o la justicia. •1s 

El Tribunal Fiscal de la Federación, es plenamente autónomo toda vez 

que así lo establece el articulo 1° de su ley orgánica la cual dispone •e1 

Tribunal Fiscal de la Federación es un tribunal administrativo, dotado de 

plena autonomía para dictar sus fallos, con la organi.?7ción y atrlbuCi~nes 

que esta ley establece." Respaldando esta declara.tona por los artículos 

73, fracción XXlX-H y l 04 Constitucionales, con· lo que se reconoce la 

facultad del tribunal de decidir de manera libre el sentido de sus fallos, 

independencia que implica que el juez esté eximido de recibir órdenes e 

influjos de otros órganos del Estado, lo que asegura su autonomía 

funcional, sin tener que acatar otro criterio o directriz que el de la 

justicia y la Ley. 

74 Nava Negrete Alfonso, op cit. pp. 317-318. 
1

!> Nava Negrete Alfonso. Autonomía y competencia del Tribunal Fiscal de la Federación, Tercera reunión 
de magistrados del Tribunal Fiscal de la Federación. diciembre d~ 1 QQ4, Mexico, p 102 
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Ahora bien, Ja autonomía del tribunal no sólo es funcional respecto a Ja 

jurisdicción que siempre ha tenido, sino también en las cuestiones 

administrativas, de organización interna así como presupuest?ria toda 

vez, que ésta última a partir del decreto que aprueba el presupuesto de 

Egresos de la Federación de 1996, se estableció por fin, de manera 

indubitable la autonomía presupuestal, con lo que se consagra la plena 

autonomía con que cuenta el Tribunal Fiscal de la Federación para 

erigirse como un órgano impartidor de justicia, fll.inado e ello tenemos Ja 

trascendencia jurídica alcanzado. ¡;ur los magistrado" y re-:::onocida por la 

autoridad, fruto logrado a través de estos 65 aúos de trabajo del 

tribunal. 

3.1.4. Estructura 

Federación. 

En el presente apartado, 

evolución que ha tenido 

del Tribunal Fiscal de la 

desarrollare de manera 

el Tribunal Fiscal de 

cronológica la 

la Federación, 

concerniente a su estructura desde el momento en que surgió a Ja vida 

jurídica hasta la actualidad. 

El lo. de enero de 1937, entró en vigor la Ley de Justicia Fiscal y con 

ella comienzan las actividades del Tribunal Fiscal de la Federación. 

Conforme a lo dispuesto por esta Ley,· el Tribunal se integraba con t 5 

magistrados que pod.ían actuar en Pleno o' a través de cinco Salas, las 

cuales estaban· formadas' por. tres magistrados cada u na. 

,:::·: ·, ·:·,' 

"Empero, el tri1JL1ncll:fi':;;cal comenzó a crecer como institución a fin de 

estar en posi&Úldli'ct'dehacerfrente'a.ia ampliación de su competencia y 

al número de a'suntos q~e se le planteaban. Asi, a raiz del decreto de 28 

de diciembre de 1946, publicado en el Diario Oficial de la Federación de 
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31 de mismo mes y año, se reforma el articulo 147 del Código Fiscal de 

la Federación para modificar el número de Salas que integraban el 

Tribunal, anualmente de 5 a 7 las Salas, aüment?ndo dos Salas más, 

por lo que se incrementó el numero de MPgistrados a 21: 

El incremento del número de Magistrados también tr~sceridiÓ d~l- Pleno 

del Tribunal, el que debió sesionar con un m'ay~r':tlúmeí-o de 

Magistrados, fijándose un quórum minimo de 13 de si;:S ·riii~mbros para 

sesionar válidamente. 

Por reforma al articulo 150 del Código Fiscal de la Federación, vigente a 

partir del 1 º de enero de 1950, se incrementó el personal profesional del 

Tribunal Fiscal de la Federación, para quedar de la siguiente manera un 

Secretario General de Acuerdos; tres primeros secretarios, 

correspondientes a cada una de las Salas; los secretarios auxiliares 

necesarios para el despacho; siete actuarios y un redactor del periódico 

de Justicia Fiscal de la Federación. Asimismo, tendría los demás 

empleados que determinara el presupuesto. E~ pertinente hacer notar 

que subsiste el cargo de prmer secretario, el cual desapareció a raíz de 

la publicación del Código Fiscal de la Federación vigente a partir de 

1983. Esta figura con motivo de la nueva Ley Orgánica del Tribunal 

Fiscal de la Federación, que entró en vigor en enero de 1996. 

El 1° de enero de 1962 se reformó nuevamente el articulo 147 del 

Código Fiscal de la Federación, elevándose el número de Magistrados a 

22, a efecto de que el presidente del Tribunal, que debía durar en su 

encargo un año y podía se reelecto, en lo sucesivo no integr~ra Sala, 

salvo para suplir a los Magistrados en las faltas temporales que .no . 

excedieran de un mes, siendo el caso que no se establecía regulación 

especifica sobre la forma en que se llevaría a cabo esa suplencia. Por lo 
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que hace a este último aspecto, es pertinente destacar qu.e Ja suplencia 

a cargo del Presidente del Tribunal tuvo vigencia hasta la publicación de 

la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación de 1967, momento 

en el cual desaparece para rlelegarse .esa suplencia, por turno, en los 

magistrados de otras Salas, de acuerdo con las reglas que estableciera el 

Pleno del Tribunal, restituyéndose así la solución que , dedujimos 

operaba durante la Ley de Justicia FiscaJ."76 

En el año de 1967 se exp1d~ una nueva Ley Orgánica del Tribunal Fiscal 

de la Federación, en la q1;e se previeron los aspectos organices del 

propio Tribunal, incrementándose a veintidós magistrados, integrando 

las siete Salas que ya existian, más el Presidente que no integraria Sala, 

asimismo establecía las normas relativas a la competencia que tenia 

asignadas, conservando el Código las correspondientes al 

procedimiento. Se inu·oduce el concepto de organismos fiscales 

autónomos y se otorga al Tribunal facultades para conocer de los juicios 

de lesividad. 

A la Ley Orgá.,ica del Tribo..mal Fiscal de la Federación de 1967, la 

sustituye una nueva Ley que se expide con el mismo nombre en el año 

de 1978 y en .la que se prevé la Regionalización del Tribunal, creándose 

las Salas. Regionales y la Sala Superior. Se precisa la competencia de 

ambas, la diferencia era fundamentalmente respecto a la cuantía del 

asunto, y se prevé el Recurso de Revisión otorgándole a la Sala Superior 

facultades para revisar las sentencias dictadas por las Salas Regionales. 

En el año de. 1988, se modifica el Código· Fiscal y la Ley Orgánica. del 

Tribunal; con elobjeto de promovefJa' simplificación administrativa, y se 

suprime la competencia que hasta ese entonces· otorgaba la Ley para 

76 Cfr García Caceres Jorge Albeno. op cit. pp.84-85. 
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que Ja Sala Superior revisara las resoluciones de las Salas Regionales a 

través de la interposición del recurso de revisión. 

El fenómeno de la descentralización de la justicia administrativa, del 

Tribunal Fiscal de Ja Federación y la creación de las Salas regionales 

ocurrió con motivo de la reforma administrativa de Ja desconcentración 

administrativa de las dependencias de Ja administración pública hacia el 

interior de !a República. Sin duda, esto significo un paso trascendental 

en el estabitcimie'lto posterior del Tribunal Federal Contencioso 

Administrativo a escala nacional, al contar ya con Ja estructura, 

organizac1on y sobre todo con las experiencias de su funcionamiento. 

Por ello constituyó un gran paso adelante en Ja consecución de una 

justicia administrativa total y definitiva requerida por Jos gobernados. 

En 1996 entra en vigor la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la 

Federación, conservando su nombre y la competencia, pero modificando 

la integración de la Sala Superior de nueve magistrados a 11, así como 

su forma de operació~• a través de Pleno o Secciones. Estas últimas 

cor¡forme a la Ley son dos y se integran cada una con cinco 

magistrados. Al finalizar el año 2000 el Tribunal cuenta, además, con 33 

Salas Regionales, de las cuales 1 1 tienen su sede en el Distrito Federal y 

22 en diferentes ciudades del pais. 

Situación actual. 

El Tribunal Fiscal de la Federación se rige en la actualidad por la ley 

Orgánica publicada en el Úiario Oficial de la' Federación de 15 de 

diciembre del.1995; la cual entró en.vigor- el 1 de enero de 1996, por lo 

cual procederemos a realizar su estudio en lo conducente al terna así 
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como el hecho de incluir las distintas reformas que ha sufrido dicha ley, 

en Jos años de 1997, 1998 y 2001. 

"EL articulo 1 º de la Ley._ define. a - este ·órgano_• éomci- "Un tribunal 

Administrativo, dotado de pléna autonomía par~ ~icfur sus fallos ... ", 

con lo cual se le mantuvo:_ den tí-o - 'de: su : tradición de : órgano 
'"· ' . - . '· ., ··, 

administrativo - por·:• su ul:iicac_ión y jurisdiccional_ en- ·cuanto a sus 

funciones (González Pérez, 1988, p. 641) 

El articulo 2º de la Ley dispone que el Tribuna!' se integrara por una 

Sala Superior y por salas regionales, de ahí que debamos distinguir 

entre unay otras (Margain Manatou, 1982, p. 263), sin perjuicio de que 

existan elementos comunes a ambos ... "77 

Sala Superior. 

Lfl Sala Superior se integra de once magistrados, la cual actuara en 

Pleno o p;1 dos secciones. El pleno para poder funcionar requiere la 

presencia de siete de sus miembros para sesionar (articulo 12), en 

cambio la secciones estar~ int~gradas por cinco magistrados bastando 

la presencia de cuatro para poder sesionar (articulo 17). 

La Sala Superior toma sus resoluciones por mayoria de votos de sus 

integrantes al igual que las secciones, quienes no pueden abstenerse de 

votar, sino cuando tengan un impedimento legal (articulo 13 y 18). Las 

sesiones del pleno de la Sala Superior y el de las secciones serán 

públicas a menos que la moral, el interés público o la Ley exijan lo 

contrario, las sesiones serian privadas (articulo 15 y 19). 

Fix Zamudio l lccto:- y Coc.;ió lJiaz -'osé Ramón. El Poder judicial en el ordenamiento mexicano. 
Editorial Fondo de cultura econom:ca. Mexico JQ96. p :?S:? 
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El presidente del Tribunal Fiscal de la Federación será elegido en la 

primera sesión del año que terlgael pleno de la -Sala Superior, durará en 

ir.i encargo dos años y no podrá ser reelecto en fonna inmediata 

(articulo 23). 

Los nombramientos de los Magistrados serán realizados por el 

Presidente de la República con aprobación del senado, determinándose 

al momento de su designación si la persona nombrada habrá de integrar 

la Sala Superior o las salas regionales, éste nombramiento de acorde a 

la reforma del año 2001 a la Ley orgánica en comento, es necesario 

destacar, la facultad que tiene ahora el pleno de la Sala Superior de 

proponer al Presidente de la República la designación o ratificación de 

magistrados seleccionados previa evaluación interna que realicen los 

señores Magistr&dos integrantes de la Sala Superior. 

Para ser magistrado del Tribunal Fiscal de la Federación se requiere ser 

mexicano por nacimiento, tener mas de 35 años, de~-~t6ria buena 

conducta, licenciado en derecho con titulo debid~enfoc registrado 

expedido cuando menos 10 años antes de dicha ·fecha y con 7 años de 

practica profesional. (arti_culo 4) 

Duración. Los magistrados del Tribunal durarán seis años en el primer 

ejercicio de su>~nca_rgo, l~s q\.ie se-contaran a partir de la fecha de su 

designación. Al-té~in~ctei~Ítad~ periodo. (articulo 3): 
. . ' . . -·~.·· .• ,_,,,,., ~ ;.· . ~ 

a) Los magistraclosde'í8.' Sala' Superior, podrán ser ratificado•, por 

única vez, por~u-n pe¡iC)<lo de nueve años; 

b) Los magi_str~clos -_de·. las Salas Regionales podrán ser ratificados 

por un _segundo periodo de seis años. Al final de este periodo, si 

fueren ratific~~l~a nuevamente, serán inamovibles. 

(lo resaltado fue reformado en el año 2001) 
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Cabe hacer mención que éste fue uno de los artículos reformado en el 

año 2001, en el cual cambio únicamente la redacción de la palabra 

designado por ratificado, corrigiendo con ello el error en cuanto el hecho 

que antes de la reforma del 200 l, se hablaba de una designación la cual 

podría caber la interpretación de realizar una nueva designación de otro 

magistrado o el hecho de porque hacer nuevas designaciones si ya en el 

primer ejercicio de su encargo se había hecho la designación respectiva, 

por lo que, se corrige el error con la reforma antes citada, en la que se 

establece ratificación la cual se entiende como la confirmación del 

magistrado que primeramente fue designado. 

En el articulo 7° de la Ley se establece que los emolumentos de Jos 

magistrados no podrán reducirse durante el periodo de su encargo. 

Además, impone a Jos magistrados, secretarios y actuarios, Ja 

prohibición para desempeñar cualquier otro cargo, empleo de la 

federación, estados, Distrito Federal, municipios u organismos públicos 

descentralizados o particulares, excepto cargos o empleos de carácter 

docente u honorarios (articulo l O). 

Ahora bien, respecto a la competencia del pleno el articulo 16 de la 

mencionada Ley Orgánica dispone: 

l. "Designar de entre sus integrantes al Presidente del Tribunal 

Fiscal de la Federación. 

1-Bls. Proponer al presidente de la República la designación o 

ratificación de magistrados seleccionados previa evaluación 

interna. (adicionado en la reforma del 2001) 

11. Señalar la sede y el número de las Sala Regionales. 
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111. Resolver los conflictos de competencia que se susciten entre las 

Salas Regionales. 

IV. Fijar o suspender Ja jurisprudencia del Tribunal, conforme al 

Código Fiscal de la Federación, asi como ordenar su 

publicación. 

V. Resolver por atracción loa juicios con características 

especiales, en loa casos establecidos por el artículo 239-A, 

fracción 1, inciso b), del Código Fiscal de la Federación, así 

como los supuestos del artículo 20 de esta Ley, cuando, a 

petición de la Sección respectiva, lo considere 

conveniente. (reformado en el año 2001) 

VI. Resolver los incidentes y recursos que procedan en contra de 

los actos y resoluciones del Pleno, así como la queja y 

determinar las medidas de apremio. 

VII. Resolver sobre las excitn.tivas de justicia y calificar los 

impedimentos en las recusaciones y excusas de los 

magistrados y, en su caso, designar de entre los secretarios al 

que deba sustituir a un magistrado de Sala Regional. 

VJll. Dictar medidas que sean necesarias para investigar las 

responsabilidades de los magistrados establecidas en la ley de 

la materia y aplicar, en su caso, a los magistrado las sanciones. 

administrativas correspondientes, salvo en el caso de 

destitución Ja que se podrá a la consideración del Presidente de 

la República. 

IX. Fijar y, en su caso, cambiar la adscripción de los magistrados 

de las Secciones y de las Sala Regionales. 

X. Expedir el Reglamento Interior del Tribunal y loa demás 

reglamentos y acuerdos necesarios para su buen 

funcionamiento, teniendo la facultad d3 crear las unidades 

administrativas que estime necesarias para el eficiente 
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desempeño de las funciones del tribunal de conformidad 

con el Presupuesto de Egresos de la Federación; así corno 

fijar, acorde con los principios de eficiencia, capacidad y 

experiencia, las bases de la carrera jurisdiccional de 

Actuarios, Secretarlos de Acuerdos de Sala Regional, 

Secretarios de Acuerdos de Sala Superior y Magistrados, los 

criterios de selección para el Ingreso y los requisitos que 

deberán satisfacer para la promoción y permanencia de los 

rnismos, así como las reglas sobre disciplina, estímulos y 

retiro de los funcionarios jurisdiccionales. (reformado en el 

año 2001} 

XI. Designar de entre sus mlernbros a los rnaglstrndos 

visitadores de las Salas Regionales, los que le darán cuenta 

del funcionamiento de éstas, así como dictar reglas 

conforn1e a las cuales se deberán prnctlcar dlchai: visltns. 

(reformado en el año 2001) 

XII. Designar al Secretario General de Acuerdos, al Oficial Mayor y 

al Contralor. 

XIII. Resolver todas aquellas situaciones que sean de interés 

para el Tribunal y cuya resolución no éste encomendada a 

algún otro de sus órganos, así corno ordenar la depuración 

y baja de los expedientes totalrnente concluidos con tres 

años de anterioridad, previo aviso publicado en el Diario 

Oficial de la Federación dirigido a los Interesados, para 

que, con base a éste, puedan recabar certificadas o 

documentos de los mismos. 

XIV. Las demás que establezcan las leyes." 

Debido a su importancia procederemos a señalar las principales 

atribuciones del presidente de este órgano: representar al tribunal y 
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despachar su correspondencia, presidir las comisiones que se formen; 

convocar a sesiones al pleno de la Sala Superior; Autorizar las 

deliberaciones y acuerdos del Pleno de la Sala Superior y firmar los 

engroses de las resoluciones del Pleno; ejercer la facultad señalada en el 

articulo 239-A del Código Fiscal de la Federación; dictar acuerdos y 

providencias de trámites necesarios; tramitar los incidentes, los 

recursos, así como la queja, cuando se trate de juicios que se ventilen 

ante el Pleno de la Sala Superior, así como de imponer las medidas de 

apremio para hacer cumplir sus determinaciones; presidir la sección 

que lo requiera para integrar el quórum; tramitar y formular los 

proyectos de excitativas de justicia, recusaciones o excusas de los 

magistrados; conceder licencia a los magistrados por enfermedad así 

como a los secretarios de acuerdos, actuarios y al demás personal del 

tribunal; designar a propuesta del magistrado los secretarios y actuarios 

correspondientes, a propuesta dd contralor, los peritos, y a propuesta 

del oficial mayor, al demás personal administrativo del Tribunal. 

Salas Regionales. 

Cada Sala Regional se integra por tres magistrados siendo necesaria la 

presencia de todos para funcionar (articulo 27), para estos efectos, el 

territorio nacional se divide en 1 7 regiones, esto a partir del Decretó que 

reforma la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, publicado 

en el Diario Oficial de la Federación de 31 de diciembre del 2000, 

correspondiendo a la Sala Superior determinar los limites territoriales y 

denominación de las regiones del tribunal. Atendiendo lo anterior, el 

Pleno de la Sala Superior emitió el acuerdo númer._o G/10/2001, en el 

que se determina el número y sede de las Sala Regionales acuerdo que 

es del tenor siguiente: 
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"TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVI).. 
PLENO DE LA SALA SUPERIOR 
ACUERDO G/ 10/2001 
SE DETERMINAN LOS LIMITES TERRITORIALES Y 
DENOMINACIÓN DE LAS REGIONES DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, WMERO Y SEDE DE SUS 
BALAS REGIONALES. 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 16 fracción 11, 26 
fracción VI. 28 y 29, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal ele 
Justicia Fiscal y Adtninistrath:H y Décimo Primero Transitorio e.Je! 
Decreto que reformó In Ley Organica del Tribunal Fiscal de In 
Federación, pu hlicado en el Diario Oficial de la FederHció!1 de 3 l de 
diciembre del 2000 y n fin de que la Impartición de .Justicia sea má• 
eficiente y responda a las cargas de trabajo de este Órga...'10 
Jurisd1cciona1. se acuerda: 

ARTICULO PRIMERO.-EI territorio nacional se divide en las regiones 
que a continuación se St"ñalan, fijándose el nombre y limites 
territoriales dt> cada una de ellas: 

l.- Del Noroeste l. que comprende el Estado de Baja California. 
11.- Del Noroeste 11, que comprende el Estado de Sonora. 
111.- Del noroeste III, que comprende los Estados de Baja California 
Sur\" Sinaloa. 
!V.· nd nnrtr C"rntrr• l. qur comprC'ndC' el Estado de Chihuahua. 
V.- Del Norte-Centro 11, que comprende los Estados de Durango y 
Coahuila. 
VI.- Del Noreste, que comprende los Estados de Nue\"O León y 
Tamaulipas. 
Vil.- De Occidente, que comprende los Estados de Colima, Jalisco y 
Navarit. · 
Vlri.- Del Centro 1, que comprende los Estados de Zacatecas y 
Aguascalientcs. 
IX.- Del Centro 11, que comprende los Estados de San Luis Potosi y 
Querétaro. 
X.- Del Centro III, que comprende los Estados de Guanajuato y 
Mtchoacán. 
:<!.- Hidalgo-Mexico, que comprende los Estados de Hidalgo y de 
México. 
XII.- De Oriente, que comprende los Estados de Tlaxcala y Puebla. 
XIII.- Del Golfo, que comprende el Estado de Veracruz. 
XIV.- Del Pacifico, que comprende el Estado de Guerrero. 
XV.- Del Sureste, que comprende los Estados de Chiapas y Oaxaca. 
XVI.- Peninsular, que comprende los Estados de Campeche, Tabasco, 
Quintana Roo y Yucatán. 
X"Vll.- Metropolitana, que comprende el Distrito Federal y el Estado 
de Morelos. 

ARTICULO SEGUNDO.- En cada una de las regiones habrá el 
número de salas con la circunscripción territorial y jurisdicción en 
toda la región. nombre y sede que a continuación se indica: 
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J.- Región del Noroeste J. Habrá una Sala que se denominará: Bala 
Reponal del Noroeste I, con sede en la ciudad de Tijuana, B.C. 
11.- Región del Noroeste 11. Habrá una Sala que se denominará: Bala 
Re¡ilonal del Noroeste 11, con sede en Ciudad Obregón, Son. 
lll.- Región del Noroeste 111. Habrá una Sala que se denominará: Bala 
Reponal Noroeste 111, con sede en la Ciudad de Culiacán. Sin. 
IV.- Región del Nortt"-Centro J. Habrá una Sala que se de:,ominarñ: 
Bala Reponal del Norte-Centro 1, con sede en la Ciudad de 
Chihuahua, Chih. 
V.- Región del Norte-Centro 11. Habrá dos Salas que se denominarán: 
Primera Bala Reponal del Norte-Centro U y Bepnda Bala 
Re¡ilonal del Norte- Centro 11, ambas con sede en la Ciudad de 
Torreón, Coah. 
VI.- Región del Noreste. Habrá dos Salas que ,,,. denomi..,arán: 
Primera Sala Re&:lonal del Noreste y Segun.da S~ llelll,ional del 
Noreste, ambas con sede en la Ciudad de Monterrey, N.L. 
VII.- Región de Occidente. Habrá dos Salas que se denJminarán: 
Primera Bala Reponal de Occidente y Bepnda Sala Reponal de 
Occidente, ambas con sede en la Ciudad de Guadalajara. Ja!. 
VIII.- Región del Centro J. Habrá una Sala que se denominará: Bala 
Reponal del Centro 1, con sede en la Ciudad de Aguascalie.ntes, 
Ags. 
IX.- Región del Centro II. Habrñ una Sala qu<" se denominará: Sala 
Reponal del Centro 11, con sed<" en la Ciudad de Queretaro, Qro. 
X.- Región del Centro 111. Habra una Sala que se denominará: Bala 
RcElon'11 del Centro III, con ~r'r!t"' rri b Ciuct:i.d rk C'r-1nyn, rito. 
XI.- Región Hidalgo-México. Habrá tres Salas que se denominaran: 
Primera Sala Re¡ilonal Hldal&o-Méxlco, Bepnda Bala Re&ional 
Hldal&o-Méxlco y Tercera Sala Re¡ilonal Hldal&o-Méllico, todas 
con sede en Tlanapantla, Edo. de México. 
XII.- ReRión de Oriente. Habrá dos Salas que se denominarán: 
Primera Sala Re&lonal de Oriente y Sepnda Sala Reponal Je 
Oriente, ambas con st'dc en la Ciudad de Puebla. Pue. 
XII.- Región del Golfo. HHUr<J una Sala --1uc se denominará: Sala 
Reponal del Golfo, con sede en la CiudaJ de Jalapa, Ver. 
XIV.- Región rlPI P;:1cifico. HHhrfl unH S;i1H que se denominará.: Sala 
Reponal del Pacifico, con sede en la Ciudad de Acapulco, Gro. 
XV.· Región del Sur{'stC". Habra una Sala que se denominará: Sala 
Rectonal del Sureate, con sede en la Ciudad de Oaxaca, Oax. 
XVI.· Región P<•ninsular. Habré una Sala, que se denominará: Sala 
Regional Peninaula.r, con sede en la Ciudad de MCrida, Yuc. 
XVII.- Región Metropolitana. Habra once Salas, que se denominaran: 
Primera Sala Reponal Metropolitana, Sepnda Sala Reponal 
Metropolitana, Tercera Sala Regional Metropolitana, Cuarta Bala 
Reponal Meuopolitana, Quinta Sala Re&ional Metropolitana, 
Sexta Sala Reponal Metropolitana, Sépt.Una Sala Re&ional 
Metropolitana, Octava Sala Regional Metropolitana, Novena Sala 
Regional Metropolitana, Décima Sala Reponal ldetropollt:ana, 
Décimo Primera Sala Regional Metropolitana, todas ellas con cede 
en la Ciudad de MCxico. Distrito Federal. 

ARTICULO TERCERO.- Las demandas presentadas y asuntos en 
trH.111ite hasta el 31 de enero d<'I año en curso, en las Salas Regionales 
que han venido funcionando con distinta denominación y diferente 
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región a la que ahora se les asigna, continuarán en las mismas con 
su nueva denominación, hasta su definitiva resolución. 

ARTICULO CUARTO.· Quedan sin efecto los acuerdos que este Pleno 
hubiere dictado con anterioridad a esta fecha, en aque1,o en que se 
opongan al contenido del presente. 

ARTICULO QUINTO.- Este Acuerdo deberá publicarse en el Diario 
Oficial de la Federación, así como el Directorio que contiene el 
domicilio de cada una de las Sala Regionales de este Tribunal. 

ARTICULO SEXTO.· Este Acuerdo entrará en vigor a partir del I º de 
febrero del año en cur&i. 

Así lo acordó el Pleno de la Sala ~ ... ,o,;rior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa. en sesión <lf'l día dieciocho de enero 
de dos mil uno:- Firman la Magistrada Ma. uuadalupe Aguirre Soria, 
Presidenta del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrath·a y 
la Lic. Graciela Buenrostro Peña, Secretaria General de Acuerdos, 
quien da fe.·7

" 

Las Salas regionales serán presididas por uno de Jos magistrados, quien 

será designado en Ja primera sesión que en el año tenga Ja Sala 

respectiva y durará en su encargo un año. 

Por Ja similitud que hay entre los magistrados de Sala Superior y los de 

Salas Regionales, es factible exponer de manera que sólo se destaquen 

sus diferencias entre_ ellos. En - efer.to, Jos magistrados de las Salas 

regionales son designados y deben satisfacer los mismos requisitos que 

los magistrados de Sala Superior,- sólo que en su nombramiento debe 

especificarse y señalar~ que habrán de integrar la sala regional 

respectiva. En_ cuanto ~a' Ja·. duración en el ejercicio del cargo estos 

duraran seis años / p6drán 'ser ratificados para un segundo periodo de 

igual tiemp~. ~bt~hi~rid-o' ~Ge _si -. al finalizar dicho peri~do fueren 

ratificados nue".'amente, el magistrado tendrá el carácter de inamovible. 

"Acuerdo Gil 0/2001, Emitido por el Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa en la sesión de 18 de enero del 2000 l 
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Las Salas regionales conocerán de los juicios que señala el articulo 11 

de esta Ley de· las cuales se _encargaran de su instrucción, es decir, de 

toda Ja tramitación del juicio de nulidad o contencioso administrativo, 

(cuestión que analizare~os con:m'ayor- detenimiento cuando hablemos 

de su competencili), dentro d~:Jos!Írnites y demarcaciones señaladas en 

el acuerdo O/ 10/2001 antes transcrito, donde se aprecia Ja jurisdicción 

y sede que tiene cada una de las actuales Salas Regionales. 

3.1.5. Competencia 

Federación. 

del Tribunal Fiscal de la 

COMPETENCIA. "Encuentra su raíz etimológica en las voces latinas 

competentia, (competens, entis), relación, proposición, aptitud, apto, 

competente, conveniencia. En castellano se usan como sinónimos los 

vocablos: aptitud, habilidad, capacidad, suficiencia, disposición.), En un 

sentido jurídico general se alude a una idoneidad atribuida a un órgano 

de autoridad para conocer o llevar a cabo determinadas funéiones o 

actos juridicos."79 

El concepto de competencia está insinuado en el articulo 16 

Constitucional al_ prever que todo acto de molestia debe ampararse en 

un mandamiento escrito de autoridad competente. Así, en un sentido 

técnico y especializado, la competencia se entiende como un concepto 

especifico dentro de una distribución de facultades hacia los diferentes 

entes que forman el Estado. 

Por competencia se entiende, en términos generales, aquella situación 

de poder que habilita -a su titular para imponer conduétas a terceros 

79 Dicdo:iario Juridico ~texicano. Instituto de investigaciones jurídicas. op cit. p.542. 
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mediante la constitución, modificación o extinción de relaciones 

jurídicas o mediante la modificación del estado de cosas existentes. 

Ahora bien, la competencia del Tribunal Fiscal de la Federación .creado a 
~ . ' 

través de la Ley de Justicia Fiscal en 1936, era netamente fiscal, como 

su nombre lo indicaba, por lo que, su competér"l~ia , inicial fue 

exclusivamente en materia fiscal federal, tal como· ~~;,;.;:f~~p~er"lcie del 
~.. • • ; > 

articulo 14 de la Ley de Justicia Fiscal en el que se establecía como 

competencia de las Salas la siguiente: 

"Articulo 14.- Las Salas del Tribunal Fiscal de la Federación 
conocerán de los juicios que se inicien: 
l. Contra las resoluciones de la Secretaria de Hacienda y Crédito 
Püblico, de sus dependencias o de cualquier organismo fiscal 
autónomo que, sin ulterior recurso administrativo, determinen la 
existencia de un crédito fiscal, lo fijen en cantidad liquidad o den las 
bases para su liquidación; 
TT. Contr~ lils rf"soludnnrs rlirtild;:t~ por ilt1tnrirh-1rlf"s rlrprnrlirntf"s 
del Poder Ejecutivo que constituyan responsabilidades 
administrativas en materia fiscal; 
Jll. Contra los acuerdos que impongan sanciones por infracciones a 
las leyes fiscales; 
IV. Contra cualquier resolución diversa de las anteriores, dictada en 
materia fiscal y que cause un agravio no reparable por algún recurso 
administrativo. 
V. Contra el ejercicio de la facultad económica-coactiva por quienes, 
habiendo sido afectados con ellu, afinnen: 
t. Que el crédito qur. Sf" les exigr. sf" ha e.xtinguido legalmente: o 
2. Que el monto del crédito es inferior al exigido; o 
3. Que son poseedores, a titulo de propietarios, de los bienes 
embargados o acreedores preferentes aJ Fisco. para ser pagados con 
el producto de los n1isn1os. El tercero deberá, antes de iniciar el 
juicio. formular su instancia ante la oficina ejecutora: o 
4. Que el procedimiento coactivo no se ha ajustado a la ley. En este 
último caso, la oposición no podré. hacerst• valer sino contra la 
resolución que aprueba el remate; salvo que se trate de resoluciones 
cuya ejecución material sea de imposible reparación. 
VI. Contra la negativa de una autoridad competente para ordenar la 
devolución de un impuesto. derecho o aprovechamiento ilegalmente 
percibido. y 
Vil. Por la Secretaría de Hacienda para que sea nulificada una 
decisión administrativa. favorable a un particular. 
En estos casos, cuando con la finalidad deba tomar nacimiento un 
crédito fiscal, admitida la demanda, la Secretaría podrá ordenar que 
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se practique un embargo precautorio, salvo que el interesado otorgue 
garantía en los terminas de los articulas 42 y 45.""" 

Posteriormente, con Ja entrada en vigor del Código Fiscal de Ja 

Federación de 1938, al Tribunal se le aumentó su competencia a fin de 

que conociera de las resoluciones que negaran o redujeran las pensiones 

y demás prestaciones sociales que establecieran las leyes a favor de sus 

miembros del Ejercito y la Armada Nacional y de sus familiares o 

derechohabientes, y también respecto de resoluciones que versaran 

sobre la interpretación y cumplimiento de contratos de obras públicas 

celebrados por las dependencias del Poder Ejecutivo ·Federal 

(administración centralizada), y por reformas a dicho ordenamiento legal 

en el año de 194 7 se Je incorpora la competencia para conocer de la 

materia fiscal del Distrito Federal, Ja cual en 1979 dejó de pertenecerle 

por otorgársela al Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito 

Federal. 

Mediante Decreto por el que se reforma Ja ley Federal de Instituciones de 

Fianzas, publicado en Diario Oficial de la Federación.de 26 de diciembre 

de 1953, se otorga competencia al Tribunal.FÍsca.{delaF~de~a~ión para 

conocer de la impugnación de requerimiento de ,pago de póliZas de 

fianzas, constituidas a favor de la federación, .los Estados y el Distrito 

Federal. 

"Por otro 

Gobierno 

::c·,·-:.'_·-!·.ó 

lado, mediante la ley de Depuración d~.créc:l.fi~s ª'cargo del 

Federal, publicada en el Diar;Ci Ofi~{iil"dec l~;~~der~6ión del 31 

de diciembre de 1941, se confirió al TrilJJhiiJ,FÍ~c~I el~ la Federación la 

facultad para conocer sobre la responsabilidad dlrectacleÍ Estado, por la 

falta o falla en el servicio público; éircl~namieritÓ que,quedó abrogado el 

14 de enero de 1988, según publicación del Diario Oficial de la 

ico Ley de Justicia Fiscal, México, Distrito Federal. 1936 
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Federación del denominado. Decreto por el que se abrogan diversas 

leyes. 

Con motivo de la entrada en vigor de la primera Ley Orgánica del 

Tribunal Fiscal de la Federación del 24 de diciembre de 1966, el 

Tribunal es dotado de competencia para conocer, además de la materia 

fiscal, y de las otorgadas en el Código Fiscal de la Federación de 1938, 

también se le otorgó para conocer sobre multas administrativas, 

pensiones civiles así como las relativas a responsabilidades contra 

funcionarios o empleados de la Federación o del Departamento Distrito 

Federal por actos que no sean delictuosos. 

La segunda Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, publicada 

en el Diario Oficial de la Federación del 2 de febrero de 1978, conservó 

la competencia que de acuerdo con la ley anterior tenia el Tribunal. 

El 31 de diciembre de 1982, se publicó en el Diario Oficial de ia 

Federación la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos, otorgándole competencia· al Tribunal Fiscal de la Federación 

para conocer de la impugnación de resoluciones. en las cuales se 

impusiera sanciones disciplinarias a los servidores públicos. 

El 27 de julio de 1993, fue publicada f!n el.piéi.rio .OfiéiEl] de. la 

Federación, la Ley de Comercio Exterior, se ~p1i6'.iá ~oÍnpétencia del 

Tribunal, puesto que se incluyó; 1;i; f~~Ü1ia~V'p~'a ;'.~6~6¿e~ de las 

resoluciones recaídas al recurso de revocaC:ióri;:interpuesto en contra de 

las siguientes resoluciones: 

l. Las emitidas en materia- de mercado de país :de origen o que 

nieguen permisos o la participación en cupos de exportación o 

importación. 
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2. Las dictadas en materia de certificación de origen; 

3. Las que declaren abandonada o desechada la solicitud de inicio de 

los procedimientos de investigación de prácticas desleales de 

comercio internacional y de medidas de salvaguarda; 

4. Las que declaren concluida la investigación sin imponer cuotas 

compensatorias; 

5. Las que determinen cuotas compensatorias definitivas o los actos 

que las apliquen; 

6. Por las que se responda a las solicitudes de los interesados sobre 

la sujeción de mercancías a determinada cu.eta compensatoria; 

7. Las que declaren concluidas audiencias conciliatorias dentro del 

procedimiento de investigación administrativa de prácticas 

desleales; 

8. Las que desechen o concluyan la solicitud de revisión anual de 

cuotas compensatorias definitivas, así como las que corifiririeil, 

modifiquen o revoquen dichas cuotas; 

9. Las que declaren concluida o terminada la investigación de 

practicas desleales por aceptación de compromisos; formulados 

por exportadores o por gobiernos extranjeros; 

10. Las que impongan las sanciones a que se refierl'. esui C:Y· 

El 10 de enero de 1994, se publicó en el Diario Oficial de la Federación 

el Decreto a través del cual se reformaron, adiclo~ar()n.} :derogaron 

diversos articulas de varias leyes, que por sl!\c.onten.Í.do .hemos 

denominado "Ley miscelánea en materia de respóTisezi:Júldiz'.df?s~ •. en ~l 
que se adiciona una fracción X al articulo 23 d·~ 1~'6;.it()~ces ·Ley 

Organica del Tribunal Fiscal de la Federación, recd;j¡éiid?;¡e ¡él, que en 

ese momento era la fracción X para quedar como rrél.~é:'iÓn XI, y cc;n la 
,·-,,.· .···· 

cual se otorgó competencia al Tribunal para, ·conocer ·actos o 

resoluciones a través de los cuales se negara la indemnización por 
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daños y pe1Ju1c1os a Jos particulares, derivado de faltas administrativas 

de los servido.res públicos."BI 

Con fecha 15 de diciembre de 1995 se publicó en el Diario Oficial de )R 

Federación Ja nueva Ley Orgánica del Tribunal Fi~cal de Ja Federación, 

Ja cual establece Ja competencia material del Tribunal de la siguiente 

manera: 

"Articulo 11. El Tribunal Fiscal de la FedC"ración conoce.-::: "' los 
juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas que st 
indican a continuación: 
l. Las dictadas por autoridades fiscales federales y organismos 
fiscales autónomos, en que se detennine la existencia de una 
obligación fiscal, se lije en cantidad liquida o se den las bases para su 
liquidación. 
11. Las que nieguen la devolución de un ingreso, de los regulados 
por el Código Fiscal de la Federación, indebidamente percibido por el 
EGtado o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes 
fiscales. 
111. Las 4uc: unpuug,au niuha~ por infnu;l:iUn a la~ nuruia~ 
administrativas federales. 
IV. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto aJ que se 
refieren las fracciones anteriores; 
V. Las que nieguen o reduzcan las pensiones y demás prestaciones 
sociales que concedan las leyes a favor de los miembros del Ejercitó, 
de la Fuer?.a Annarla y dr la Armada Nacional o d<- sus familiarc-s o 
derechohabientes con car~o a la Dirección de Pensiones MiJitarcs o a1 
Erario Federal, así como las que establezcan obli,_,acioncs a cargo de 
las mismas personas, dr acuerdo con las leyes que otorgan dichas 
prestaciones. 
Cuando el interesado afinnc, para fundar su demanda que lC" 
corresponde un mnyor nútnero de años ér. servicio que los 
reconocidos por la autoridad respectiva, que debió ser retirado con 
grado superior al qut• consigne la resolución impugnada o que su 
situación militar sea diversa de la que le fue reconocida por la 
Secretaria de la Defensa Nacional o de Marina, según el caso; o 
cuando se versen cuestiones de jerarquía, antigüedad en el grado o 
tiempo de servicios militares, las sentencias del Tribunal Fiscal sólo 
tendrán efectos en cuanto a la determinación de la cuantía de la 
prestación pecuniaria que a los propios militares corresponda, o a las 
bases para su depuración. 
VI. Las que se dicten en materia de pensiones civiles. sea con cargo 
al Erario Federal o al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 
los Trabajadores del Estado. 

tu Lucero Espinosa f\.1anuel, Tribunal Fiscal de la federación IX reunión nacional de Magistrados, 
Editorial Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, ~1Cxico 2000, pp 154· l 55· l 56 
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Vll. Las que dicten sobre interposición y cumplimiento de contratos 
de obras públicas celebrados por las dependencias de la 
Administración Pública Federal Centralizada. 
VUI. Las que constituyan creditos por responsabilidades contra 
servidores públicos de la Federación, del Distrito Federal o dr los 
organismos desccntrali7.éldos federales o del propio Distrito FeJeral, 
así como en contra de Jos particulares invoJuc .. d.dOs en dichas 
responsabilidades. 
IX. Las que requieran el pago de garantías a favor de la federación, 
el Distrito Federal, Jos Estados y los Municipios, así como sus 
organismos descentraliZ<tdos. 
X. Las que se dicten negando a los particulares la indemnización a 
que sr contra~ e.J articuh:. 77 Bis de la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos. El particular podrá 
optar por esta vía o acudir ante ia instanciaJi....:!.ir:-1a.l :.--ompetente. 
XJ. Las que tr;=1tf'n J;:i<; mnterias scñ.::Jad...i~ en ei an1~uJo '94 de Ja l..ey 
de Con1ercio Exterior. 
XIJ. Las que impongan sanciones administrativas a Jos setvidores 
públicos en los terminas de la Ley Federal de Responsabilidad de lo 
Servidores Públicos. 
XllJ. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra C:::e las 
resoluciones que se indican en las demás fracciones de este articulo, 
inclusive aquellos a que se refiere el articulo 83 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrati\·o. 
XIV. Las señaJad11s en las demás leyes como competencia del 
Tribunal. 
PArR Jn:c;; ~fC'ctos del J.Ji itucr parrara de este articulo, Jas resoluciones 
se consideraran definitivas cuando no admitan recurso 
administrativo o cuando la interposición de Cstc sea optativa. 
El Tribunal Fiscal de la Federación conocerá de los juicios que 
promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones 
administrativas favorables a un particular, siempre q1.:e dichas 
resoluciones sean de las materias señaladas en las fracciones 
anteriores con10 de su competencia "'.n 

De la transcripción del articulo 1 1 de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal 

de la Federación, se reconoce que ha aumentado la competencia de éste, 

a algunas áreas de Ja materia administrativa, pero no en su totalidad, 

no obstante, hasta antes de la reforma a la Ley Orgánica mencionada en 

el año del 2001 , ya se venía gestando la idea de que la competencia del 

Tribunal se ampliará en forma total a toda la materia administrativa 

federal. 

"Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, Editorial ISEF, México 2000, p 99-100 
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Idea, que desde el principio y antes de la reforma a la.Ley Orgánica del 

Tribunal Fiscal de la Federación, de 31 de diciembre del 2000, la cual 

entró en vigor en el 1 º de enero del 2001. se exponía el· criterio en el 

sentido de que el Tribunal Fiscal rle la Federación de conformidad con lo 

dispuesto por el articulo 11, fracción XIII. de su Ley Orgánica, tiene 

competencia para conocer de las resoluciones recaídas a los recursos 

administrativos que se hagan valer en contra de las resoluciones que se 

indican en las fracciones a.'"'.!teríores del articulo en comento, inclusive 

aquellas a que se refiere: t! articulo 83, de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, t'.<JTlbién lo es que dicha competencia se 

daba únicamente, si se intentaba el recurso previsto por el articulo 

antes citado de Ja Ley Federal de procedimiento Administrativo, el que al 

ser de naturaleza optativa, podía agotarse o no por los particulares 

afectados por una resolución d.e la Administración Pública Federal, lo 

que reducía Ja oportunidad para este Tribunal de conocer de la 

impugnación de este tipo de resoluciones, situación que ha variado a la 

luz de Ja tesis de jurisprudencia 139/99 de la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, la que textualmente señala: 

uR&VJSJÓN EN SEDE ADMINISTRATIVA. EL ARTICULO 83 DE LA 
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
ESTABLECE LA OPCION DE IMPUGNAR LOS ACTOS QUE RIGEN 
POR TAL ORDENAMIENTO A TRAWS DE ESE RECURSO O 
MEDIANTE EL JUICIO SEGUIDO ANTE EL TRIBUNAL FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN.- Ue la interpretación literal y sistemática de lo 
dispuesto en Jos articulas 83 de ln Ley Federal de Procedin1iento 
Administrativo y 11. fracción XIII. de la Ley Orgánica del Tril>unal 
Fiscal de la Federación, así como de los antecedentes históricos que 
informan a este último numeral, se colige que al hacerse referencia 
en el primero de los preceptos mencionados a las .. vias judiciales 
correspondientes" como instancia para impugnar los actos 
administrativos, el legislador tuvo In intención de aludir a un 
procedimiento seguido ante un órgano jurisdiccional. con 
independencia de que éste sea de naturaleza judicial. y cuyo objeto 
tenga afinidad con el recurso de revisión en sede administrativa. el 
cual se traduce en verificar que los actos de tales autoridades se 
apeguen n las dh.·crsas disposiciones aplicables, por otra parte de Jo 
establecido en el citado precepto de la Ley Orgánica del Tribunal 
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Fiscal de la Federación, se deduce que a través de él se incluyó 
dentro del ámbito competencial del referido Tribunal el conocimiento 
de las controversias que surjan entre los gobernados y las 
autoridades administrativas cuya actuación se rige por la Ley Federal 
de Procedimiento Administrativo. sin que sr condicionaré. la 
procedencia del juicio contencioso administrativJ al agotamiento del 
citado recurso. máxime que la inte;:-.osición de l stc es optativH. En 
ese contexto. se impone concluir que los afectados por lo actos y 
resoluciones de las autoridades administrativas que rijan por ese 
ordenamiento. que pongan fin al procedimiento administrativo, a una 
instancia o resuelvan un cxpctlicntc, tiene la opción de impugnarlos a 
través del recurso de revisión en sede administrativa o mediante el 
juicio contencitJ;;~ ~rlministrativo ante el Tribunal Fiscal de In 
Federación; destacando qur dentro de las vías judiciales 
correspondientes a que hi..,.o ri-;'.:-_:-... nL;3 el legislador en el mencionado 
articulo 80 no se encueno-a el JUlc10 L!~ gru-a.ntias dado que, en abono 
a lo anterior constituye un prin _1pio derh.•ado del diverso de 
supremacía constitucional que la hipótesis de procedencia de lo 
medios de control de constitucionalidad de los actos de autoridad 
únicamente pueden regularse en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos o ia ley reglamentaria que para desar,·ollar 
y pormenorizar esos medios emita el legislador ordinario." 

Los razonamientos efectuados por la Segunda Sala de nuestro más Alto 

Tribunal al resolver la contradicción de tesis a que se viene aludiendo 

fundamentalmente, son: 

l. "El articulo 83 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo señala :~ opi::iol1aiidád. d~l~ecurso d~;i'~\1i~iÓn ·al 

expresarse que los intere~dos afecuid¿s pci~',1~~ actos y 

resoluciones de las·auto,ridade~ adJ:lli~istrativás que po'.rig~ fin 

al procedimiento. adrninistrá.tivo, á una instancia o resuelvan 

un e"--pediente, podrán interp~ner recl!~~o de' reyi~Ú5n~ intentar 

las .vias judiciales correspondiel'lte~. qlle de la iri'tel"IJ~etélción 
literal, causal, teleológica y . sistemáti~~ ci~' ~~t~ ;·numeral 

concluyó que dentro de las vías judici~~s córr'es¡-;ondientes a 

que alude el precepto en comento, debía·.·.• excluirse 

necesariamente el juicio de amparo, dado que constitl!~'e un 

principio derivado del diverso de suprerriácia constitucional, 

que las hipótesis de procedencia de los medios de control de 
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constitucionalidad de Jos actos de autoridad únicamente 

pueden regularse en la Constitución Politica de Jos Estados 

Unidos Mexicanos o en Ja Ley Reglamentaria que para 

desarrollar y pormenorizar esos medios de defensa· emita el 

legislador ordinario. 

JI. Asi también, tomó en consideración la Segunda Sala de Ja 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, que de Ja literalidad 

del articulo 83 de Ja Ley Federal de Procedimiento 

Admiuisu·~tivo. se concluye que entre las "vías judiciales 

corresponr.1entcs" y el recurso de revisión en sede 

administrativa, debe existir una correspondencia o afinidad en 

cuanto el fin que haya tenido el legislador al establecer tanto el 

recurso como las vias judiciales correspondientes, esto es, que 

éstas deban tener por objeto también, verificar que los actos 

administrativos regidos por Ja Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo se apeguen a las diversas disposiciones 

ordinarias aplicables, esto es, el principio de legalidad, Jo que 

no ocurre con elj•..;icio de amparo. 

111. Que si bien de Ja interpretación literal de Jo dispuesto por el 

articulo 83 en comento, podría concluirse que dentro de las 

vias judiciales a las que se refiere, únicamente podrian 

ubicarse los procedimientos o procesos que se nieguen ante un 

órgano judicial; sin embargo, debe tenerse en cuenta que el 

legislador en o,casiones no utiliza con la debida pureza técnica, 

gramatical Jos términos legales por Jo que debe -acudirse 

métodos de interpretación de Ja Ley, de Jos que concluyó 

nuestro más Alto Tribunal, que con esa expresión se;refirió el 

legislador a las vias jurisdiccionales corresponclie1'ti:'~.; esto es, 

al juicio seguido ante un determinado' trihunB.l con 

independencia de que éste sea o no de naturaleza judicial, 
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La tesis de Jurisprudencia a que se ha hecho alusión, fue publicada en 

el Set!'anario Judicial de la Federación y su Gaceta en enero de 2000, y 

el 30 de mayo último se público en el Diario Oficial de la Federación, el 

Decreto por el que se reforma la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, reformándose entre otros el articulo 83, para quedar en 

los siguientes términos: 

'"Articulo 83.· Los interesados afectados por los actos y resoluciones 
de las autoridades adm!n:is!rativas que pongan fin a! procedimiento 
administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, podrán 
interponer el recurso de revisión o, cuando proceda intentar la vía 
jurisdiccional que corre•ponda. 
En loa caaos de actoa de autoridad de loa orga.n.iamoa 
deacenballzadoa federales, de loa servicio• que el estado presta 
de manera exclusiva a través de dichos orsanbmos y de los 
contratos que loa particularea sólo pueden celebrar con aquellos, 
que no se refieran a las materias exclaalvaa de la aplicación de 
esta Ley, el recurso de revi.alón previato en el párrafo anterior 
también podrá interponerse en contra de actoa y reaolucionea 
que pon.a:au fin al procedl.aiieut:o ad..min.iatrat:tvo, a una inat:an.cia 
o resuelvan un expediente." 

De la reforma al artículo 83 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo podría concluirse que el Legislador tomó en cuenta la 

interpretación que hizo nuestro más Alto Tribunal en relación con el 

término "vías judiciales correspondientes", ya que tal término se eliminó 

y ahora el articulo 83 se refiere a la vía jurisdiccional que corresponda, 

con lo que no queda duda que se refiere al juicio seguido ante el 

Tribunal Fiscal de la Federación. 

Si bien, el artículo 1 º.de· la Ley Federal de Procedimiento Administrativo 

establece que las ·disposiciones de esa Ley se aplicarán a lo actos, 

procedimientos y resoluciones de la Administración Pública 

Centralizadá; cori .la adición de un segundo párrafo al articulo 83 de la 

Ley en comento se establece que los actos de autoridad de los 
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organismos descentralizados federales podrán ser combatidos tamoién a 

través del recurso de revisión. 

Ahora bien, si el recurso de revisión procede contra los actos y las 

resoluciones tanto de la administración Centralizada como de los 

Organismos Descentralizados, que pongan fin al procedimiento 

administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente y toda vez 

que dicho recurso sea opcional, los particulares pueden optar por acudir 

directo..."'Tlent<> al juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la 

Federar1ón, se amplia en forma total a la materia administrativa. 

En resumen ahora tenemos competencia total en la materia 

administrativa tanto tratándose de la administración centralizada como 

la descentralizada cuando actúe esta última como autoridad, 

únican1tmte con las excepciones a que se refiere el articulo 1° de la ley 

Federal de procedimiento Administrativo, esto es, las materias de 

carácter financiero, justicia agraria y laboral, electoral, ni al Ministerio 

Público en ejerdcio de sus funciones constitucionales."83 

Situación Actual. 

A partir del 1 de enero del 200 l, fecha en que entra en vigor el Decreto 

por medio del cual se reforma y adiciona la Ley Orgánica del Tribunal 

Fiscal de la Federación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

31 de diciembre del 2000, en el cual reforma el articulo 11 fracciones 

XIII y XIV y se adiciona la fracción XV y dos párrafos finales para quedar 

de la siguiente manera: 

~J Olmos Jasso !\.1a. Teresa. Tribunal Fiscal de la Federación IX Reunión Nacional de ?\1agistrados. 
Editorial Tribunal Federal de Justicia Fisc;.I y Administrativa, ?\1exico 2000, pp Q4-9!\-Q6-'>7. 
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"Artículo 11. . .. 

XIII. Laa dictadas por las autoridades ad.minlmtrativaa que 
pon¡ran fin a un procedimiento adm.iniatrattvo, a una ln9tancia o 
reaaelvan un expediente, en loa término• de la Ley Federal de 
Procedimiento Admlniatrativo. 

XIV.Las que decidan loa recuraoa ad.mln.J.atrattvoa en contra de 
la• resoluclonea que ae lndlca.n en laa dem.á.a &accione. de este 
articulo. 

XV. Laa aeñaladaa en laa demia leyea como competencia del 
Tribunal. 

También conocerá de los juicios que se promuevan contra una 
resolución negativa fleta configurada, en las materias señaladas en 
este articulo, por el transcurso del plazo que señalen las 
disposiciones aplicables o, en su defecto, por la Ley Federnl de 
Procedimiento Adminí.MrRtivo. Asimismo, conocerá dr. los juicios que: 
se promuevan en contra de la negativa de la autoridad a expedir la 
constancia de haberse configurado la resolución positiva ficta. 
cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas 
materias. 
No será aplicable lo dispuesto en el parrafo anterior en todos aquellos 
casos en los que se pudie1·c afectar el derecho de uu tercero, 
reconocido en un registro o anotación ante autoridad 
adrninistrativa. •tt-t 

De lo anterior transcrito, se observa la transformación del Tribunal 

Fiscal de la Federación, en un Tribunal Federal Administrativo, ya que si 

bien es cierto, la competencia del tribunal se había venido ampliando 

día a día en diversas áreas administrativas, como anteriormente se 

expuso, no menos cierto es, que ya sé consideraba que la competencia 

del tribunal era en toda la materia administrativa (aunque con algunas 

limitantes) de acorde a las distintas interpretaciones doctrinales y 

judiciales, por lo que, con ésta reforma no queda duda alguna, que la 

competencia del tribunal se extiende para-conocer de las resoluciones 

definitivas dictadas. por_ las aUtoridades administrativas que pongan fin a 

un procedimiento administrativo, a _una instancia o resuelvan un 

M Diario Oficial de la federación, 3 1 de diciembre 'del 2000, Decreto a través del cual sC reforman y 
edido:-tan aniculos a la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de ta Federación. (prime~a sección), p.111. 
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expediente, en los términos de la ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, con lo que se consagra la facultad del Tribunal de 

conocer de todas las controversias que se presenten en el área 

administrativa federal, excluyendo, desde luego, algunos aspectos de 

carácter militar, agrario, laboral, financiero, político y del ministerio 

público en ejerció de sus funciones. 

Ahora bien, la competencia del Tribunal Fiscal de Ja Federación, que 

originalmente comprendía. como ya hemos dicho, sólo a la materia fiscal, 

actualmente se ha extendido a todos Jos campos· de Ja administración 

pública, con Jo que se estatuye que Ja competencia del tribunal con 

estructura organica en operación desde 1937, se ha ampliado para 

conocer de todos Jos actos administrativos a que se refiere la Ley Federal 

de Procedimiento Administrativo, asi como aquellos otros de naturaleza 

tributaria y administrativa, que venian formando parte de la 

competencia de éste órgano de justicia administrativa. Tan importante y 

trascendente ha sido esta reforma que el Tribunal Fiscal de Ja 

Federación, cambia de denominación para ser actualmente Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, con lo que se consagra el 

cambio de Ja competencia del Tribunal, ya que no solamente conocera 

cuestiones de materia tributaria, sino ahora de todas las controversias 

administrativas en el área federal que determine Ja Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, denominación acertada, toda vez que 

ahora, al Tribunal FederaÍ dé Justicia Fiscal y Administrativa le atañe 

conocer de cuestione .fiscales. así como administrativas en· el á.mbito 

federal. 
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3.1.6. Ejecución de sus resoluciones. 

La ejecución y cumplimiento de las sentencias dictadas por el Tribunal 

Fiscal de la Federación ahora Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, recae sobre las autoridades que emitieron el acto 

declarado ilegal, correspondiéndole a dicho tribunal vigilar y exigir el 

cumplimiento que se dé a sus resoluciones, cuestión que analizaremos 

en el presente apartado, pero antes de abordar el tema, es preciso hacer 

un breve análisis de la sentencias que dicta el Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa. 

Por principio, es menester explicar la palabra -ntencia, la cual 

proviene del latín "sententia" que significa máxima, pensamiento corto, 

decisión. Definida como "la resolución que pronuncia el juez o tribunal 

para resolver el fondo del litigio, conflicto o controversia, lo que significa 

la terminación normal del proceso. "BS 

Para Eduardo J. Co.l1t\lre la palabra sentencia tiene tres caracteristicas: 

la de acto jurídico, hecho jurídico y documento, toda vez que define la 

premisa sentencia ele la siguiente manera: "Es un acto juridico porque el 

hecho está impulsado por la voluntad y se haya dotado de determinados 

actos, éstoss~·pr~yectan unas veces sobre el proceso en que se dicta y 

otras sobre"el .derecho que en él se dilucida. Es un hecho en cuanto 

constituye en .si misma, un suceso, un acontecer humano que produce 

un nuevo objeto jurídico no existente antes de su aparición. Es un 

documento porque· registra y representa una voluntad juridica."86 

1
' Instituto de investigaciones Juridicas. UNAM. Diccionario jurídico mexicano. op cit. p. 2891. 

8
'' Eduardo J. Couture. citado por Arellano García Carlos. Derecho procesal civil. Editorial Porrüa, ed. 

Segunda, México 1987, p" 433" 
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Acerca de la naturaleza jurídica de la sentencia, se puede decir que 

ésta: es un acto del órgano jurisdiccional encargado por ley, de 

administrar e impartir justicia, en donde el Juzgador (persona en quien 

recae la tarea de administrar justicia), a través de un juicio lógico­

juridico interpreta la norma o ley la cual aplica estrictamente, 

independiente de su voluntad, ya que es la voluntad de la ley traducida 

y aplicada en forma concreta por el Juez, juicio que a través de varios 

razonamientos en los cuales se dilucidan los hechos y el derecho 

invocado, el jugador resuelve la incertidumbre sobre una relación 

concreta de derecho. Teniendo por último que la sentencia, es un 

mandato que proviene no de la ley, sino del órgano jurisdiccional, y a 

través de ella se impone a la parte vencida a someterse a un 

comportamiento determinado (dar, hacer, o abstenerse) conforme a la 

declaración del derecho dictado por el juez. 

Ahora bien, una vez determinado el significado de la .premisa sentencia, 

es imperante analizar los fallos que puede emitlr él-Trlburi~l-Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa, toda ·,veZ que: dé ii.~~~de a· ellos se 

explica la naturaleza jurídica que gu~rdi.0dic~o TrlbüB~i: )~" 
'' ,•'<• .. , • ;e• 

Al respecto, el articulo 239 del Código Fiscal d~ l~- F;~d~;~~ión, ·del cual 

se desprende la clase de sentencias qi.tépuede,~míÚr ~¡'Tiil:>unal Federal 

de Justicia Fiscal y Administrativa, misrncÍ qu~ B.cti..ial~e~te es del tenor 

siguiente: 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

"Articulo 239.- La sentencia definlti\•a podrá: 

l. Reconocer Ja validez de Ja resolución impugnada: 

11. Declarar la nulidad de Ja resolución impugnada. 
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111. Declarar la nulidad de la resolución impugnada para 
determinados efectos. debiendo precisar con claridad. la forma y 
términos en que la autoridad debe cumplirla, salvo que se trate de 
facultades discrecionales. 

(ADICIONADA, D.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2000) 
IV. Declarar la existencia de un derecho subjetivo y condenar al 
cumplimiento de una obligación, así como declarar la nulidad de la 
resolución impugnada. 

Si la sentencia obliga a la autoridad a realizar un determinado acto o 
iniciar un procedimiento, deberá cumplirse en un plazo de cuatro 
meses contRdos a partir de que la sentencia quede firme. D~ntro del 
mismo término deberá emitir la resolución definitiva, aun cuando 
hayan transcurrido los plazos señalados en los articules 4ó-A y 67 de 
este Código. 

En el caso de que se interponga recurso, se suspenderá el efecto de la 
sentencia hasta que se dicte la resolución que ponga fin a la 
controversia. 

(REFORMADO POR LA FRACCION 111 DEL ARTICULO DECIMO 
PRIMERO DE LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY 
ORGANICA DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACION, O.O. 31 
DE DICIEMBRE DE 2000). 
Rirmprr C']llf" sr f"sté rn ::tl~uno rlr los supuestos previstos en las 
fracciones 11 y 111, del articulo 238 de este Código, el Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa declarará la nulidad para el efecto 
de que :;e reponga el procedimiento o se emita nueva resolución; en 
los demás casos, tambiCn podrá indicar los términos confonnc a los 
cuales debe dictar su resolución la autoridad administrativa, salvo 
que se trate de facultades discrecionales.""' 

De conformidad con lo dispuesto por el articulo 239 del Código Fiscal de 

la Federación antes transcrito, las sentencias que dicten en los juicios 

de nulidad ventilados ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, podrán ser: 

1. Reconociendo ·ta validez de la re•olución impugnada.- Esta 

sentencia se dará .en· el caso de que el demandante no llegue a 

demostrar que el acto de autoridad impugnado se ubica en alguna 

de las causales de_ anulación previstas en el articulo 238 del 

Código Fiscal. 

M? Compila V. Suprema Corte de Justicia de In Nación. Código Fiscal de la Federación. MCxico 2001 
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2. Declarando la nulidad de la resolución Impugnada.- En este 

supuesto debe entenderse que con esta sentencia se anula el acto 

o procedimiento impugnado en su totalidad, al darse alguna de 

las causales previstas en las fracciones 1, IV y V del articulo 238 

del Código fiscal aludido, 

3. Declarando la nulidad de la resolución para determinados 

efectos, debiéndose precl-r en este caso, con claridad, la 

Corma y término• en que la autoridad deba cumpU&!~. salvo 

que se trate de facultades discrecionales.- En eo;te .:.u-..., rlebe 

darse alguno de los supuestos previstos en las fracciones 11 ::, 111 

del articulo 238 del código fiscal, en las cuales se declarará la 

nulidad para el efecto de que se reponga el procedimiento o se 

emita nueva resolución, y 

4. Declarar la existencia de un derecho subjetivo y condenar al 

cumplimiento de un11 oblig11clón, así como declarar la nulidad 

de la resolución Impugnada.- Esta nueva adición al articulo en 

comento, conlleva a la posibilidad por parte del Tribunal de 

restaurar el derecho subjetivo trasgredido, al igual que señalar la 

condena correlativa. 

De lo anterior, nos lleva a la consecuencia de realizar el razonamiento de 

que si el Tribunal Federal .de Justicia Fiscal y Administrativa, es un 

tribunal de lo contencioso. de anulación .º. de plena jurisdicción, 

polémica que ¡:ÍaJ"a ITi~éri6~ 'cJÓctrir)El.Íios ' y estudiosos' del derecho el 

Tribunal,. sók>'.esur{trlbunaFd~ i:liera';anb1a,~ióf.l' )ipara otros es de' plena 

jurisdicción' situación. que aI1ruizaremos. a cont.inüEi:ción • •.• . • .. ·. ' ""' ,. ; '> > ..... ·. 
Por Contencioso dé AnulacÍón Ü_Objetlvo.:Deba.entenderse que este 

tiene como finalidad ~~stablecer el ~iden jurldicC> ~()1a:cto; es decir, la ley 

trata de establecer el imperio de la legalidad· que hubiere sido 
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quebrantado por un acto, resolución u omisión administrativa. Controla 

la legalidad del acto y tutela el derecho objetivo, limitándose la sentencia 

a anular el acto impugnado ante el tribunal por vicios de la legalidar.; 

En cambio, por Contencioso de Plena Jurisdicci.ón :o .SubjetiV•>. Se 

obliga al tribunal a conocer del derecho subjetivo clel actÓr lesionado por 

el acto impugnado teniendo el alcance no sólo de anular el acto, sino 

también de fijar los derechos del demandante y. condenar a la 

administración a restablecer y hacer efectivos i.a!e,; derechos. Tiene 

como principal función la de tutelar los derechos s• .. bjetivos de los 

particulares. 

Las principales caracteristicas de ambos tipos de contencioso podemos 

En cuanto a su finaUdCJ.d. ELco.ntenci~so de plena jurisdÍ~ción busca el 

reconocimiento o repáración de u11cler~cho·subjétivo vulnerado por un 

acto .. En é:élillbfo en contencioso -de ani:i1~6Íóri" busca:. restablecer el 
> •• '.. ., •• 

régimen ·de legaticlad qué' hasido· viÓlad0; sil1 ''repim::.;. 'Jos derechos 

subjetivos viola.dos. · 

Por su Procedimiento. EÍ contencioso de plena jurisdicción se erige como 

un régimen semejante ~ Juitio ordinarlo civil con. la participación de las 

partes, con un proceso en todas sus etélpas y medios probatorios. En 

cambio el contendoso de ariulacÍón se desarrolla Ün juicio simple, en 

donde la administración pub!i6a tiene u~a· participación escasa y de 

mero trámite sin· ser en si un~ ;w:i:e ~~~() tal .. 

Por el tipo de Sentencia que emite. En el contencioso de plena 

jurisdicción el juzgador está en posibilidad para revisar actos 
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administrativos sujetos a su jurisdicción, que lesione un dere.cho 

subjetivo de los particulares por los órganos de la administración 

pública, es decir, este tipo de contencioso tiene la far;ultád de que los 

tribunales están autorizados para reglamentar las cons·ecuencias de su 

decisión, las cuales pueden ser consistir desde una reforma a la decisión 

impugnada, hasta condenar a un órgano administrativo a pagar o 

devolver una suma adeudada y tienen, además la facultad que les 

deviene de la ley de hacer cumplir ::us resoluciones. En cambio el 

contencioso de anu!adó_n, la sentencia <1e r'!duce a pronunciar la 

anulación del acto administrativo a travf.s de diferentes causales de 

nulidad, consiguiendo dicha sentencia que el acto impugnado no existió 

jur!dicamente. 

Por los efectos de la sentencia. La sentencia del contencioso de plena 

jurisdicción sólo tiene efectos respecto de las partes y por lo que hace al 

contencioso de anulación, su sentencia sólo logra anular la resolución 

combatida y cuyos efectos son "erga omnes" de modo que sus 

consecuencias se extienden de manera general y n::. sólo entre las partes 

en disputa. (Ejemplo cuando !;'':anula un reglamento.) 

Legitimación. En el contencioso de plena jurisdicción se requiere de un 

derecho subjetivo, en cuanto hace al contencioso de anulación basta con 

un interés. 

Los poderes del juez cuando la sentencia. es .. estimatoria. ·En el 

contencioso de plena jurisdicción, el ju~z recono~e un derecho subjetivo 

y normalmente . di~Ut .. una sentenéia . de condena para que la 

administraeión -lo satisfaga.e En el- contencioso de anulación, el juez se 

limita a declarar la nulidad lisa y llana del acto administrativo 

impugnado. 
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En relatadas consideraciones, nuestro más alto TribunaJ ha 

interpretado al respecto en la Jurisprudencia número 41 /2000, cuyo 

ponente fue el Ministro Mariano Azuela, en el que la Segunda Sala 

señala en lo conducente lo siguiente: 

..... nuestro modelo de jurisdicción contencioso administrativo es 
mixto. pues dadtt la especial y heLCrogénea jurisdicción de que está 
dotado legalmente el Tribunal Pisca! de la Pederación, en relación a 
cir.rtos actos sólo actuara como Tribunal de mera anulación al tener 
como finalidaü la de c-ontrolar la legalidad del acto y tutelar el 
derecho objti.~·.·., _..,.. en cuanto a otros actos, como de plena 
junsd1cc10n para rt:¡::oara: eJ den·cho subjetivo lesmnado, siendo el 
alcance de la senter..;ia de nulidad no sólo el de anular el acto sino 
también el de fijar los derechos del recurrente, condenando a la 
administración a su restablecimiento, por lo que para determinar 
cuando una sentencia de nulidad debe ser para efectos, es ncce~ario 
acudir a la génesis de la resolución impugnada a efecto de saber si se 
originó con motivo de un trc=t1nite o proccdimit~nto de 
pronunciamiento forzoso, en el que el orden juridico exige de la 
autoridad la reparación de la violación detectada que no se colma con 
la simple declaración de nulidad de la autoridttd, sino que requiere dt• 
un nt1r\•n prnn11nrinmif~ntn pnrn nn rlf'i;ir J;i ""rp,11rirh'trl iurirlirn rfrl 
administrado, o con n1otivo del ejercicio de una facultad discrecional 
en la que el tribunal no puede sustituir a la autoridad en la libre 
apreciación de las circunstancias y oportunidad para actuar que le 
otorgan las leyes ... "HJo4 

De lo anterior transcrito, podemos afirmar que de una clara 

interpretación qi.e realiza nuestro más alto Tribunal, en el sentido de 

establecer que el Tribunal Fiscal de la Federación conoce de un 

contencioso mLxto, ya que tanto tiene las caracteristicas de un 

contencioso de anulación como el de plena jurisdicción, es acertada toda 

vez que, si bien es cierto, en la mayoria de las resoluciones del Tribunal 

estas son de mera anulación del acto, resolución u omisión 

administrativa, no menos cierto es que también el tribunal al dictar 

1111 Semanario Judicial de la Federación. Novena época. Tomo XI. mayo de ::!000, p :!::!6. rubro de la 
jurisprudencia .. SENTENCIA DE NULIDAD PARA EFECTOS. EL CUMPLIMIENTO FUERA DEL 
TERMINO LEGAL DE CUATRO MESES PREVISTO EN EL ARTICULO 23Q, ANTEPENL'LTIMO 
PARRAFO, DEL CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION, NO OCASIONA LA ILEGALIDAD DE 
LA RESOLUCION DICTADA POR LA AUTORIDAD AD!l.11NlSTRATl\'A EN ACATAMIENTO DE 
ELLA", citada por Aguirrc Pangbum RubCn en la IX reunion de magistrados del Tribunal fiscal de la 
Federación. Editorial Tribunal Federal de Jus1icia Fiscal y Administrativa. Mé·<icü 2000, p 471 
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sentencias para efectos debe precisar la forma y términos en que deba 

cumplirse dicha sentencia, dado que esta puede ser la de restituir. un 

derecho subjetivo que le e.s violado al particular; situación que 

actualmente prevé el articuio 239, fracción IV, del Código Fiscal de la 

Federación, con lo que no queda duda que el Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa, en mi opinión es ya un tribunal de lo 

contencioso de plena jurisdicción, aunque con sus limitantes toda vez 

que, habrá 21wchas personas que manifiesten que el Tribunal no tiene la 

facultad de im¡A:!"io o coercitio que debe tener todo tribunal de plena 

jurisdicción, por lrJ que, no debe considerarse como tal, ya que no tiene 

un medio para hacer cumplir sus resoluciones, situación que a mi 

punto de vista resulta del todo extremista, en virtud, de que el tribunal 

actualmente emite fallos en los que versa la caracteristica de los dos 

sistemas contenciosos antes descritos, aunado de que el particular 

cuenta con la figura jurídica de la queja como medio de ejecución de las 

resoluciones del Tribunal. 

En tal virtud, la Queja ee la instancia prevista en el articulo 239-B del 

Códi¡m Fiscal de la- Federación, como medida de control de la ejecución 

de las sentencias del trib~.mal .dentro de st1 propia jurisdicción, 

concretamente para el_ caso- de incumplimiento, repetición del acto o 

cumplimiento inadec~8.d~ pC>~ exces~ o defecto, con l~ flmtlid8.d de dejar 

sin efecto el a¿tC> o resoli:ición -motivó de la queja o constreñir a su 

cumplimiento ·y 2on (!¡ uso de medidas de apremio tendientes a_ la 

ejecuciónd~I-fai!C>. · 

"Al respecto es menester recordar que la potestad de control en la 

ejecución de las sentencias, con que se dotó por vez primera al Tribunal 

que abonó el camino hacia la plena jurisdicción, vio la luz en el año de 

1988, con la adición al Código Tributario Federal del articulo 239 Ter, 
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en el que se reguló_ la queja como -instancia procedente para el 

cumplimiento de_ una sentencia ·finne, únicamente por cuanto exceso, 

defecto o repeticir.ri del acto anulado, pero no para el caso de omisión 

total. 

La figura de la queja, a partir de la reforma del año de 1996 dio otro 

paso en el propósito de lograr un tribunal de plena jurisdicción, al 

rtrnontar limitaciones de la primera regulación, como la inclusión 

dt:ntio de sus supuestos de procedencia de la omisión total de la 

autori.tad en el cumplimiento de la sentencia, pudiendo hacerse valer en 

cualquier tiempo, a cóndición de que haya transcurrido el plazo del 

cumplimiento previsto por la ley que es de 4 meses, contados a partir de 

que la sentencia quede firme; plazo que también comprende la 

obligación para la responsable de emitir resolución definitiva, cuando la 

sentencia obliga a la autoridad a realizar un determinado acto o iniciar 

un procedimiento aun cuando hayan transcurrido los plazos señalados 

en los artículos 46 y 67 del Código Fiscal de la Federación, preceptos 

que se refiere:1 a la conclusión de visitas domiciliarias y a la extinción de 

las facultades de las autoridades para liquidar contribuciones omitidas e 

imponer sanciones. El precepto establece que la queja debe presentarse 

especificamente ante la Sala del Tribunal que dictó la sentencia, esto en 

vista de que el control del cumplimiento debe ejercerse por el órgano 

juzgador que emitió el fallo, sea Sala Regional· o Sala Superior, la 

segunda en su manifestación de.Pleno o en Secciones, habida cuenta de 

la competencia para resolución de que estár; .atril:iüiCÍ!is l~s distintl3.s 

Salas juzgadoras, tomando_ en cuenta la facultad de· atracción -para 

resolver Juicios de. car~c.teristicia~ especiales y de aqueÜ~s- que por 

disposición expresa deben ser resueltos por las Seccione~ de la Sala 
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Superior, al constituirse la· materia de juzgamiento en su competencia 

especilica.s9 

A su vez el texto del articulo 239-B dispone consecuencias para el caso 

de resultar fundada la queja, según cada uno de sus supuestos, 

salvaguardando en principio la nulidad decretada al establecer que la 

Sala dejará sin efectos el acto emitido en pretendido cumplimiento en 

caso de que se acreditara la indebida repetición de la resolución 

anulada, y si hubiese exceso o defecto se concederá, además, término al 

funcionario responsable para que de el cumplimiento debido, señalando 

la forma y términos conforme a los cuales deberá cumplir, lo cual 

también opera para el caso de omisión total, independientemente de la 

aplicación de ciertas medidas de apremio y de presión según sea el caso. 

De suerte que tratándose de repetición de la resolución anulada se 

ordenará también al responsable que se abstenga de incurrir en nuevas 

repeticiones y se notificará de la resolución recaída en la queja al 

superior del funcionario responsable para que proceda jerárquicamente, 

además de que la Sala Je impondrá una multa de treinta a noventa días 

de su salario normal, tomando en cuenta el nivel jerárquico, la 

reincidencia y la importancia del daño causado con el incumplimiento, 

del mismo modo se aplicará la misma medida al funcionario omiso en el 

cumplimiento de la resolución, además del plazo de 20 días que se le 

concede para cumplimentar el fallo. 

En atención a lo - exi>uesto, tenemos que la - medida que tiene el 

particulru:- para hacer cumplir o ejecutar las resoluciones dicta:daspor el 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Adminisb'El.t:iva, es Ja Queja a 

través de la cual, surge Ja posibilidad legal de ~bÚ~ar ala-autoridad al 

w9 Villafobos Oniz Ma. del Consuelo. El contencioso administrativo.~1éxico-FranCia. Editorial Tribunal 
Federal de Jusric;a F1sc11I y Adminisrrativa, México 20001, pp. 261-262. 
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debido acatamiento .de las sentencias dictadas por dicho Tribunal. No 

obstante ello, es de manifestarse que en virtud de la deficiencia que 

comprende la queja, es necesario dotar al tribunal . de . e mayores 

potestades para la supeivisión del cumplimiento de;süs.fallos, a.través 

de acciones de ejecución directa y medidas de apremio o coactivas más 

severas, a fin de obtener la plena ejecución de las resoluciones dictadas 

por el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y cumplir 

cabalmente con el mandamiento que establece el articulo 17 

Constitucional. 

3.2. Reformas a la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal 
de la Federación ahora Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa en el año 2001. 

Esta reforma, surge de la inquietud que siempre se gesto, de convertir al 

Tribunal Fiscal de la Federación en un tribunal de competencia 

administrativa general, ya que a través de diversos juristas mexicanos 

habian expuesto en tratados, monografías y anteproyectos la necesidad 

de dotar al Tribunal Fiscal de la Federación, de competencia en toda el 

área administrativa federal. 

Al respecto se visualizan posicionamientos formulados, por un lado y 

como pionero de este cambio, fue sin duda Antonio Carrillo Flores, él 

cual propuso en su libro la defensa juridica de lcis particulares frente a 

la administración en México que.deberla crearse un Tribunal Federal de 

lo Contencioso que actuaria como un tribunal ordinario de apelación en 

materia federal respecto de. los tribunales especializados, integrantes o 

no del Poder Ejecuti~o y de los j~eces de Distrito y de revisión de las 

decisiones de llíjÜsticia'~dministrativa local cuando la misma estuviere 

organizada de conformidad con cierto minimo de garantías 

jurisdiccionales, posteriormente en su segunda obra del maestro Carrillo 
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Flores intitulada "La justicia federal y la administración pública", .en la 

cual escribió sobre la transformación del Tribunal Fiscal de la 

Federación en un Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 

Posteriormente, también el maestro Gabino Fraga elaboró un 

anteproyecto de Ley Orgánica de la Administración Pública Federal en 

1958, cuyo capitulo X estaba dedicado al Tribunal Administrativo 

Federal que conocerla del contencioso fiscal y del contencioso 

administrativo en general, el cual, sustituirla al Tribunal Fiscal de la 

Federación. En este anteproyecto se señalaba una competencia en 

términos generales, y la regulación del proceso administrativo resultaba 

sumamente escueta para abarcar la gama administrativa en su 

totalidad. 

El maestro Hector Fix Zamdio, aportó los lineamientos para la creación 

de un Tribunal Federal de Justicia Administrativa en 1981, 

anteproyecto en el que propugnaba la transfonnación del Tribunal 

Fiscal de la Federación en un órgano jurisdiccional que abarcase la 

materia administrativa federal. 

En lo tocante al grupo de magistrados del Tribunal Fiscal de la 

Federación que han propuesto la ampliación competencia) a toda la 

materia administrativa federal, destaca la magistrada Dolores Heduán 

Virués, quien insistió durante los años sesenta y setenta del siglo XX 

sobre la conversión. También -la magistrada formó parte de la comisión 

redactora del primer "Proyecto de Ley Federal de Justicia 

Administrativa" junto con los también magistrados Rubén Aguirre 

Elguezabal y Margarita Lomeli Cerezo. El magistrado Gonzalo Armienta 

Calderón quien también se ha desempeñado como magistrado de la Sala 

Superior del Tribunal Fiscal de la Federación, igualmente ha 
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propugnado el cambio de dicho órgano jurisdiccional a tener 

competencia en toda la materi~ administrativa. 

Finalmente, el propio Tribunal ·Fiscal de Ja .. Federación. presentó en el 

Congreso de Justicia Administrativa. de 1997;. Ios·~t~pr,ojec~os de la 

Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa y de la Ley 

Federal del Procedimiento contencioso Adminlstrativo0•·áTit'eproyectos 

que se encontraban radicados en la Consejería juridÍca cl~L.Ejecutivo 
Federal para su estudio y posterior formulaciór;. com~::iÍ'1iciativas. 
situación que nunca sucedió durante la gestión del entonces Presidente 

de la República Ernesto Zedillo. 

En tal virtud, no es hasta el inicio del sexenio del hoy Presidente Vicente 

Fox, cuando se da la reforma a la ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la 

Federación y otras dispositivos fiscales, a través del decreto publicado 

en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre del 2000, el cual 

entró en vigor a partir del 1 de enero del 2001, decreto que reforma y 

adiciona diversos artículos de la Ley Orgánica antes citada, para quedar 

de la siguiente manera: 

"Ley Orpnlca del Tribunal Fiscal de la Federación 

Articulo Décimo. Se REFORMAN los artículos 3o., segundo párrafo, 
incisos a) y b); J l, fracciones X111 y XIV; 16, fracciones V, X, XI y Xlll; 
20, fracción I, inciso a); 28; 29, y 31, y se ADICIONAN los articulas 
J l, con una fracción XV y con dos párrafos finales y 16, con una 
fracción 1-Bis; de la Lcv Organica del Tribunal Fiscal de la 
Federación, para quedar coºmo sigue: 

Artículo 3o ................................................................................... . 

a) Los magistrados de la Sala Superior, podran ser ratificados, por 
única vez, por un periodo de nueve aiios: 
b) Los magistrados de las Salas Regionales podran ser ratificados 
por un segundo periodo de seis años. Al final de este periodo, si 
fueren ratificados nuevamente, serán inamovibles. 
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Articulo 11 ..................................... , , ......................................... . 

Xlll. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin 
a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un 
expediente, en los términos de la l..ey Federal de Procedimiento 
Administrativo. 

XIV. J,as que decidan los recursos administrativos en contra de las 
resoluciones que se indican en tas demás fracciones de este articulo. 
XV. Las señaladas en las demás leyes como competencia del 
Tribunal. 

También conocerñ de los juicios que se promuevan contra una 
resolución negati\•a fleta configurada, en las materias señaladas en 
este articulo, por el tranSt:urso del pla7..o qu~ señalen lRs 
disposiciones aplicables o, en su defecto, por la l..ey Federal de 
Procedimiento Administrativo. Asimismo, conoceré de los juicios que 
se promuevan en contra de la negativa de la autoridad a expedir la 
constancia de haberse configurado la resolución positiva fleta, 
cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas 
materias. 

No será aplical>lt! lo dispuesto "n el párrafo antt!rior t!n todos aquellos 
casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, 
reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrati\'a. 

Articulo 16 ................................................................................ .. 

!-Bis. Proponer al Presidt!nte de la Repú!Jlica la dt!signación o 
ratificación de magistrados seleccionados previa evaluación interna. 

V. Resolver por atracción los juicios con características especiales, 
en los casos establecidos por el articulo 239-A, fracción 1, inciso b), 
del Código Fiscal de la Federación, así como los supuestos del 
articulo 20 de esta Ley, cuando, a petición de la Sección respectiva, lo 
considere convenientt~. 

X. Expedir el Reglamento Interior del Tribunal y los demás 
reglamentos y acuerdos necesarios para su buen funcionamiento, 
teniendo la facultad de- crear las unidadPs administrativas qur estime 
necesarias para el eficiente desempeño de las funciones del Tribunal 
de conformidad con el Presupuesto de Egresos de la Federación; asi 
como fijar, acorde con los principios de eficiencia, capacidad y 
experiencia. las bases de la carrera jurisdiccional de Actuarios, 
Secretarios de Acuerdos de Sala Regional, Secretarios de Acuerdos de 
Sala Superior y Magistrados, lo~ criterios de selección para el ingreso 
y los requisitos qU(' dcbcran satisfacerse para In promoción y 
permanencia de los misn1os 1 así como las reglas sobre disciplina. 
estimulas y retiro de los funcionarios jurisdiccionales. 

XI. Designar de entre sus micn1b1·os a los magistrados visitadores d~ 
las Salas Regionales. los que le darán cuenta del funcionamiento de 
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éstas, asi como dictar reglas confonne a las cuales se deberán 
practicar dichRs visitns. 

XIII. Resolver todas aquellas situaciones que sean de interés para el 
Tribunal y cuya resolución no esté encomendada a algú.n otro de sus 
órganos, así como ordenar la depuración y baja de los expedientes 
totalmente concluidos con tres años de anterioridad, previo aviso 
publicado en el Diario Oficial de la Federación dirigido a los 
interesados, para que, con base a éste, puedan recabar copias 
certificadas o documentos de los mismos. 

Articulo 20 ................................................................................. .. 

!.. .............................................................................................. . 

a) Los que traten las materias sci\aladas en el articulo 94 de la Ley 
de Comercio Exterior, a excepción de los actos de aplicación de las 
cuotas compensatorias. 

Articulo 28. Para los efectos del articulo anterior, el territorio 
nacional se dividirá en las regiones con los limites territoriales que 
determine la Sala Superior, conforme a las cargas de trabajo y los 
rcqucrin1icntos de adnlinistración de justicia, mediante acuerdos que 
deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación. 

Articulo 29. En cada una de las regiones habrá el número de Salas 
que mediante acuerdo sei\alc el Pleno de la Sala Superior, en donde 
se establecerá su sede, su circunscripción territorial, lo relativo a la 
distribución de expedientes y la fecha de inicio de funciones. 

Articulo 31. Las Salas Regionales conocerán de los juicios por ,·azón 
del territorio respecto del lugar donde se encuentra la sed<! de la 
autoridad demandada; si fueran varias las autoridades demandadas, 
donde se encuentre la que dictó la resolución impugnada. Cuando el 
demandado sea un particular, se atenderá 
a su domicilio. 

Diapoaicionea Transitoria• de la Ley Orpnica del Tribunal Fl.aclll 
de la Federación 

Articulo Décimo Primero. En relación con las modificaciones a que 
se refiere el Articulo Décimo de este Decreto, se estará a lo siguiente: 

l. La reforma al articulo 28 de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal 
de la Federación, entrará en vigor el lo. de febrero de 2001. 
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11. !'ara los efectos del articulo 31 de la Ley Orgánica del Tribunal 
Fiscal de la Federación, las demandas presentadas antes del lo. de 
enero de 200 l, serán competencia de la Sala Regional que 
corresponda, de conformidad con el citado articulo 31, vigente hasta 
el 31 de diciembre de 2000. 

111. Se reforma la denominación del Tribunal Fiscal de la 
Federación por la de Tribunal Federal de Juaticla Fi•cal y 

Administrativa. En consecuencia. ae reforma la Ley Orcánlca del 
Tribunal Fiscal de la Federación tanto en au titulo como en aua 

diapoalclone•. aai como en todas aouellas contenidas en el 
Código Fiscal de la Federación y en laa demás leye• flacale• y 
~<l~_lnla~~· federales, en las que ae este al Trn-..~n..! 1""iac:-l~ 
la Federación, para sustituir ese nombre por el de 'l'rib.:.o.IÚ 

Federal de Justicia Fiscal y Adml.nlstraUva. 

Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el lo. de enero de 
2001. 

Segundo. Las menciones hechas en el presente Decreto a las 
Secretarias cuyas denominaciones se n1odificaron por efectos del 
Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el jueves 30 
de noviembre de 2000, mediante el cual se refonnó la Ley Organica 
de la Administración Pública Federal, 
se entenderán confonnc a la denominación que para cada una se 
estableció en este último. 

México, D.F., a 28 de diciembre de 2000.- Sen. Enrique Jackaon 
Ra.m.irez, Presidente.· 
Dip. Ricardo Francisco Garcla Cervan~c- .. , Presidente.· Sen. 
Yola.nda Gonzüez Heruá.ndez, 
Secretario.- Dip. Manuel Medellin Milán, Secretario.· Húbricas". 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción 1 del Articulo 89 de 
la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, y para su 
debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, 
Distrito Federal, a los veintinueve dias del mes de diciembre de dos 
mil.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, 
Santia&o Creel Miranda.- Rúbrica."90 

De lo anterior transcrito, podemos resumir a groso modo las reformas 

antes citadas, de la siguiente manera: 

Q(J Diario Oficial de la Federación, publicación de 31 de diciembre del 2000. 

131 



a) El cambio radical en la competencia del Tribunal Fiscal de la 

Federación, en el sentido de que esta se amplia a toda e' área 

administrativa federal que conozca la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo (ver el apartado, competencia del 

tribunal), así como el cambio substancial del criterio .para fijar la 

competencia territorial de las Salas Regionales, ya que estas 

conocerán de los juicios por razón de terrii.crio respecto del lugar 

donde se encuentra la sede e!'! !a autoridad c.len1<!.ndada. 

b) Se otorga la atribución del Pleno de la Sala SupPrior para resolver 

la atracción de los juicios con características especiales en los 

casos establecidos por el articulo 239-A, fracción 1, inciso b), del 

Código Fiscal de la Federación, así como los supuestos del 

articulo 20 de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación 

cuando a pelición de la Sección respectiva lo considere 

conveniente. 

c) La atribución de Sala Superior para depurar y dar de baja los 

expedientes totalmente concluidos con tres años de anterioridad y 

la exclusión de la competencia <1.e las Secciones de la Sala 

Superior en el conocimiento de juicios contra los actos de 

aplicación de cuotas compensatorias. 

d) El otorgamiento al Pleno de Ja Sala Superior de la facultad para 

expedir el acuerdo que defina las regiones en que' dividlrá. ~¡ país y 

donde, además, se determinarán ~¡ · num~~~ de saJ~s/su .~~de,. su 

circunscripción territorial. (uerapartaéio,coinpete~ci(l ~el ¿.¡bimal) 

e) La Institucionalización de la carrera jurlscliccii:inai' en ~l Tribunal 

Fiscal de la Federación. 

Cabe mencionar, que en un principio Ja iniciativa del Decreto antes 

transcrita, no contemplaba el cambio de denominación del Tribunal 
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Fiscal de la Federación, sin embargo, una propuesta en la Cámara de 

Diputados constitucionalmente cámara de origen, retoma el camino de 

las propuestas académicas y del propio Tribunal Fisc;-.1 de la Federación 

para reconocer que debe cambiarse la denominación de dicho órgano. Si 

bien es cierto, que el Tribunal nació con una dominante competencia 

tributaria, en su devenir y evolución se le fue agregando un conjunto 

competencia! sobre diferenciadas materias de carácter administrativo, 

por lo que, la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cámara de 

Diputados dictaminó la iniciativa de le:. 11frscelánea fiscal, y modificó los 

transitorios en lo que tocaba a las ref.Jrmas y adiciones a la Ley 

Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, para adicionar una 

fracción 111, que viene a darle una nueva denominación a lo que ya era 

una realidad como lo he venido expresando a lo largo de esta 

investigación; concerniente a la existencia de un Tribunal de 

competencia amplia en materia administrativa federal. 

Como podemos observar estamos ante una reforma trascendental del 

derecho procesal administrativo federal, de la cu?.l es posible considerar 

que se trata de un reconocimiento a un esfuerzo por mejorar una de las 

instituciones que procura ·nacer real la JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

MEXICANA. 
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CAPITULO IV 

LA TRASCENDENCIA DEL TRJBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA FISCAL Y ADMINI:'JTRATIVA DE SEGUIR 

ACTUANDO DENTRO :OEL MAI~CO CONSTITUCIONAL 
ACTUAL. 

Desde el momento mismo en que se estableció el primer Tribunal 

Administrativo en nuestro país, hace más de sesenta y cinco años, se 

han ido creando diversas :f hasta encontradas opiniones en torno a la 

actividad jurisdiccional esta~lecida para revisar la legalidad de la 

actuación de la Administración Pública; por lo que con la nueva 

administración del actual Presidente electo Vicente Fox Quezada, ha 

surgido nuevamente la polémica nacional de reordenar las facultades 

jurisdiccionales de los Tribunales que nacen en el Poder Ejecutivo pero 

que gozan de plena autonomía para dictar sus resoluciones. Tal es el 

caso, del llamado "'reordenamiento judicial"" consistente en que todos los 

tribunales administrativos (enclavados dentro del Poder Ejecutivo), 

pasen a formar parte del Poder Judici:;J de la Federación. 

Polémica que ha sido histórica, la cual retorna actualmente validez, toda 

vez que de acorde a las nuevas políticas del actual Presidente de nuestro 

país, surge la posibilidad de cambiar la naturaleza dei Tribunal Federal 

de Justicia Fiscal y Administrativa, que por excelencia ha tenido el 

carácter de un tribunal administrativo, al estar inmerso en el ámbito del 

Poder Ejecutivo, y pasarlo al Poder Judicial de la Federación; por lo que 

en el presente capitulo expondré las distintas y variadas razones por las 

que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa debe 

permanecer dentro del .marco constitucional. que.; actualmente le da 

sustento y existencia a todos los tribunales administrativos dentro del 

ámbito del Poder Ejecutivo. 
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En tal virtud, expondré las razones que tienden a defender Ja autonomia 

y establecimiento de los tribunales administrativos en México y en 

particular el Tribunal FedPral de Justicia Fiscal y Administrativa, 

consideraciones ju.;dicas qu·~ deben tomarse en cuenta, máxime que su 

constitucionalidad es incuestionable al igual que su trayectoria y 

resultados que han sido sumamente positivos, asimismo, es destacable 

Ja evolución que ha tenido dicha institución a lo largo de estos años, ya 

que la rnism11 <1e ha adecuado a las necesidades de las diversas épocas 

que le ha toc.;aa,,; vivir, a la par de Ja interminable lucha por impartir 

justicia a los gobe.mados. 

De lo anterior, debemos preguntarnos ¿Es conveniente para el pueblo 

mexicano, el cambio de naturaleza del Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa, para que éste pase a ser un tribunal judicial 

especializado en materia administrativa? Trataré de responder 

exponiendo Ja evolución y trascendencia de Ja irnpartición de justicia 

administrativa que realiza el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa. 

El "contencioso administrativo" o "juicio de nulidad", que se tramita 

ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, ericuentra 

sustento no solamente por las leyes secundarias que establecen las 

reglas sobre su organización, competencia, desarrollo y.funcionamiento 

de dicho juicio, sino que éstas se derivan de. disposiciones 

constitucionales que previenen de manera expresa su eX:istencia dentro 

del sistema juridico politico mexicano, ello es asi, toda vez que si 

analizarnos el contenido del articulo 73 fracción, XXIX-H, Constitucional 

encontramos que es facultad del Congreso de la Unión expedir leyes que 

instituyan Tribunales de Jo Contencioso Administrativo, en el ámbito 

federal, y por Jo que se refiern al local el articulo 116, fracción V, del 
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mismo ordenamiento, faculta a los Estados de la República para que en 

sus Constituciones y leyes instituyan Tribunales de lo Contencioso 

Administrativo. ·~n ambos casos la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicar:.os, se refiere a organismos autónomos. para dictar sus 

fallos, determinando que ante ellos se diriman. las con~~versias que se 

presenten entre la Administración Pública y los particulares; por otro 

lado, el articulo 122, en su Base Quinta; al~d~ i::~te~Óricamente que 

existirá un Tribunal de lo Contencioso Administrativo.•· 

En tal virtud, es menester retomar el.problema de. la.existencia y razón 

de ser del Tribunal Federal de .Justicia Fiscal y Administrativa, que 

históricamente ha tenido relación con la doctrina concerniente a la 

división de poderes, la cual se manifiesta en dos sistemas; sistema 

angloamericano o judicialista y el sistema francés o administrativista, de 

los cuales hemos hablado en los capítulos anteriores, estos dos sistemas 

clásicos, establecen una concepción distinta de la división de poderes; 

para el primero, a mediados del siglo XVIII, surge el pensamiento 

político a cc.rgo de el Barón de la Brede, de Montesquieu y de Carlos 

Luis de Secondar exponentes que defendían la ideología que la división 

debería estar integrada tal y como la conocemos en la actualidad: 

Legislativo, Ejecutivo y Judicial; toda vez que Montesquieu advirtió los 

inconvenientes que se producían cuando se encuentran reunidos todos 

los poderes a cargo de una sola persona, proponiendo que cada poder 

debe ser ejercido por personas diferentes, a fin de buscar un equilibrio 

entre los distint()S poderes, determinando que el Poder Ejecutivo debe 

representarlo una persona y realizar funciones únicamente de ejecución, 

en cambio el Poder.Legislativo deberá estar integrado por un cuerpo de 

nobles de. carácter hereditario y otro cuerpo elegido popularmente a 

través de un voto, desempeñando funciones de hacer leyes y fiscalizar 

su ejecución, y por último manifiesta que el Poder Judicial debe ser 
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ejercido por personas salidas de la masa popular, periódica y 

alternativamente designadas para formar un tribunal de acorde a las 

necesidades de cada lugar, poder que desempeñarla las funciones de 

castigar los delitos y juzgar las diferencias entre los particulares, ideas 

que fueron acogidas por distintos paises como Estados Unidos de 

Norteamérica, Francia y el nuestro. Particularmente la idea de 

Montesquieu plantea una organización estricta de que ningún poder 

puede realizar funciones que le corresponde al otro, con la finalidad de 

tener un contrapeso en los poderes en relación con el otro para su 

vigilancia, en tal virtud, es esta una de las razones por la cual el sistema 

anglosajón o judicialista, establece que sólo los órganos judiciales tienen 

la facultad de resolver los conflictos de particulares entre si o de éstos 

con la autoridad administrativa, dejando el absoluto control de legalidad 

a la autoridad Judicial. 

Ahora bien, respecto ~ sistema francés o administrativista., tenemos que 

si bien, con la revolución francesa en sus inicios adoptó la idea de 

Montesquieu, ·dicha teoria posteriormente se replanteó ya que para el 

año de 1790 _ transforma la separación de poderes, sur!iiendo 

verdaderamente un Poder Ejecutivo encargado de la Administración, ya 

no siendo su función de sostener y ejecutar la ley, sino de realizar la 

administración del Estado con sus propios controles administrativos, 

juridicos, políticos y de justicia administrativa, impartida ésta por sus 

propios órganos jurisdiccionales, como sistema de control interno del 

ejecutivo, razón por la cual se adoptó la consistente posibilidad de 

controvertir los actos del Poder Ejecutivo dentro de la misma esfera, sin 

que la impugnación respectiva se sometiera al Poder Judicial, pues de 

esta manera se obtenía un equilibrio entre los poderes, sin que existiera 

un sometimiento del Poder Ejecutivo al Judicial trayendo como 

consecuencia el desequilibrio de los poderes. 
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En tal virtud, se pensó en la posibilidad de crear un órgano encargado 

de J;onocer las controversias entre el titular del Poder Ejecutivo y los 

ciudadanos, lo cual trajo aparejada la problemática consistente en que 

el propio Ejecutivo juzgara sus actos, lo que se conoce como justicia 

retenida, y para solucionar este problema se ideó la creación de un 

órgano ubicado dentro del Poder Ejecutivo, el cual sin estar subordinado 

al ·Titular del Ejecutivo, se encargaría de dirimir las referidas 

controversias, con autonomía plena, dando lugar a lo que conocemos 

como Justicia Delegada. 

MDe tal suerte que corresponde a Francia la creación de la doctrina Lle la 

división de poderes y para salvaguardarla, en el ámbito de la justicia, se 

creó la figura del Contencioso Administrativo, que consiste en una 

controversia entre la administración Pública y los ciudadanos o 

administrados, por actos de la primera, encargada a un órgano dotado 

de plena autonomía para dirimir dichas controversias, sin la injerencia 

del Poder Judicial, salvaguardando así el principio de la división de 

poderes."91 

De lo.anterior, podemos deducir que no se transgrede la teoría de la 

división de poderes, toda vez que el contencioso administrativo 

mexicano se forma de una.manera ecléctica dado que contiene matices 

de los dos sistemas; por lo que, no adopta firmemente las posturas 

antes des~ritas, sin~ parte é!e ellas son lo que forman actualmente el 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, institución que 

actúa dentro de la esfera del Poder Ejecutivo como órgano jurisdiccional 

que resuelve- las controversias entre la administración. públiéa y los 

91 Maninez Rosaslanóa Sergio, Tribunal Fiscal de la federación IX Reunión nacional de magistrados. 
Editorial Tribur:d Fed~·ral de Justicia Fiscal y Administrativa. Mexico 2000. p. 524 
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particulares, trayendo consigo que la idea de la división de poderes en la 

actualidad a quedado rebasada, dado que los distintos poderes realizan 

diversas funciones que formalmente le corresponden a otro poder, pero 

no siendo el punto principal del presente estudio, a mi parecer la idea de 

división de poderes ha sido rebasada, ya que si bien ésta tuvo vigencia 

en un tiempo y lugar, en la actualidad únicamente forja la manera de 

cómo dividir las funciones de un poder, más no asi la tajante y caduca 

idea de la división de poderes concerniente a que ningún poder puede 

realizar las funciones de otro, cuestión que si se adoptara estrictamente 

tendrian que desaparecer diversas leyes de nuestro sistema juridico 

mexicano e inclusive Instituciones de trascendencia histórica y evolutiva 

de nuestro Pais. 

Ahora bien, es indiscutible que en los grupos de transición del 

Presidente electo para el sexenio 2000-2006, se maneja el proyecto de 

incorporar aL Poder- Judicial de la Federación todos los órganos 

jurisdiccionales· que actúan al margen mismo. Exponiendo distintas 

ideas, mis~a'.~.=que eJ(pondré señalando la inconsistencia de cada una de 

ellas, a efect?_:de defender la imperante idea de dejar actuar al Tribunal 

Federal de· Justicia Fiscal y Administrativa dentro del marco 

constitucional en que se ha desempeñado hasta nuestros días. 

Una de las primeras ideas planteadas es la relativa a la violación de 

poderes ai'cia~se·. dos poderes en uno (el de administrar y ejecutar las 

leyes y el d~"iiripartir']üsl:icia), este tema como anteriormente agote no es 

un probleriia nUevo, 'st~o ha tenido discusión desde sus orig~nes del 
- _·:,,· .. -_-:- .. ; -, . ' 

Tribunal Fiscal de la Federación en el año de 1936, situación que como 

he dicho, ctal idea= há ·sido. rebasada por las actuales estructuras 

juridicas, políticas y económicas del pais, ya que nuestro derecho y 
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hablando consistentemente en materia fiscal y administrativa, se 

desarrollo al auspicio de las dos corrientes clásicas antes expuestas. 

Completando Ja idea antes descrita respecto a Ja _división de Poderes, es 

destacable señalar Jo dicho por el maestro Con Antonio Carrillo Flores, 

el cual hablaba que " ... Deberia entenderse el principio de la división de 

poderes de Ja manera como juridica y políticamente se Je circunscribe 

hoy en los paises que Je imprimieron la significación que nuestro país 

acogió al crearse el Tribunal Fiscal de Ja Federación; pues hay que 

admitir, que no puede extremarse su rigor hasta hacer imposible Ja 

creación de organismos especializados que, con autonomía de juicio, 

pero vinculados con las exigencias propias de la Administración Pública 

y a Ja especialización de la misma, intervengan en la decisión de ciertos 

tipos de controversias; sino que respecto a este tema, lo único que 

debiese de interesar es precisar Ja zona de reserva de Ja jurisdicción en 

sentido estricto; es definir como a lo largo de Ja historia de nuestro 

Tribunal se ha venido haciendo, qué contiendas sólo pueden ser 

sometidas a su jurisdicción y otorgársele más bien el pleno imperio que 

siempre se ha buscado para que pueda tener a su alcance, las vías de 

ejecución de Ja sentencia cuando ésta no tenga carácter puramente 

declarativo ... ". 92 

Otra de las ideas que _pretende defender Ja idea del cambio, es Ja 

concerniente a qJe>i~s :~~rnbramientos d~ MaSistrados, del Tribunal 

Federal de JllsÜcii"Fi~caf} AclriíinÍstrativa, si~an estando a cargo del 

Presidente de la República, con ratificación del Senado, es.u~acuestión 
que si puede incidir negativamente en la imparcialidad i::on_ Ja que beben 

de conducirse al.momento de pronunciarse sobre Ja- legEL!idad de Jos 

92 Carrillo Flores Antonio. La defensa jurídica de los pnrticularcs frente a la administración en México. citado por 
Maria de los Ángeles Garrido Bello. Tribunal Fiscal de In Federación. IX reunión nacional de magistrados. Editorial 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrati\ a, M6.ico 2000, p S 12. 
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actos de las autoridades administrativas. Al respecto es de señalarse 

primeramente que este sistema estuvo sujeto por más de sesenta años, 

del que podemos decir que durante ese periodo existieron o existen 

razones fundadas y consistentes para promover un cambio, toda vez que 

desde siempre el órgano jurisdiccional ha hecho respetar su autonomía 

de actuación y decisión al momento de resolver las controversias, 

cuestión que actualmente el Pleno de Sala Superior del Tribunal Federal 

de Justicia Fiscal y Administrativa, de acorde a la reforma de la Ley 

Orgánica del tribunal citado, del 31 de diciembre del 2000, adiciona UT1R 

al articulo 16 de dicho ordenamiento una fracción que señale lo 

siguiente: •I-Bts. Proponer al Presidente de la República la 

designación o ratificación de magistradas seleccionados previa 

evaluación interna", adición que no deja duda sobre la autonomía del 

Tribunal, toda vez que el Pleno de la Sala Superior de dicho tribunal, 

previa selección interna designará a los Magistrados dentro de los cuales 

el Presidente de la República designará quien debe ocupar el cargo de 

Magistrado sea de Sala Superior o Regional según sea el caso, por tal 

razón se robustece la autonomía con que cuenta el Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa, máxime que a mi punto de vista Ja 

imparcialidad o parcialidad del juzgador no depende de quien o quienes 

lo hayan nombrado, sino de su ética, su preparación, sus valores 

morales, su compromiso con Ja sociedad a la que sirve, su experiencia 

profesional, su entrega a la justicia y otras cuestiones de índole personal 

independientemente del ·tribunal del que se hable sea este 

administrativo C>.Judicial, por ello toda persona qtie .se designe para 

ocupar cualquier cargo que implique el hecho de impartir justicia a Jos 

gobernados,.··. debe ·cumplir irrestrictamente con . los requisitos legales 

exigidos p~a ocupar." este tipo de cargos. ·Aunado. de. que en la 

actualidad además de las garantias de seguridad én •el cargo a los 

Magistrados, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, con 
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absoluta independencia, ejerce su presupuesto y decide la instalación de 

las Salas, cuando el ingreso de asuntos lo reqüiera, notas indicativas de 

su plena autonomía. 

Otra idea ferviente en desvirtuar el buen desempeño de los tribunales 

administrativos y en especial el del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, es la que señala que las sentencias que emite el 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, no son la ultima 

palabra en el terreno juridico, toda vez que, el juicio de nulidad es una 

instancia obligada para luego acceder al Poder Judicial de la Federación, 

quien si es el que resuelve las controversias fiscales y administrativas de 

manera definitiva, considerando al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, un Tribunal de paso el cual sólo alarga las controversias 

que se le presentan. 

En mi opinión más que una instancia' obligada para acceder al poder 

Judicial de' la~ Federadón, el juicio contencioso administrativo es una 

valiosa oportunidad 'para, qu~Ja controversia de que se trate se someta 

al coriociffi_i~nto.deº~un' órgano altamente especializado en las ma~erias 

fiscal y administráti,va, · YEI. que la jurisdicción administrativa se ha visto 

en la nece.sidad de especializarse, caracteristica que lamentablemente 

no tienen los Tribunales Colegiados de Circuito de ese Poder Judicial 

Federal, o blen 1c:is. Juzgados de Distrito, tanto por los antecedentes 

históricos que constituyeron para su creación como por la formación de 

la mayoría de sus integrantes. 

Por otro lado, sería a todas luces inconveniente que la jurisdicción 

administrativa se impartiera: a través. de _una sola instancia en. un solo 

órgano (dado que la función jurisdiccional se realiza por seres humanos, 

que por su naturaleza son susceptibles de errores), por lo que hace 
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necesaria una segunda instancia en grado de· revisión, aún cuando esto 

fuera en. un Tribunal del Poder Judicial de Ja Federación; por Jo que, las 

propuestas para hacer más eficaz al Tribunal Federal de Justicia Fiscal 

y Administrativa debieren estar encaminadas a concederle mayor 

atributos y limitar Jos casos en que las autoridades demandadas 

pudieran recurrir los fallos que emitan. 

Así también, el hecho de que se entable una segunda instancia por asi 

denominarlo (en el entendido que nos referirnt:>s al juicio de aln¡:..r~o y al 

recurso de revisión), que conoce los Tribunales Colegiados de c:rcuito 

del Poder Judicial de Ja Federación, estos reciben un beneficio funcional 

al conocer de las sentencias que emite el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa, dado que por un lado, muchos asuntos se 

resolverán por el tribunal administrativo y ya no llegarán a él, por el 

otro, Jos que le lleguen a través del amparo o del recurso de revisión, 

además de ingresar por via directa, estarán depurados y sólo se tendrá 

que examinar Ja sentencia reclamada o recurrida a través de los 

conceptos de violación o agravios que se hagan valer, sin necesidad de 

tener que instruir un juicio, con el tiempo y pr-:>blemas que esto 

significa. 

Por otro lado, se argumenta que debido al considerable aumento en el 

número de juicios actualmente ante el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa, que está desbordando la infraestructura 

material y humana de que dispone, su tramite y resolución está 

excediendo los márgenes razonables para que pueda hablarse de una 

impartición de justicia pronta y expedita. 

Efectivamente, a mi parecer se está presentando un preocupante rezago 

en algunas Salas Regionales del Tribunal, particularmente a raíz de los 

lr--r¡,j.¡l0'"1C C(~l\T-·--··¡ 
.u.:uJ 1.J 1 1H 1 

1 F1°'-' .. j\ DE '°"Rruir-·r 1 
1 .t.i.!JLt~ . 1

1 U _ -.w.l~ t _________________ ¡ 
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últimos aumentos en su competencia y a los cambios de competencia 

territorial de la Salas Regionales, pero no se debe olvidar que la 

constante actividad de -ia Administración Pública - ha venido 

desembocando (cada vez-mayor número) en la promoción dejuicios de 

nulidad, en contra de los actos concretos que emite y que son le¡>ivos de 

los derechos e intereses legítimos de los particulares. 

A mi parecer señalarla como una solución el crtél!" más Salas Regionales 

en aquellas regiones donde la problemática dei :rez.-:.e:o se agudice, pero 

al respecto el Ministro Mariano Azuela expone lo sir,uiente: "La- última 

critica que se ha detectado, relativa a la existencia de rezago. Tampo.:o 

tiene, desde mi punto de vista, un alcance que justifique la 

transformación que se busca. Indudablemente, si los órganos 

jurisdiccionales funcionaran como Jo establece el articulo 17 de la 

Constitución nunca debería producirse ese fenómeno, pero la 

e"-"J)eriencia revela, por un lado, que el mismo también se produce en los 

órganos del Poder Judicial de la Federación, lo que, por si solo, revela 

que por pasar a él los tribunales administrativos no desapare.:eria y, por 

otro, que ru mismo remedio que tendría que adoptarae, de hacerse esa 

transparencia; podría llevarse a cabo sm necesidad de que se produjera. 

El fenómeno -del rezago es, normrumente, consecuencia del desajuste 

entre Ja capacidad de despacho y el número de asuntos que ingresan, 

por lo que I¡¡ s'olución resulta obvia, producir ese ajuste y lograr que 

nunca ingrese a un tribunal más asuntos de los que puedan resolverse 

dentro de los plazos legales, tomando el'l cuenta una capacidad normru 

de los juzgados y que el grado de dificultad de_ los asuntos resolverlos 

con la prontitud _requerida. Resulta - obvio que la superación del 

problema, indiscutiblemente deseable, . también se relaciona con el 

presupuesto que se otorgue y que permita, por una parte, el crecimiento 

dinámico de los tribunales conforme a los criterios señalados y, por otro, 



establecer sistemas de formación de personal profesional que garantice 

una productividad de excelencia en el desempeño de sus 

responsabilidades, con el dinamismo que se necesita: No se puede 

perder de vista que el funcionamiento de los tribunales se cumple el 

principio económico de que a mejor servicio corresponderá un aumento 

de usuarios. "93 

En relatadas circunstancias, las expresiones y afirmaciones que 

anteceden, debemos considerar qut si !::> determinación que se adopte a 

nivel federal, fuera llevar al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa al Poder Judicial, debernos empezar por reformar la 

Carta Magna. El capítulo IV del Título Tercero de la Constitución 

Federal, establece en el artículo 94 en quienes se deposita el ejercicio del 

Poder Judicial, refiriéndose a una Suprema Corte de Justicia, en un 

Tribunal Electoral, Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito y 

Juzgados de Distrito. 

Asimismo, determina en los siguientes numer::..les: los requisitos para 

ser Ministro de la Cort:e, MRgistrado,De Circuito, del Tribunal Electoral y 

Juez de Distrito, ~bién ~e refiere a
0 

la
0

formalidad para expedir los 

nombramientos respectivos, concede~ licencias y presentar renuncias; 

contempla también 1á.'rriii.tei:ia qüeha de a:na1iZarse por estos tribunales, 

sin que incluya, ·'ol:ÍViam~nte a Jos Contenciosos Administrativos dentro 

de ese Honorabl~cP~der: > 

La reforma en incluir . la materia 

administrativa y fiscal y sus u;
1

ÍJUnales d1 Poder Judicial, . lo cual 

consideramos inapropiado y ·las razones juridicas pará.taL~riterio .·no 

93 ~1ariano Azuela Güitron. Tribunal Fiscal de la Federación IX reunión nadar.al d~ magistrados. Editorial 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, México 2000, pp 57-58 
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pueden soslayarse. Por lo que, recordando la Teoría de la división de 

poderes y su independencia, es menester apuntar el equilibrio que debe 

haber entre uno y otro poder y la no su;eción de las determinaciones de 

cada uno. El hecho de que el Poder Judicial decida los conflictos entre la 

Administración Pública y los particulares, significa que aquel, juzgue los 

actos del Ejecutivo en forma directa y resuelva sobre su legalidad. 

El contencioso Adminbtrativo Que se ventila en el Tribunal Federal de 

Justida Fiscal y Admmlstrativa, fue creado para velar por la 

preservación del Principio de Legalidad, como tri·bunal autónomo que 

nace por voluntad política y vocación democrática del propio 

gobernante, efectivamente realiza funciones. jurisdiccionales, desde el 

punto de vista material, sin que ello implique violación constitucional, 

ya que al constituirse en una institución autónomo e independiente del 

Ejecutivo, resuelve los conflictos que se le presentan con toda 

imparcialidad, pudiendo afirmar que de los asuntos resueltos, el sesenta 

por ciento se resuelven en contra del Estado en el ámbito federal, siendo 

más alto aún el porcentaje en el ámbito local. 

Estoy convenido, que los Tribunales Administrativos Autónomos, deben 

subsistir con la naturaleza juridica que les imprime la Constitución 

Federal, y no sólo eso, sino debe propiciarse la creación de nuevos 

tribunales en aquellos Estados de la República a donde no los· han 

instalado. Por lo que, el Tribunal Federal de Ju'sticia Fiscal y 

Administrativa debe subsistir fuera del Poder· J\.ídicial · con las 

características de competencia genenca en toda la ·materia fiscal y 

administrativa, plena jurisdicción, órgano colegiado y• con Salas 

Regionales. 
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¿Debemos modificar, reformar o suprimir un instrumento eficaz que ha 

logrado restablecer Ja legalidad de los actos de autoridad administrativa 

que se emiten al margen ele este principio fundamental por una razón 

estrictamente dogmática?, o en su caso, ¿buscar nuevos mecanismos, 

cuando el que estamos recorriendo ha mostrado ser el correcto según lo 

marca la experiencia y la historia?, o más aún, ¿se estará creando úna 

corriente en la que se decida desaparecer todos los tribunales 

administrati'!os y con ello la experiencia que a lo largo de estos añ~s han 

sembrado·? 
'. . ·: > ; . ·, . ··. ~~· ' 

Dichas interrogantes lejos de:. t~ner . una respuest~:·clo:~ática,: me 

avocaria a la trascendencia); évOiuc:ión que'han ténido)os tritíunales 

administrativos y ·en' espedál ·el• Tribunal F~~~;:ii ;d~ ·JÜ'~tiC:iá.: Fiscal y 
·~::· :: . -~~· ; '. 

~- ~.: :-:,:.:. ' Administrativa. 
;T.:_·;-:, 

, .... , ...... -· . -····-·- ' 

Y es asi, que en estos momentos, el·Tribunal• Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, es un organismo autónomo· ~ó;:n~:;;h:em~s dicho y 

demostrado reiteradP.;nente, con la más amplia competencia 

jursdiccional administrativa y tritmtB:ria, el cúal cumple y si se lo 

permiten seguirá cumpliendo en forma satisfactoria con la necesidad 

por la que surgió, de impartir justicia pronta y expedita a los 

innumerables problemas suscitados entre los particulares y las 

autoridades administrativas, siempre tratando de cumplir cabalmente 

con el imperativo articulo 17 Constitucional, para probar así que es 

necesaria su existencia y como se encuentra concebido, pues tál y como 

está en la actualidad. 

Y si efectivamente, quisiera reformarse al Tribunal. Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa, .esta reforma o cambio estructural. deheria ser 

siempre para darle una mayor eficacia de la justicia que imparte, no 
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para reconstruir . algo que actualmente funciona adecuadamente, 

dotando al Tribunal de mayores atribuciones que le permitan fortalecer 

el desarrollo de. la justicia administrativa·en Mé,Oco; párano incluirlo 

dentro de la esfera del Poder Judicial Federal,.pues con ello se destruirla 

toda la tradición y el prestigio ganados por los Tribunales 

Administrativos. 

Todo lo anteriormente expuesto, constituyen razones suficientes para 

e .. ::imar que los Tribunales Administrativos y, particularmente el 

Trihunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben subsistir 

como órgano de justicia, con todas las caracteristicas que la doctrina y 

la legislación le asigna, fortaleciendo se desarrollo con el establecimiento 

tales como la posibilidad de hacer cumplir coercitivamente sus propias 

sentencias, con lo que se fortalecerla más la justicia para los 

particulares. 

Ahora bien, concretizando la polémica de que si el Tribunal Federal de 

Justicia F;scal y Administrativa debe permanecer.. donde· está 

actualmente, como órgano jurisdiccionál dotado deé'.pléna' autonomía 

para dictar sus fallos y para mánejar su pre~uptlesio;· así como sin 

ninguna relación juridica que lo haga dependie~t~ para irtlpartirjusticia 

del Ejecutivo Federal, o que ya deba pasara f()~~;.p~é orgá.Í1ica del 

Poder Judicial de la Federación; que a últimasr~6há.s1i;i'e_\.;~ especulado 

en uno o en otro sentido. 

: ·:: ' '·' ·. :· . ,.. : ' - .-·" --:--: : _; . . . ··: . ·; ':-~. 

Culminando la presente investlgaci~l1, e~~rtlº que no h~r~¡Úón fundada 

para que el Tribunál Fede;~ cleJtlsticí~.Flscal j.Adrrilnistrati~a pierda 

el carácter que lo ha c)isÚ!l~uidc>°, d~~5¡;; ~~ 6;gano j~risdi~cio~ál por 

completo autónomo. p~ra emitir.sus ral1C>!>, iisí c~mo en cuanto a su 
.> 

estructura orgánica y al manejo del procedimiento contencioso 
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administrativo que se lleva ante el mismo se plante.an; además de que al 

promoverse cualquier c'ambio de adscripción al otro Poder Federal, se 

pe·rderia como . .Ya: .hemos apuntado, una valiosisima experiencia 

jurisdiccional de mAs d~ _sesenta años, dentro de los cuales se ha 

caracterizado ·p()r_ una' alta especialización y por una consistente 

imparcialidad al momento de resolver Jos asuntos que se le presentan. 

Por otro lado, de buscarse el cambio de adscripción de este órgano 

jurisdiccional se tendria necesariamente que reformar las bases 

constitucionales en que se sustenta la existencia de este y de los demás 

tribunales administrativos autónomos y especializados; 

desperdiciándose el proyecto inicialmente concebido y coartando la 

consistente evolución que ha tenido el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa. 

"Bien puede decirse que la jurisdicción contenciosa administrativa 

actual, concretiza múltiples esfuerzos en los que todos los actores 

participantes tienen indudable mérito, porque su evolución ha surgido 

de la necesidad misma e:i.-presada por juzgadores, hecha valer por 

teóricos y postulantes, aceptada por las autoridades y reconocida por los 

hacedores de la ley, de que una eficaz impartición de justicia sólo tiene 

sentido cuando el Tribunal en la composición de los litigios goza de 

poderes plenos para conocer, sentenciar y mandar."94 

La realidad del trabajo jurisdiccional de este órgano puede resumirse 

claramente en los logros y prestigio obtenido a lo largo de estos 65 años 

de vida del Tribunal. Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, toda vez 

que día a día a refrendado sus atributos de imparcialidad, honestidad y 

94 Maria del Consuelo Villalobos Oniz. El contencioso administrativo f\féxico-Francia. Memoria del · 
Seminario Internacional 1999. Editorial Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. f\.féxico 
2001. p.255 
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eficiencia, así como el buen desempeño de los magistrados que con 

imparcialidad resuelven los juicios, produciendo como resultado la 

JUSTICIA. 

Es por ello, que mientras los magistrados y secretarios de acuerdos del 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, tengan como 

cuestión imperante de que la " ... obra del Juez, como toda obra humana, 

exige entrega integral de las fuerzas todas del espíritu: no es la 

actuación judicial obra pura de inteligencia; la mayor satisfacción, el 

mejor premio de un Juez, que en su intima subjetividad nadie podrá 

disputarle, no es la contemplación marcisista de una sentencia 

bellamente elaborada, sino la alegria de haber contribuido a la 

reparación de un agravio. La venda que cubre los ojos de Temis no 

adquiere transparencia si no se impregna en espíritu de amor y el mejor 

Juez no es el más erudito, sino el que se da cabal cuenta de que el 

prójimo es el próximo y el próximo es el PARTICULAR QUE DEMANDA 

SU JUSTICIA"95, con lo que se seguirá confiando y reforzando los 

cimientos del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

9
' T\.1ariano Azuela, articulo La obra del tribunal fiscal de la federación. como nació y como "ive después 

de 20 años de servir al país. Revista La justicia, Tomo XXVII, No. 321, ~1éxico 1957, pp. 24·25. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA. El contencioso administrativo fue forjado en nuestro país en 

el siglo XIX, dentro de los diversos matices liberales y bajo una 

interpretación rígida de Ja división de poderes, encabezada pór el 

Ministro Vallarta.. En este sentido, el conocimiento de Ja materia 
• ' '> ' 

contenciosa administrativa estuvo bajo la monopolica tutela del Poder 

Judicial Federal bajo Ja Constitución de 1857 y dur~te ochenta. años 

hasta 1937 se desconoció la jurisdicción autónoma de lo contencioso­

adrninistrativo, forjada bajo el régimen de la Constitución de 1824 y sus 

reformas por la Ley de Teodosio Lares de 1853. 

SEGUNDA. En 1936 con Ja creación del Tribunal Fiscal de Ja 

Federación, se rompe la tradición judicialista o angloamericana que 

hasta ese año, había detentado el conocimiento de la materia 

contenciosa-administrativa, toda vez que dicho tribunal no se encuadró 

en el Poder Judicial Federal sino tendría su residencia dentro del Poder 

Ejecutivo Federal, jurisdicción administrativa especializada y autónoma 

que se constitucionalizó a partir de 1967. 

TERCERA. El sistema de Justicia Administrativa en México, es un 

resultado no de una copia del sistema Francés o angloamericano, sino 

un sistema contencioso administrativo al estilo mexicano, que.guarda 

características propias, que han pasado por muchas vicisitudes su 

establecimiento, pero esta lucha por constituirse es para siempre~ ya 

que es un órgano que reclamaba la sociedad en su conjunto y que 

representa un logro para los gobernados a fin de restablecer el imperio 

de la legalidad y la JUSTICIA. 
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CUARTA. La Justicia administrativa en su sentido más arqplio, 

comprende a la jurisdicción administrativa, al proceso administrativo, al 

contencioso administrativo, y en si a todos los instrumentos jurídicos 

que se han establecido para la protección y tutela de los derechos de los 

gobernados, frente a la actividad administrativa, queriéndose proteger el 

conjunto de intereses y reclamos de la sociedad. 

QUINTA. La jurisdicción administrativa debe entenderse como la 

función pública a cargo de autoridades administrativas, (tribunales 

administrativos dentro de la esfera jurídica del poder ejecutivo) y 

autoridades judiciales (tribunales judiciales, a través del juicio de 

amparo), que tiene por objeto resolver las controversias que se planteen 

entre dos partes contrapuestas (particular y Estado), dentro de una 

esfera jurídica demarcada por el Estado, función que decidirá de manera 

obligatoria e imparcial la solución" a las contróvérsias que se planteen. 

SEXTA. El fundamento filosófico-jurídico de la función jurisdiccional a 

cargo del Estado, se encuentra . contenida en el articulo 1 7 

Constitucional, precepto que estátUye qu~ para lii debida impartición de 

la justicia que merece todo gobernado; c:ie"b~~ser pro;:.ta, porque procesos 

lentos y resoluciones tardías no realizan la .tarea de, impartir justicia; 
,, .· -· '·. 

debe ser gratuita a todos el libre acceso a ella;.debe.<ser imparcial para 

lograr se objetive en sentencias estrictaihel1te ap~~aciEii a la ley; deben 

ser los tribunales de justicia independierit~~: il1d~'pe'n'aend~ de que los 

jueces al actuar no han de tener o&a~o~a recto;a tji.uha Ley: 

SEPTIMA. El derecho del particular a la prestación jurisdiccional, como 

un derecho subjetivo de carácter individual, es ahora en:los IO'.lbores de 

este siglo, un derecho social cuya proyección se ha configurado en un 

verdadero derecho de acceso a la JUSTICIA. 

152 



OCTAVA. Con el establecimiento del Tribunal Fiscal de la Federación, 

por primera vez se establece un verdadero procedimiento contencioso­

administrativo para resolver las controversias entre los particulares y el 

Estado, dentro del marco del propio Poder Ejecutivo, a efecto de 

controlar la legalidad de las resoluciones emitidas por las autoridades 

dependientes de este último, en materia fiscal, por medio de un 

organismo jurisdiccional especializado, independiente tanto de la 

Secretaria de Hacienda y Crédito Público como de cualquier otra 

autoridad administrativa. 

NOVENA. La naturaleza juridica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal 

y Administrativa, es la de un contencioso-administrativo mixto, pues 

dada la especial y heterogénea Jurisdicción de que esta dotado, tiene 

características de un contencioso de anulación como el -de plena 

jurisdicción. 

DECIMA. Es destacable, que uno de los. esfuer.ms por fortalecer la 

justicia administrativa en nuestro- país;·- ~ha.- "'sid;t sin•·- duda la 

promulgación de la nueva Ley Orgáni~a d~l· Trlbúnai Fiséa.L de la 

Federación, publicada con fecha 15 de. diciembre--: de-· 1995, ahora 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi~istr~iiva e:i;~ ;,¡rtud del 

decreto publicado el 31 de diciembre del 2000,-il tra~és del cual se 

adiciona y reforma la Ley Orgánica antesdtad~, ¡)B.~a d?fu: ~ Tribunal, 

de la competencia para conocer de-'cási '10.'':totaiidád-:cie·::Jas .materias 

administrativas federales. 

DECIMO PRIMERA. Es imperante señalar que el fm que se persigúe con 

la creación de los tribunales 3.dministrativos, es eÍ de juzgar los actos de 

la administración en cuanto perjudiquen intereses de los particulares, 
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con el objeto de verificar si 'füchos actos emanados del pod_er Ejecutivo 

se ajustan a las disposiciones legales en vigor; 

DECIMO SEGUNDA. Desde que se creó en nuestro país el Tribunal 

Fiscal de la Federación, ahora Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, hace 65 años, se han venido exteriorizando una serie de 

criticas en cuanto al quehacer jurisdiccional que realiza, pero 

afortunadamente en su mayoría han quedado sin peso especifico frente 

a los aciertos y resultados tangibles obtenidos día a día, siendo 

indiscutiblemente el juicio de nulidad o contencioso administrativo el 

elemento más importante para la impartición de Justicia Administrativa. 

DECIMA TERCERA. El sistema contencioso administrativo, bebe seguir 

basándose en una estructura jurisdiccional estrictamente 

administrativa y no judicial, porque la primera esta formada por jueces 

especializados y la segunda por jueces que carecen de la experiencia y 

de la especialización de los jueces administrativos del Tribunal Federal 

de Justicia Fiscal y Administrativa. 

DEIMO CUARTA. Por las razones expuestas, deben considerarse estas 

suficientes para estimar que los tribunales administrativos, y 

particularmente el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 

deben subsistir como 'órganos de justicia delegada, con todas las 

características que - la doctrina y la legislación - l~: han - asignado, 

fortaleciendo su desarrou() con eLestablecimiento de facJltades airiplias 

tales como la posibilidad de hacer -cumplir> ~C>efdti~~~nte sus 

sentencias, fortaleciendo a su vez la justicia qué ~l~~fiii lC>~ gobe~ados. 

DECIMA QUINTA. No existen actualm~nte argumente>~~ ~~it8.~ie~tos 
fuertes y consistentes para promover la adscripción del Tribunal Federal 
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de Justicia Fiscal y Administrativa dentro de la estructura orgánica del 

Poder Judicial de la Federación, porque desde siempre se ha conducido 

con la imparcialidad y honestidad requeridas para el desempeño.de sus 

delicadas atribuciones; y en cambio de hacerse las gestiones y aprobarse 

el cambio se perdería irremediablemente la valiosisima experiencia y la 

alta especialización, adquiridas lo largo de seis décadas de fructifera y 

esforzada labor. 

DECIMO SEXTA. De una investigación c:le campo reaiiz .. q_<l:? en el 

Tribunal Federal Electoral, obtuve la distinción, que si·. bieI". dicho 

Tribunal Federal Electoral perteneció al Poder Ejecutivo es de señalar 

que dicho Tribunal al pasar al poder Judicial, éste pasa con la misma 

estructura y autonomia que siempre tuvo, destacándose que Jo único 

que obtienen es una autonomía presupuesta! sin que haya habido un 

cambio trascendental, ya que este tribunal al igual que el Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, era un tribunal híbrido 

enclavado en el Poder Ejecutivo realizando funciones inherentes al Poder 

Judicial, constatando que dicho cambio únicamente forja o mantiene 

una hegemonía respecto a una de las teorias de la división de pod~res. 

DECIMO SEPTIMA. En efecto, sin han de realizarse cambios en la 

impartición de justicia administrativa, estos debieran ser avocados a los 

requerimientos reales y prioritarios de la comunidad; y sean por ello, la 

e:i...-presión correcta que C>rrl!ZC:a\a. i()s ~obernad6s 1a' Justicia ~ronta, 
completa, imparcial y wa:i:~ita.que ofr¿c~ áarti~~lo 1 TCc:illstitu'cional 

respetando los valores esenciales y la l!XJ>eriencia histórica de nuestro 

pais. 
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